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La contratación estatal es quizá una de las actividades más regladas en el sistema 
jurídico colombiano, cuyo fin último es, además del desarrollo mismo de la actividad 
contractual, el respeto de la moralidad administrativa, la prevalencia del interés general 
y la protección del patrimonio público, entre otros principios de raigambre constitucional.  
No obstante, la reglamentación fuerte que hace el derecho público a la actividad 
contractual del Estado, en ocasiones, cuando se está frente a los denominados “hechos 
cumplidos” (realización de obras, entrega de bienes o prestación de servicios al Estado 
sin la mediación de un contrato estatal), resulta necesaria la aplicación de figuras del 
derecho privado sobre actuaciones propias de la actividad estatal para garantizar otros 
principios también constitucionales, como la equidad, la buena fe, el no enriquecimiento 
sin causa y la confianza legítima. 
Este proyecto de investigación se propone estudiar los retos que ha generado al 
derecho administrativo la aplicación de la figura de enriquecimiento sin causa propia del 
derecho privado en materia de “hechos cumplidos”, partiendo en un primer estadio de la 
posición y los conflictos que se han suscitado al interior del Consejo de Estado sobre la 
existencia de responsabilidad estatal patrimonial, derivada de la teoría del 
enriquecimiento sin causa y los supuestos en los cuales se aplica; así como la vía 
procesal idónea para ventilar esta clase de controversias ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, pues la discusión no ha podido ser zanjada ni siquiera a 
través de la sentencia de unificación que tenía ese noble propósito y que fue dictada el 
19 de noviembre de 2012, con ponencia del Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, 
radicado No. 2000-03075 (24897).  
Tiene por vocación este estudio, no solo la exposición de la línea jurisprudencial del 
Consejo de Estado sobre la materia, sino además, el análisis de la doctrina constitucional 
y administrativa, una aproximación a lo decidido por el Tribunal Supremo Español sobre 
la materia, así como el análisis de la tensión de principios constitucionales que se 
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presenta en la aplicación de la teoría del enriquecimiento sin causa, estableciendo 
finalmente una posición que consulte o se ajuste más al modelo de Estado Social de 
Derecho de la Constitución Política de 1991, que resulte como un referente importante 
para la judicatura, para las autoridades públicas y para los propios prestadores de 
servicios al Estado a la hora de resolver los conflictos jurídicos que surgen de los ya 
referidos “hechos cumplidos”. 
Será una investigación eminentemente teórica, puesto que trata de analizar el 
desarrollo mismo de la Teoría del Enriquecimiento sin Causa en el derecho 
administrativo, la jurisprudencia, la doctrina y aproximación a decisiones de otras altas 
Cortes -Española- desde un enfoque Ius constitucionalista con el modelo de Estado 















PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
Con la cláusula general de responsabilidad del Estado prevista en el artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991 y la posterior expedición de la Ley 80 en 1993, 
entra en tensión el principio de legalidad en la contratación estatal frente a los principios 
de equidad y de no enriquecimiento sin causa, cuando se trata de la realización de obras, 
la entrega de bienes o la prestación de servicios sin la existencia de una relación 
contractual estatal.   
Para entrar en contexto, vale la pena señalar en primer lugar, que la responsabilidad 
estatal de reparar daños a la luz de la Constitución Política de 1991, surge ligada al 
concepto de “daño antijurídico, concebido este, no como el perjuicio que se ocasiona por 
violación de una norma jurídica, sino aquel que en sí mismo es antijurídico porque quien 
lo sufre no está jurídicamente obligado a soportarlo” (Bustamante, 2003, p. 12).  
Es del caso mencionar también, que los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 exigen 
que los contratos que celebren las entidades estatales deben constar por escrito y se 
perfeccionan cuando se logra el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, de manera 
que dichos contratos no pueden ser verbales; derivándose de ello sin ninguna duda, que 
la realización de obras, la entrega de bienes o la prestación de servicios que se haga al 
Estado sin cumplir las formalidades de las normas referidas, carece de un amparo 
contractual que permita reclamar por esa vía el pago o la contraprestación por el servicio 
prestado o la obra realizada.   
No obstante lo anterior, existen situaciones en las cuales un particular de buena fe 
presta sus servicios al Estado y con ello se empobrece, a la vez que una entidad pública 
se beneficia o enriquece con la obra o servicio que le presta el particular, pero esta última, 
carece de un sustento legal por el vacío normativo sobre el tema específico, que le 
permita retribuirle a aquel por el mismo. 
Pues bien, la Ley 153 de 1887, en virtud de la cual “cuando no haya ley exactamente 
aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulan casos o materias 
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semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional, y las reglas generales del derecho” 
(Art. 8), ha permitido que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, establezca 
cinco elementos constitutivos del enriquecimiento sin causa, en los siguientes términos:  
(i) Que exista un enriquecimiento […] (ii) que haya un empobrecimiento correlativo, 
[…](iii) que el empobrecimiento se haya producido sin causa jurídica, […] (iv) que 
el demandante carezca de cualquiera otra acción y […] (v) que la acción no 
procede cuando con ella se pretende soslayar una disposición imperativa de la 
ley.  (Sentencia del 26 de mayo de 2010, pp. 1-2) 
Vale aclarar también:  
[Que] el enriquecimiento sin causa y la actio in rem verso son dos instituciones 
distintas, cuya diferencia se concreta en la idea de que el primero es un principio 
general del derecho que prohíbe incrementar el patrimonio sin razón justificada; 
mientras que el segundo, es la figura procesal por medio de la cual se intenta la 
pretensión, por medio de la cual se reclama los efectos de la vulneración de dicho 
principio general. (Sentencia 35026, 2009, p. 18) 
El problema de investigación surge en este caso, no solo de la tensión entre principios 
constitucionales, sino también de las posiciones que ha adoptado el Consejo de Estado 
para resolver los conflictos surgidos con ocasión de los hechos cumplidos y en los que 
se le ha demandado la aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de 
imputación de responsabilidad estatal, pues en ciertas ocasiones, en aplicación del 
principio de buena fe y confianza legítima, ha admitido la aplicación y prosperidad de la 
figura del enriquecimiento sin causa en lo contencioso administrativo, mientras que en 
otras oportunidades, ha primado el respeto al imperio de la ley, por ende se han negado 
las pretensiones dirigidas a reclamar la indemnización o compensación por servicios 
prestados sin contrato y, finalmente, también se ha manejado una tesis intermedia, que 
se sustenta en el deber de proteger la buena fe del contratista, llegando el órgano de 
cierre a través de la sentencia de unificación de fecha 19 de noviembre de 2012, dentro 
del proceso de radicado No. 2000-03075 (24897), a limitar la aplicación de la figura a las 
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siguientes situaciones (i) cuando es urgente y necesario adquirir servicios de salud, (ii) 
en los casos en que se debe declarar una situación de urgencia manifiesta, la 
administración omite su declaratoria y (iii) en aquellos casos en que se acredite de 
manera fehaciente que la entidad pública, sin culpa del particular y en virtud de la 
supremacía y de su imperio, constriñó a un particular a ejecutar determinada prestación 
sin contrato (Sentencia del 19 de noviembre, 2012).  
Con este panorama, bien vale la pena analizar si la intención del Consejo de Estado 
es la de cerrarle la puerta a la figura del enriquecimiento sin causa como fuente de 
responsabilidad del Estado, producto de una política judicial encaminada a la 
racionalización del gasto público, que busca a la vez, desestimular la práctica de prestar 
servicios al Estado sin la mediación de un contrato, resultando entonces el claro 
problema de investigación que se plantea a continuación. 
 Formulación del problema 
¿Es válida la aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de imputación de 
responsabilidad patrimonial del Estado en materia de hechos cumplidos, a la luz del 












Hipótesis A o Positiva 
La aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de imputación de 
responsabilidad patrimonial del Estado en materia de hechos cumplidos, es válida 
además de necesaria a la luz del modelo de Estado Social de Derecho previsto en la 
Constitución Política de 1991, para poner en plano de igualdad al particular que de buena 
fe presta sus servicios al Estado sin la mediación de un contrato estatal, confiando 
legítimamente en que va a ser retribuido por su labor lícita. 
Desechar esta figura o restringir su aplicación a casos tan excepcionalísimos como ha 
pretendido hacerlo recientemente el Consejo de Estado so pretexto de defender el 
principio de legalidad, vulnera principios constitucionales, especialmente el de buena fe 
contenido en el artículo 83 de la Carta Política, que a la luz de la doctrina, se presume 
tanto en el comportamiento de los particulares como de las autoridades públicas, de 
manera que se ve asaltado este principio cuando la administración se lucra o se beneficia 
de una obra, servicio o labor a expensas de un particular, generando la confianza de la 
concreción de un negocio jurídico que luego resulta formalmente inexistente y por lo cual 
este no se ve retribuido, viendo menguado consecuentemente su patrimonio (Ruiz, 
2016). 
Se plantea también, que limitar de forma tan grave la aplicación de la figura del 
enriquecimiento sin causa en materia de hechos cumplidos, afecta de forma considerable 
la prevalencia de la garantía de los derechos de los asociados y la efectividad de los 
fines esenciales del Estado, pues los supuestos planteados por la jurisprudencia son 
restrictivos o escasos para la abundancia que ofrece la casuística, además que son 
excesivamente limitados en su caracterización, pudiéndose haber adoptada una 
armonización más equilibrada, con la finalidad de no sacrificar la obligación que tiene 
aquel que se enriquece injustamente de compensar a quien se empobrece injustamente 
(Sentencia 1999-00161, 2013). 
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Hipótesis B o Negativa 
La aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de imputación de 
responsabilidad patrimonial del Estado en materia de hechos cumplidos, no es válida a 
la luz del modelo de Estado Social de Derecho previsto en la Constitución Política de 
1991, toda vez que para el cumplimiento de los fines del Estado y la continua y eficiente 
prestación de los servicios públicos, existe una reglamentación dispuesta en la Ley 80 
de 1993, la cual establece una serie de requisitos dentro de los que se destacan la 
solemnidad de la escritura y la selección objetiva del contratista, ello, para garantizar los 
principios de transparencia, economía y responsabilidad que deben regir toda la actividad 
contractual del Estado. 
Cuando a pesar de esta reglamentación fuerte, el Estado permite o tolera la prestación 
de servicios, entrega de obras o bienes a su favor sin el cumplimiento de las 
solemnidades contractuales de la Ley 80 de 1993, está vulnerando el principio de 
legalidad, lo que también hace el particular prestador del servicio, quien a sabiendas de 
la existencia de regulación expresa sobre la materia, se hace partícipe de esta actividad 
irregular. Así las cosas, el particular no puede aprovecharse de su propia culpa, para 
luego pretender obtener un pago a su favor, en tanto al igual que la entidad estatal, 
asume la carga de preservar la legalidad del ordenamiento jurídico. 
No es posible desconocer bajo ningún contexto, que el enriquecimiento sin causa 
exige para su procedencia, que con él no se pretenda desconocer o contrariar una norma 
imperativa, por ende, se considera que no puede ser invocado para reclamar el pago de 
obras, la entrega de bienes o la prestación de servicios ejecutados sin el amparo de un 
contrato estatal, mientras exista reglamentación expresa y obligatoria sobre la materia, 







Ronderos y Tascón (2012) afirman que según la jurisprudencia nacional, las 
principales causas de los “hechos cumplidos” están relacionadas con la existencia de un 
contrato estatal que ha llegado a un punto de inejecutabilidad por falta de registro 
presupuestal y también porque no se cancelaron las prestaciones debidas dentro de la 
respectiva vigencia fiscal y el recurso feneció; así mismo señalan que se presentan por 
vías de hecho de la administración, que sin contar con el respaldo de un contrato ni con 
las apropiaciones presupuestales para su posterior pago, permite al particular la 
ejecución de la obra, la prestación del servicio o la entrega de los bienes.  
Con esta descripción y siendo conocedores de la muy recurrente falta de planeación 
de las entidades públicas en Colombia, es fácil advertir que se trata de situaciones que 
ocurren a diario y que cualquier entidad estatal o particular prestador de servicios puede 
verse inmerso en esta clase de relaciones jurídicas que carecen de soporte contractual 
y por ende, el estudio de la figura del enriquecimiento sin causa y su aplicación en materia 
de responsabilidad estatal, es de importancia y pertinencia tanto para las autoridades 
públicas, como para los prestadores de servicios al Estado y para la propia judicatura, a 
la hora de resolver la alta litigiosidad que surge de los “hechos cumplidos”. 
Un estudio profundo sobre el tema en la forma como se ha venido promoviendo en 
estas líneas, es decir, confrontando los enfoques jurisprudenciales existentes en materia 
de enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad estatal e incluyendo el 
análisis desde un punto de vista Ius constitucionalista y a la luz de los principios, tiene 
por vocación facilitar la resolución de los conflictos jurídicos relacionados con los hechos 
cumplidos, pues en la actualidad prácticamente todos terminan siendo resueltos ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, por la falta de herramientas claras y de un 
criterio unánime que permita a las partes resolver el conflicto en sede administrativa, 




En ese orden de ideas, interesa al mundo jurídico el estudio de la figura del 
enriquecimiento sin causa y su aplicación al derecho administrativo colombiano, para 
definir hasta dónde va la responsabilidad del Estado en materia de “hechos cumplidos” 
y cuál es la vía o vías procesales adecuada para resolver el conflicto, pues permite 
visualizar los aspectos constitucionales, legales, jurisprudenciales y doctrinales que 
desarrollan el concepto, lo cual es necesario para que se siga avanzando en la 
construcción de una teoría que con respeto de los principios constitucionales, adecúe la 
resolución de los conflictos al modelo de Estado Social de Derecho definido en la 
Constitución Política de 1991. 
En síntesis, con la presente investigación se pretende aportar al área del derecho 
administrativo un estudio analítico desde el punto de vista jurisprudencial, doctrinario y 
normativo sobre el Enriquecimiento Sin Causa como título de imputación de 
responsabilidad estatal, en tratándose de hechos cumplidos, no solamente desde un 
enfoque meramente descriptivo sino realizando a su vez una ponderación en el ámbito 
Ius filosófico y constitucional sobre los principios en conflicto y su validación dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico, generando con ello una posición teórica válida en el 
marco del Estado Social de Derecho y con la cual puedan resolverse las distintas 











OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
Objetivo general 
Analizar la validez de la aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de 
imputación de responsabilidad patrimonial del Estado, a la luz del modelo de Estado 
Social de Derecho previsto en la Constitución Política de 1991. 
Objetivos específicos 
Analizar si el título de imputación de enriquecimiento sin causa va en contravía de los 
principios de legalidad de la contratación pública, previsión del gasto, la moralidad 
administrativa y el interés general. 
Ponderar la posición actual del Consejo de Estado sobre la teoría del Enriquecimiento 
sin Causa como fuente de responsabilidad patrimonial del Estado, con los principios 
constitucionales de buena fe, equidad y confianza legítima. 
Estudiar la tensión de principios a la luz del positivismo jurídico y el realismo jurídico, 
para establecer la posición que más se ajusta al modelo de Estado Social de Derecho 











Estado del arte 
Tesis 
TÍTULO: LA AUTONOMÍA DE LA ACTIO DE IN REM VERSO VS LA PRETENSIÓN 
CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA DE  REPARACIÓN DIRECTA PARA ALEGAR EL 
ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA 
AUTOR: Priss Daneisy Cabra Camargo. 
FECHA: 2014. 
REFERENCIA: Tesis presentada como requisito parcial para optar al título de 
Magíster en Derecho con profundización en Derecho Administrativo de la 
Universidad Nacional de Colombia. 
PALABRAS CLAVE: Hechos cumplidos, contrato Estatal, acción in rem verso, 
enriquecimiento sin causa. 
RESUMEN: La relación dicotómica entre las normas de derecho público y las 
normas de derecho privado que envuelve el contrato Estatal Colombiano ha 
planteado diferentes retos para la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a 
la hora de desatar algunas controversias en materia de contratación Estatal. Esta 
circunstancia es uno de los antecedentes fundamentan el problema jurídico donde 
se cuestiona sí se debe preservar, en la jurisprudencia del Consejo de Estado, la 
autonomía de la acción in rem verso como el medio idóneo para alegar el 
enriquecimiento sin causa en hipótesis asociadas a los denominados hechos 
cumplidos. (Cabra, 2014, pp. 2-4) 





La razón para que las normas presupuestales se refieran constantemente a la 
prohibición de realizar actuaciones que configuren ‘hechos cumplidos’, obedece, 
en gran parte, a la sujeción al principio de legalidad del gasto público, que de 
acuerdo a la Corte Constitucional (Sentencia C-772 de 1998), opera en dos 
momentos claramente marcados y diferenciados, “pues en general las 
erogaciones no sólo deben ser previamente decretadas por la ley sino que, 
además deben ser apropiadas por la Ley de presupuesto para poder ser 
efectivamente realizadas. (Cabra, 2014, p. 26) 
La naturaleza autónoma e independiente de la acción in rem verso impide que 
esta pueda ser equiparada con los otros medios de control establecidos en la ley 
1437 de 2011(Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo), como la contractual o la de reparación directa, y contrario a lo 
insinuado por la tesis actual del Consejo de Estado, la acción in rem verso es la 
procedente en sede de lo contencioso administrativo para resolver casos de 
hechos cumplidos, pues en efecto, el artículo 149 del C.P.AC.A. establece las 
competencias del Consejo de Estado, enlistando en su numeral 14 que el Consejo 
de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus 
Secciones, Subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de 
trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes 
asuntos: “14. De todos los demás de carácter Contencioso Administrativo para los 
cuales no exista regla especial de competencia. (Cabra, 2014, p. 52) 
Se considera que los casos de ‘hechos cumplidos’ deben seguirse examinando 
bajo la presunción de buena fe consagrada en el artículo 83 Constitucional, y sólo 
cuando se destruya probatoriamente dicha presunción, se podrá indicar la 
improcedencia de la acción in rem verso. Entre otras razones porque la 
enunciación de causales hipotéticas señaladas por el Alto Tribunal claramente 
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afecta el principio de legalidad amén de crear reglas para la procedencia de la 
acción in rem verso por vía jurisprudencial. (Cabra, 2014, pp. 49-50) 
Al revisar la tesis antes referenciada, se observa que el problema jurídico radica, en 
gran parte, en un tema procesal, donde se pretende establecer si la actio in rem verso 
debe ser autónoma para lograr la compensación del contratista en tratándose de hechos 
cumplidos o, si por el contrario, la misma puede encausarse a través del medio de control 
de reparación directa. Si bien, la citada investigación en parte aborda la normatividad 
exigida para el perfeccionamiento del contrato estatal, el régimen presupuestal de la 
administración pública y a la evolución jurisprudencial de los hechos cumplidos, es claro 
que el trabajo allí elaborado tiene un carácter eminentemente descriptivo, en donde se 
hace un recuento de las normas y sentencias aplicables al caso objeto de estudio, sin 
embargo, nada se dice sobre el choque existente entre los principios de legalidad, 
equidad y buena fe, temas, entre otros, que se pretenden abordar con el presente trabajo 
y así fijar una postura más analítica, crítica e incluso, propositiva, sobre el referido asunto. 
Artículo 
TÍTULO: EL ENRIQUECIMIENTO  SIN  CAUSA  Y  LA  ACCIÓN  IN  REM  VERSÓ  
EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD ESTATAL POR REALIZACIÓN DE OBRAS, 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y SUMINISTRO DE BIENES SIN CONTRATO ESTATAL 
AUTOR: Jaime Luis Arias Fonseca 
REFERENCIA: Arias, J. (2013). El enriquecimiento sin causa o injustificado y la acción 
IN REM VERSÓ en materia de responsabilidad estatal por realización de obras, 
prestación de servicios y suministro de bienes sin contrato estatal. Jurídicas CUC, 9 (1), 
143 – 181.  
FECHA: 2013 
PALABRAS CLAVE: Enriquecimiento sin causa, actio in rem verso, contratación 
estatal, responsabilidad estatal. 
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RESUMEN: En el presente artículo se examinan de manera bibliográfica bajo un 
método critico racional las figuras del enriquecimiento sin causa y la actio in rem 
verso con especial mención en materia de responsabilidad estatal, derivada de la 
prestación de servicios, el suministro de bienes y la ejecución de obras a favor del 
Estado sin o por indebida formalización de un contrato estatal, que produce para 
el contratista de hecho un empobrecimiento y con respecto a la entidad pública un 
enriquecimiento correlativo injustificado. Para tal efecto, se realiza un breve 
repaso de los antecedentes históricos de dichas instituciones; se revisan sus 
conceptos, requisitos y presupuestos funcionales establecidos por la doctrina y 
jurisprudencia, y por último, se señala la posición actual del Consejo de Estado 
sobre la aplicación de la tesis del enriquecimiento sin causa y la procedencia de 
la acción in rem verso en materia de responsabilidad estatal cuando se presenten 
los mencionados eventos. (Arias, 2013, p. 143) 
METODOLOGÍA: Método crítico racional. 
CITAS TEXTUALES:  
De acuerdo a la plurimencionada sentencia de unificación que data 2012, se 
predica con respecto a la aplicación de las precitadas figuras lo siguiente: 1) La 
actio in rem verso es una pretensión restitutoria de un enriquecimiento sin causa; 
2) Dicha pretensión debe reclamarse a través de una acción de reparación directa; 
3) No procede en los eventos donde no medie contrato estatal escrito, salvo en 
los tres casos particulares observados, que sin bien no son taxativos, pareciere 
así lo fueran; 4) La responsabilidad de la observancia del principio de legalidad en 
la celebración escrita del Contrato es cargada en su totalidad al particular que 
pretenda concretarlo con la entidad Pública y, 5) El acatamiento de La buena fe 
es admisible desde una perspectiva objetiva como fundamento de la aplicación de 
la teoría del enriquecimiento sin causa. (Arias, 2013, p. 179) 
En el anterior artículo se realiza: 
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Un examen bibliográfico bajo un método crítico-racional, tanto de artículos y 
sentencias sobre la diferenciación entre el enriquecimiento sin causa y la actio in 
rem verso, el cual incluye un breve recuento de sus antecedentes románicos, los 
conceptos de cada uno, sus presupuestos y requisitos, y la procedencia de ambas 
en materia de responsabilidad estatal, documento que aporta un gran componente 
histórico y crítico de la figura objeto de estudio, así como la controversia que 
suscita su aplicación en el actual escenario jurisprudencial de nuestro País. Se 
denota la ausencia del derecho comparado. (Arias, 2013, p. 147) 
Artículo 
TÍTULO: LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO A LA LUZ 
DEL ARTÍCULO 90 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA.  
AUTOR: Felipe Navia Arroyo 
REFERENCIA: Revista de Derecho Privado, Nº 6, julio/diciembre 2000 
FECHA: 2000 
PALABRAS CLAVE: Responsabilidad extracontractual del Estado, regímenes de 
responsabilidad, daño antijurídico, imputabilidad. 
RESUMEN: Promulgada la Constitución, era lógico suponer que el artículo 90 
había sido incluido en el texto por algo más que el simple afán de darle jerarquía 
constitucional a tema tan importante y vital. La razón de ser de la norma debía ser 
la incorporación de un cambio radical, nada menos que la transformación de la 
responsabilidad del Estado en una responsabilidad objetiva. Sus intérpretes 
naturales, los jueces administrativos, así lo afirmaron en la época de euforia inicial. 
Pero a poco, al percatarse del enorme impacto que podría tener la tesis en las 
finanzas públicas, volvieron atrás, como el cazador que, luego de haber matado 
al tigre, se asusta con el cuero. Veamos, entonces, las diversas posibilidades 
interpretativas a partir de la jurisprudencia(A), para después intentar una exégesis 
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con base en los conceptos clave de daño antijurídico e imputabilidad (B). (Navia, 
2000, p. 223) 
METODOLOGÍA: Teórico descriptivo. 
CITAS TEXTUALES: 
De la mano de Juan Carlos Henao, cedámosle la palabra al ilustre español: “Es 
así –dice– como dentro de las causas de imputación, es decir, ‘aquellas 
circunstancias en virtud de las cuales es posible establecer una relación entre el 
daño y el sujeto imputado que justifica atribuir a éste el deber de reparación que 
la antijuridicidad del daño impone’, encuentra el autor cuatro formas. La primera 
‘la realización material directa y a la vez legítima del daño’ –funcionamiento normal 
de los servicios públicos–; la segunda, ‘la más habitual’, según sus palabras, que 
‘es la de la comisión material directa, pero ya no lícita, como en el supuesto 
anterior, sino ilícita por relación a la norma que preside la realización del servicio’ 
–funcionamiento anormal de los servicios públicos–; la tercera, ‘la del riesgo 
creado por la administración’, que consiste ‘en atribuir jurídicamente La reparación 
del daño fortuito, por la razón (causa de imputación) de que ese caso fortuito se 
ha producido por actualización de los riesgos creados en interés –no 
necesariamente económico–de su empresa por la persona a quien se declara 
responsable’, y la última, dada por ‘el enriquecimiento sin causa a favor de la 
administración’, en la cual ‘la imputación no se justifica aquí, como en los casos 
anteriores, por la relación Material entre la producción del daño y la actividad. 
(Navia, 2000, p. 230) 
En el anterior artículo se realiza un estudio histórico teórico sobre la cláusula de 
responsabilidad estatal contenida en el artículo 90 de la Constitución Política, fijando los 
distintos títulos de imputación, dentro de los que se define el enriquecimiento sin causa, 
lo cual sirve de soporte al trabajo a desarrollar, como quiera que permite ubicar en el 
escenario jurídico la aplicación y operancia de la referida jurídica, pese a que el problema 




TÍTULO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR FALLA 
EN EL SERVICIO, DAÑO ESPECIAL O RIESGO EXCEPCIONAL. 
AUTOR: María Ilvany Gómez Ortiz 
REFERENCIA: Gómez, M. (2010). Responsabilidad extracontractual del estado por 




PALABRAS CLAVE: Responsabilidad Extracontractual, Reparación directa, 
Daño Especial, Falla del Servicio, Riesgo Excepcional, principio Iura Novit Curia. 
RESUMEN: Este artículo es el resultado de la revisión de la doctrina y la 
jurisprudencia respecto de la imputación fáctica y jurídica de responsabilidad 
patrimonial extracontractual al Estado, como uno de los elementos estructurales 
de responsabilidad, consagrados en la Constitución de 1991 junto con el daño 
antijurídico, a título de falla del servicio, daño especial o riesgo excepcional; se 
hace en primer lugar, un repaso histórico en cuanto a la evolución y desarrollo en 
Colombia de estos títulos de imputación jurídica, para entrar a determinar las 
características de cada uno de ellos a través de los regímenes de Responsabilidad 
Subjetivo y Objetivo; finalmente se hace referencia al principio iura novit curia, 
como principio de aplicación excepcional en los procesos contenciosos 
administrativos, en la acción de reparación directa, por cuanto se le permite al juez 
interpretar y precisar el título de imputación aplicable. (Gomez, 2010, p. 1) 




Queda claro que la teoría de la Responsabilidad Extracontractual del Estado en 
Colombia ha tenido un desarrollo eminentemente jurisprudencial, y con poco 
asidero legal, en un comienzo la jurisprudencia se basó en la responsabilidad 
directa e indirecta del derecho privado, posteriormente de acuerdo a los 
postulados de la Carta Política de 1886 y recientemente en el artículo 90 de la 
C.N. de 1991, que se constituye como el gran avance en la materia, pues se 
consagra de forma explícita y precisa la Responsabilidad del Estado y trae consigo 
los elementos determinantes de la misma: El Daño Antijurídico y la imputación 
fáctica y jurídica. (Gómez, 2010, p. 14) 
Como los títulos de imputación de responsabilidad del Estado, no se encuentran 
determinados y expresamente definidos en la legislación positiva, y su desarrollo 
a sido eminentemente jurisprudencial, se presenta duda al momento de su 
aplicación, porque hace falta unificación jurisprudencial, ya que se ha ido de un 
título a otro en casos similares, como por ejemplo en el caso de los atentados 
terroristas, se le ha dado el tratamiento de daño especial, falla del servicio y la 
última posición adoptada por el Consejo de Estado es la del riesgo excepcional. 
(Gómez, 2010, p. 15) 
Con este artículo se pretende analizar y explicar las principales características de los 
diferentes títulos de imputación de responsabilidad del Estado: Falla del Servicio, Daño 
Especial, Riesgo Excepcional; busca estudiar los elementos que delimitan la 
responsabilidad, aclarar y realizar las precisiones necesarias para el adecuado manejo 
de los conceptos y describir la evolución y el desarrollo que ha tenido en Colombia 
jurisprudencial y doctrinariamente la responsabilidad subjetiva y objetiva, elementos que 
no corresponden ni se acercan a los establecidos a partir de la presente investigación, 
pero sí establecen un fundamento teórico y jurisprudencial general sobre la 
responsabilidad extracontractual del Estado colombiano que nutre en esencia el tema 




TÍTULO: EL RÉGIMEN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
EN COLOMBIA: EL TÍTULO JURÍDICO DE LA IMPUTACIÓN 
AUTOR: ANGÉLICA MARÍA ARMENTA ARIZA 
REFERENCIA: Armenta, A. (2009). El régimen de la responsabilidad patrimonial del 
Estado en Colombia: el título jurídico de la imputación. Revista Vía Iuris. (6), 88-112. 
FECHA: 2009 
PALABRAS CLAVE: responsabilidad patrimonial del Estado, título jurídico de 
imputación, daño antijurídico, falla del servicio, daño especial, regímenes de 
responsabilidad. 
RESUMEN: La expedición de la Constitución de 1991, produjo cambios 
sustanciales en conceptos como la teoría del Estado. Colombia pasó de ser un 
Estado de Derecho a un Estado Social de Derecho, que trajo consigo el 
establecimiento de una Constitución de carácter social, en la cual el ser humano 
como pilar fundamental del Estado entra a ser centro y finalidad de la acción 
estatal. Es así, como en virtud de ello se consagran una serie de cánones y valores 
constitucionales, derechos fundamentales, colectivos y del ambiente, derechos de 
los trabajadores, de los niños, etc. 
Como puede verse, la Constitución de 1991 introdujo modificaciones significativas 
de tipo social al reconocer que el hombre prima por encima de las leyes y el 
derecho sustancial sobre los procedimientos. Una vez superadas las tesis 
originarias según las cuales el Estado no debía responder por los daños que 
causaba en la prestación de servicio o en el desarrollo de su actividad, la 
jurisprudencia colombiana fue adentrándose de manera positiva en las diversas 
teorías que surgieron en la doctrina francesa Teorías bajo las cuales el Estado 
también entraba a ser sujeto de responsabilidad por los perjuicios que ocasionaba 
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en el desarrollo de su actuar público; y es así como la Constitución de 1991, 
consagró en el artículo 90 el régimen de la responsabilidad extracontractual del 
Estado. Inicialmente se habló del daño antijurídico, concepto genérico y ambiguo, 
definición que hizo pensar que todo acto del Estado en el cual se causara un 
perjuicio se consideraba un daño antijurídico y en consecuencia, el Estado estaría 
obligado a responder patrimonialmente por todo daño que ocasionara. 
Concepción que a la postre necesitó ser revaluada. 
Finalmente, este artículo presenta cada una de las tesis actualmente imperantes 
en Colombia sobre la llamada responsabilidad extracontractual del Estado, que 
tiene sustento constitucional en el artículo 90. Además, señala como la 
responsabilidad del Estado no es exclusivamente objetiva pese a la aparición del 
concepto de daño antijurídico, sino que se mantienen las teorías existentes antes 
de la Constitución Política de 1991, bajo el esquema del título jurídico de la 
imputación. (Armenta, 2009, p. 88) 
METODOLOGÍA: Teórico descriptivo. 
CITAS TEXTUALES: 
La llamada actio in rem verso, Así se conoce a la acción procedente en aquellos 
casos en que el Juez administrativo da aplicación al principio del enriquecimiento 
sin causa. En materia administrativa no existe su consagración expresa y en este 
orden de ideas, la Corte Suprema de Justicia la aplica en desarrollo del artículo 8º 
de la Ley 153 de 1887, que autoriza al Juez en caso de vacío legal aplicar “las 
reglas generales del Derecho. (Armenta, 2009, p. 96) 
La Corte Suprema de Justicia exigía que se presentaran varios requisitos, a saber: 
1) Un enriquecimiento del demandado; 2) Un empobrecimiento correlativo del 
patrimonio del demandante, como consecuencia del enriquecimiento del 
demandado; 3) Dicho enriquecimiento debe carecer dentro del ordenamiento 
jurídico de una causa jurídica es decir, que no tenga origen en ninguna de las 
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fuentes de las obligaciones que Se encuentran previstas por el artículo 1494 Del 
C.C., y 4) Que como consecuencia, el demandado carezca de cualquier otro 
medio o acción para reclamar su derecho.  
[…] El Consejo de Estado entendió que la actio in rem verso, era una de las 
acciones incluidas dentro de la reparación directa, pero esta lectura no se ajusta 
a uno de los requisitos que es la inexistencia de otra acción a favor del actor. 
(Armenta, 2009, p. 97) 
Con este artículo se pretende analizar y explicar las principales características de los 
diferentes títulos de imputación de responsabilidad del Estado en el marco de un estado 
social de derecho, encontrando la evolución jurisprudencial que sobre el enriquecimiento 
sin causa se suscitó en la Corte Suprema de Justicia, especialmente en lo que tiene que 
ver con sus requisitos, en contraste con lo procedentes jurisprudenciales proferidos por 
el Honorable Consejo de Estado, información que brinda elementos de juicio importantes 
para edificar desde los principios y en el marco de nuevo modelo de Estado Social del 
Derecho el estudio de la responsabilidad del Estado y el enriquecimiento sin causa. 
Tesis o Trabajo de Grado 
TÍTULO: EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA EN EL DERECHO PRIVADO 
COLOMBIANO. 
AUTORES: Vega Vélez, Aida del Pilar, Delgado Rodríguez, Nidia Lucia, Muñoz 
Chacón, Diana Marcela Alonso Quintero y Ricardo Andrés Campo Tejedor. 
REFERENCIA: Vega, A., Delgado, N., Muñoz, D., Quintero, A., & Campo, R. (2010). 
El enriquecimiento sin causa en el derecho privado colombiano. Bogotá, D.C.: 
Universidad Libre de Colombia. 
FECHA: 2010  
PALABRAS CLAVES: enriquecimiento ilícito, derecho civil y jurisprudencia civil. 
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RESUMEN: Nuestro código civil al igual que el francés no estableció un principio 
general de enriquecimiento sin causa, el cual es universalmente aceptado, tiene 
un fundamento moral, y señala que nadie puede enriquecerse injustamente, sin 
que medie una justa causa, en detrimento de otro . En virtud de tal principio aquel 
que experimente un incremento en su patrimonio, ya porque efectivamente 
ingresa un activo o bien porque disminuye su pasivo a expensas de otro 
patrimonio está obligado a restablecer ese desequilibrio que no cuenta con una 
justa causa que lo respalde. El acrecimiento de un patrimonio implica normalmente 
el empobrecimiento correlativo de otro patrimonio, lo cual normalmente tiene una 
justa causa que lo legitima, situación que tiene lugar cuando alguien recibe una 
donación, un legado o una herencia, se gana una rifa, o consigue comprar un 
inmueble en unas condiciones de precio muy ventajosas sin que se llegue a 
estructurar una lesión enorme. (Vega, Delgado, Muñoz, Quintero, & Campo, 2010, 
p 30) 
METODOLOGÍA: Teórico descriptivo con enfoque cualitativo. 
CITAS TEXTUALES: 
En el caso que nos ocupa el desplazamiento patrimonial, el desequilibrio que se 
presenta entre los dos patrimonios, se opera sin que medie una justa causa, sin 
que exista una causa que lo legitime, lo cual legitimará al empobrecido a 
instaurarla llamada por los romanos actio in rem verso en busca de restablecer el 
equilibrio, pues a través de esta acción ninguna de las partes puede obtener más 
de lo que en justicia le corresponde, así el empobrecido no tiene otro derecho que 
el de reclamar lo que ha invertido o gastado, y el enriquecido rembolsar solo 
aquello que ha recibido con algunos temperamentos dependiendo de su buena o 
mala fe, pero sin que uno u otro pueda aspirar a enriquecerse o sacar partido del 
otro, tan solo el juez deberá restablecer el equilibrio entre los dos patrimonios. 
(Vega, et al., 2010, p. 32) 
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Con este artículo se pretende analizar y explicar las principales características de 
los diferentes títulos de imputación de responsabilidad del Estado en el marco de 
un estado social de derecho, encontrando la evolución jurisprudencial que sobre 
el enriquecimiento sin causa se suscitó en la Corte Suprema de Justicia, 
especialmente en lo que tiene que ver con sus requisitos, en contraste con lo 
procedentes jurisprudenciales proferidos por el H. Consejo de Estado, información 
que brinda elementos de juicio importantes para edificar desde los principios y en 
el marco de nuevo modelo de Estado Social del Derecho el estudio de la 
responsabilidad del Estado y el enriquecimiento sin causa. (Vega, et al., 2010, p. 
35) 
La anterior investigación, pese a que no se refiere propiamente a la responsabilidad 
extracontractual del Estado por el enriquecimiento sin causa, sí brinda unos elementos 
de importancia para analizar el concepto y los requisitos de dicha figura desde la óptica 
del derecho privado, área de la cual parte y se traslada al derecho público, generando 
gran controversia cuando de hechos cumplidos se trata. 
Marco normativo 
Teniendo en cuenta que el presente trabajo de investigación se orienta a analizar la 
teoría del enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad patrimonial y 
extracontractual del Estado colombiano a la luz de la Constitución Política de 1991, es 
del caso advertir que es a partir de la citada disposición que se efectuó el estudio 
normativo en comento. 
Frente al tema de la responsabilidad extracontractual del Estado, debe partirse de la 
cláusula general fijada sobre el tema, que no es otra que la contenida en el artículo 90 
de la Constitución Política de Colombia de 1991, que reza: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
acción o la omisión de las autoridades públicas” (Art. 90). 
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En lo que respecta al marco normativo de la responsabilidad extracontractual del 
Estado, es pertinente precisar que, salvo lo referente a los títulos de imputación 
relacionados con el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, error 
judicial y privación injusta de la libertad, que cuentan con respaldo en la Ley 270 de 1996, 
el régimen de responsabilidad en términos generales se edifica en la jurisprudencia y la 
doctrina, razón por la cual en el acápite subsiguiente se analizan los pronunciamientos 
emitidos por el Honorable Consejo de Estado en torno a la materia.  
Ahora bien, el artículo 209 de la norma fundamental establece que “la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento 
en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones” (Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 209). 
En concordancia con lo anterior, la Ley 489 de 1998, por la cual se dictan normas 
sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden 
las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones 
previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política, estableció 
en su artículo 3º que “la función administrativa se desarrollará conforme a los principios 
constitucionales, en particular los atinentes a la buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, 
economía imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y 
transparencia” (Ley 489, 1998, Art. 3). 
A raíz del mandato constitucional conferido en virtud del ejercicio de la función 
administrativa, se expidió la Ley 80 de 1993, por medio de la cual se estableció el 
Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública, norma que en su 
artículo 3º señaló: 
Con la celebración de los contratos los funcionarios deben buscar el cumplimiento 
de los fines estatales, en tanto la actividad contractual es una forma de 
colaboración con las autoridades en el logro de dichos fines, además de cumplir 
una función social, la cual implica obligaciones. (Ley 80 de 1993, Art. 3) 
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Así mismo, La Ley 80 de 1993 estableció una serie de requisitos para la existencia del 
contrato estatal, los cuales están distribuidos en su articulado de la siguiente forma: 
ARTÍCULO 39. DE LA FORMA DEL CONTRATO ESTATAL. Los contratos que 
celebren las entidades estatales constarán  por  escrito y no requerirán ser 
elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación 
del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles 
y, en general, aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir 
con dicha formalidad. 
Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, 
inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales. 
[…] ARTÍCULO 41. DEL PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO. Los 
contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación y éste se eleve a escrito. (Ley 80 de 1993, Art. 39- 41) 
De acuerdo con lo dispuesto en las normas en cita, la existencia y el 
perfeccionamiento del contrato estatal se produce cuando concurren los elementos 
esenciales del correspondiente negocio jurídico, definidos por el legislador como (i) el 
acuerdo sobre el objeto y la contraprestación (elementos sustanciales) y también (ii) que 
este se eleve por escrito (elemento formal de la esencia del contrato). 
Bajo ese entendido, el Consejo de Estado ha considerado: 
[Que] las solemnidades establecidas para la existencia del contrato estatal, son 
una garantía que cubre intereses públicos y particulares, pues con ellas se 
garantizan la transparencia en el manejo de los recursos públicos, se definen 
claramente las necesidades públicas por satisfacer, y, entre otras más, se 
garantiza a los prestadores de bienes y servicios de la administración, los deberes 
y derechos que nacen de dicha prestación. (Sentencia 1999-01968, 2006, p. 9)  
Por otra parte, Cabra (2014) considera: 
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Tanto la doctrina como la jurisprudencia han señalado que, en el régimen jurídico 
público como en el privado (Artículos 1500 del Código Civil, 998 del C. Co.), los 
contratos que están sometidos a solemnidad de elevarse por escrito, su 
inobservancia genera como consecuencia la inexistencia de los mismos, 
conclusión que tiene fundamento en razones de seguridad y certeza que el 
negocio haya adquirido vida jurídica entre las partes. (p. 14) 
En lo atinente al reconocimiento normativo del enriquecimiento sin causa, se 
encuentra con disposición expresa en el artículo 831 del Código de Comercio de 1971, 
señalando que nadie podrá enriquecerse sin justa causa a expensas de otro.  
Frente a este punto, es pertinente señalar que según lo enseñado por el Consejo de 
Estado en sentencia del 8 de mayo de 1995 (exp. 8.118), la aplicación del 
enriquecimiento sin causa en nuestro ordenamiento se realizó, por vía jurisprudencial, a 
través del artículo 8° de la Ley 153 de 1887, en virtud del cual “cuando no haya ley 
exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulan casos o 
materias semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional, y las reglas generales 
del derecho” (Ley 153, 1887, Art. 8). 
Con  fundamento  en  el  citado  mandato,  la  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  
de  Justicia (Sentencia del 6 de septiembre de 1935), estableció cinco elementos 
constitutivos del enriquecimiento sin causa, en los siguientes términos: 
(i) Que exista un enriquecimiento […] (ii) que haya un empobrecimiento correlativo, 
[…] (iii) que el empobrecimiento se haya producido sin causa jurídica, […] (iv) que 
el demandante carezca de cualquiera otra acción y […] (v) que la acción no 
procede cuando con ella se pretende soslayar una disposición imperativa de la 
ley.  (Sentencia del 26 de mayo de 2010, pp. 1-2)  
Como puede observarse, la figura del enriquecimiento sin justa causa se ha plasmado 
en el ordenamiento jurídico colombiano simplemente como un enunciado, encontrando 
su desarrollo y análisis a partir de la jurisprudencia que ha proferido la Honorable Corte 
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Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, oportunidades en las que se han 
establecido sus elementos y presupuestos de procedencia. 
Frente al enriquecimiento sin justa causa cuando se trata de hechos cumplidos, es del 
caso advertir que tal figura:  
Nace de las disposiciones que han prohibido ejecutar Contratos Estatales sin el 
cumplimiento de los requisitos de existencia y perfeccionamiento del mismo, es 
decir, de situaciones que ocurren de facto, sin la observancia de las condiciones 
de perfeccionamiento del contrato, como el artículo 202 del Decreto 150 de 1976, 
el artículo 299 del Decreto 222 de 1983 y ya en vigencia de la Ley 80 de 1993, su 
artículo 41 y Ley 1150 de 2007. (Cabra, 2014, p. 25) 
Recientemente, la Ley 1593 de 2012 prescribe expresamente en el artículo 14 la 
prohibición de tramitar los actos administrativos u obligaciones cuando no reúnan los 
requisitos legales o se configuren como ‘hechos cumplidos’.  
Finalmente, teniendo en cuenta que en el presente trabajo se pretendió establecer la 
tensión existente entre los principios de buena fe y equidad respecto de la legalidad de 
la contratación estatal, es claro que los referidos principios tienen carácter constitucional, 
careciendo de desarrollo normativo específico, razón por la cual se debe acudir a la 




Tabla 1. Marco Jurisprudencial  
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Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado, Sala Plena de la 
Sección Tercera, sentencia de unificación de fecha 19 de noviembre de 2012, con 
ponencia del Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, dentro del proceso de 
radicado número: 73001-23-31-000-2000-03075-01(24897), actor: Manuel Ricardo 
Pérez Posada, Demandado: Municipio de Melgar.  
Problema Jurídico: Correspondió al alto Tribunal establecer los casos en que es 
procedente aplicar la figura del enriquecimiento sin justa causa como fuente de 
responsabilidad estatal por hechos cumplidos. 
Fragmentos pertinentes para transcribir: la Sala Plena de la Sección Tercera 
admitió: 
La hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in rem verso sin que 
medie contrato alguno, las cuales tienen el carácter excepcional y por 
consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera 
con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al 
amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro 
de la regla general que antes se mencionó. 
Esos casos fueron definidos en la sentencia de unificación, de manera 
excepcional y por razones de interés público o general, encontrando los 
siguientes: 
a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que 
fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del 
particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o 
de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de 
prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por 
fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo. 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, 
suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una 
amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, 
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derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la 
vida y a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer 
de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad 
absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, 
así como de la celebración de los correspondientes contratos, 
circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso 
contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero 
general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, 
es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración 
frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria 
y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a 
tomar tal determinación. 
c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia 
manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la 
ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin 
contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del 
legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 
inciso 4º de la Ley 80 de 1993. (Sentencia del 19 de noviembre de 2012, 
p. 45) 
Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia del 19 de noviembre de 2012 
Se considera que la anterior sentencia es de vital importancia para el estudio de la 
responsabilidad extracontractual del Estado bajo el título del enriquecimiento sin justa 
causa, como quiera que se trata de una providencia de unificación emitida por la Sala 
Plena de la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado, la cual resulta obligatoria 
para todos los operadores judiciales del país, providencia en la que se fijan no solo los 
criterios de procedencia de la reparación de perjuicios por prestación de servicios sin 
soporte en un contrato por escrito, sino el carácter compensatorio del enriquecimiento 
sin causa y el medio de control por el cual se debe encausar la pretensión de 
enriquecimiento sin causa, elementos jurídicos relevantes que nutren la presente 
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investigación y hace posible el estudio de validez de la anterior posición a la luz de los 
principios que componen el Estado Social del Derecho. 
Tabla 2. Marco Jurisprudencial 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado, Sección Tercera, 
Subsección C, sentencia de 30 de enero de 2013, magistrado ponente Dr. Enrique 
Gil Botero, dentro del proceso radicado No. 19.045, demandante: Seguridad 
Ciudadana Ltda., demandado: Municipio de Arauca. 
Problema Jurídico:  
El litigio sub índice se circunscribe a determinar si la parte actora prestó o no 
al Municipio de Arauca el servicio de vigilancia privada, sin contrato 
perfeccionado, durante el lapso comprendido entre el 5 de enero de 1998 y 
el 27 de mayo del mismo año, y además –en caso de que lo anterior esté 
probado- si esa circunstancia es imputable a la entidad estatal, a título de 
enriquecimiento sin causa, o si el hecho obedeció a la culpa grave del 
contratista, y por ende debe asumir las consecuencias patrimoniales de su 
comportamiento reprochable. (Sentencia 1999-00161, 2013, p. 1) 
Fragmentos pertinentes para transcribir:  
Cuando la administración sugiere, invita, provoca y en general es la causa 
eficiente de una erogación del contratista, a favor de la entidad, asume la 
obligación de pagar el valor de los trabajos, bienes o servicios, que con su 
participación se ejecutaron. Esta posición busca conducir la teoría del 
enriquecimiento sin causa a un justo medio, que haga responsable sólo a 
quien con su conducta provoca el desplazamiento económico injustificado de 
un patrimonio a otro. Si existe pura liberalidad, incluso engaño o dolo del 
particular, entonces éste debe asumir el perjuicio; pero si la entidad pública 
es quien incita, provoca y en general se dispone a recibir un beneficio -con 
mayor razón cuando se compromete a legalizar en el inmediato futuro la 
situación-, debe pagar el costo del trabajo que recibe. (Sentencia 1999-
00161, 2013, p. 1) 
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Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia 1999-00161 de 2013 
Como puede observarse, a través de la presente sentencia se genera una alternativa 
más abierta y flexible respecto de la procedencia de reparación de perjuicios por 
aplicación de los hechos cumplidos, en razón a que el requisito del constreñimiento 
inferido al respectivo particular para la ejecución de prestaciones o el suministro de 
bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con 
prescindencia del mismo, se atenúa cuando en la nueva providencia se menciona la 
posibilidad de sugerir, invitar o provocar al contratista, generando una alternativa de 
conclusión sobre el tema objeto de estudio que puede ser analizada en el trabajo de 
investigación, estableciendo su validez y pertinencia para la solución del problema aquí 
planteado. 
Tabla 3. Marco Jurisprudencial 
Datos Identificadores de la Sentencia: CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCION TERCERA, Consejero Ponente 
Dr. RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, Sentencia de 7 de junio de 2007, Exp. No. 
52001-23-31-000-1995-07018-01 (14.669).  
Problema Jurídico: Correspondió a la alta corporación establecer si dentro del 
caso sub examine era procedente o no reparar el daño antijurídico que le fuera 
causado al contratista cuando prestó sus servicios al Estado sin soporte en un 
contrato estatal, bajo la teoría del enriquecimiento sin justa causa. 
Fragmentos pertinentes para transcribir:  
El no enriquecimiento sin causa es un principio general del derecho cuya 
aplicación en nuestro ordenamiento se ha realizado por vía jurisprudencial, 
a partir de la interpretación del artículo 8 de la Ley 153 de 1887.  
Jurisprudencial y doctrinalmente, la teoría del “enriquecimiento sin causa” 
parte de la concepción de justicia como el fundamento de las relaciones 
reguladas por el Derecho, noción bajo la cual no se concibe un traslado del 
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patrimonio de un sujeto al de otro, sin que exista una causa eficiente y jurídica 
que lo sustente. 
Aunque el artículo 831 del Código de Comercio lo regula al señalar que 
“nadie podrá enriquecerse sin justa causa a expensas de otro” y de lo 
previsto en el numeral 1 del artículo 95 de la Constitución, se ha aplicado en 
consideración a que se trata de un principio, más que de una disposición 
legal que rige las relaciones entre las personas, en el entendido de que su 
vigencia no está condicionada a una consagración normativa puesto que ello 
restringiría su aplicación.  
Es así como la construcción de dicha teoría, se ha producido mediante la 
definición de sus elementos, realizada especialmente por la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en numerosas sentencias. 
[…] En cuanto al elemento alusivo a la ausencia de causa jurídica, cabe 
precisar que supone “que no haya otra fuente de la obligación como un 
contrato o un hecho ilícito y que no exista otra acción por la que se pueda 
restablecer el equilibrio perdido...”. 
Resulta igualmente necesario advertir que no se aplica la teoría cuando el 
empobrecimiento tiene por causa el hecho exclusivo del sujeto que lo 
padece, pues en estos casos debe soportar las consecuencias de sus 
acciones u omisiones, como lo impone la máxima según la cual a nadie le es 
dable alegar su culpa en beneficio propio.  
La Sala resalta finalmente, que la teoría del enriquecimiento no puede 
utilizarse para regular situaciones derivadas de la violación del ordenamiento 
jurídico o para solucionar eventos determinados por la ineficiente gestión 
administrativa. De allí que su aplicación no conduzca a la indemnización del 
daño, sino a la correspondiente compensación, que se define en 
consideración al empobrecimiento sufrido por el demandante hasta la 
porción en que efectivamente se enriqueció el demandado. (Sentencia 
14669, 2007, pp. 3-23) 
Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia 14669 de 2007 
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La anterior providencia es de gran aporte para el trabajo investigativo aquí realizado, 
en vista a que hace un recuento normativo y jurisprudencial, a la luz del derecho privado, 
sobre la figura del enriquecimiento sin causa, estableciendo otra posición en cuanto a la 
improcedencia de aplicar dicha figura cuando se trata de la prestación de servicios sin 
soporte en un contrato por escrito, en razón a que no pueden admitirse situaciones 
derivadas del ordenamiento jurídico, elementos que son de vital utilidad para contrastar 
las posturas que se han formulado sobre el tema y así establecer cuál de ellas cumple 
en mayor medida los parámetros que obedecen a un Estado Social de Derecho y los 
principios constitucionalmente establecidos. 
Tabla 4. Marco Jurisprudencial 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de agosto de 2007, 
expediente 15.469. M.P.: Mauricio Fajardo Gómez. 
Problema Jurídico: Correspondió al H. Consejo de Estado establecer la 
procedencia sobre el reconocimiento y pago de las obras adicionales al contrato 
estatal y que no constaban por escrito, con fundamento en el principio de la buena 
fe y la equivalencia de las prestaciones mutuas, que deben orientar la relación 
contractual. 
Fragmentos pertinentes para transcribir: so pretexto de la falta de formalización 
de las obras adicionales por causas imputables exclusivamente a la Administración, 
no pueden quedar burlados los principios de buena fe y equivalencia de las 
prestaciones mutuas; mucho menos: 
Se puede propiciar el detrimento patrimonial del contratista cuya conducta 
no fue otra que la de colaborar de buena fe con en el cumplimiento de los 
fines del Estado, para entregar una obra completamente terminada y a 
satisfacción de la entidad contratante. 
Lo anterior no significa que se esté dando vía libre a la práctica generalizada 
de adelantar la ejecución de obras sin que se de cumplimiento a los 
requisitos formales de legalización ordenados por la ley, la cual impone que 
44 
 
mientras el contrato no se encuentre suscrito y legalizado, tampoco será 
posible ejecutarlo; pero esta regla no puede ser absoluta, puesto que cada 
caso particular debe analizarse en su verdadero contexto para desentrañar 
la consecuencia que esta omisión puede representar para el contratista 
cumplido y de buena fe. 
En el caso resuelto por la Sala, las obras adicionales que se ejecutaron sin 
mediar el contrato adicional y que no fueron pagadas por la Administración 
a pesar de haberlas recibido a satisfacción, eran indispensables para la 
ejecución del objeto contractual: eran obras “esenciales e inherentes a la 
infraestructura misma que fue construida, es decir, son de su naturaleza, 
toda vez que para acometer la obra principal resultaba indispensable 
realizarlas de manera previa o concomitante o de lo contrario resultaría 
imposible cumplir con la ejecución de la obra contratada. 
(…) en este caso especial y concreto resulta procedente el reconocimiento y 
pago de las obras adicionales con fundamento en el principio de la buena fe 
y la equivalencia de las prestaciones mutuas, que deben orientar la relación 
contractual, toda vez que, en esta situación excepcional y única, la ausencia 
de la formalidad del contrato escrito no puede constituirse en pretexto, para 
que la Administración desconozca el pago de obras adicionales al contratista 
que obró de buena fe e hizo prevalecer el interés general frente a sus propios 
intereses, mucho menos puede propiciarse que resulte afectado 
injustamente con el empobrecimiento de su patrimonio en beneficio del 
enriquecimiento del patrimonio del Estado, como consecuencia de la 
conducta irresponsable de la Administración en la elaboración de los 
estudios y diseños de la obra. (Sentencia del 29 de agosto de 2007, pp. 6-
45) 
Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia del 29 de agosto de 2007 
Nuevamente, se precisa que la providencia en cita sirve como referente de gran 
importancia para valorar las distintas posiciones que ha adoptado el órgano de cierre en 
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lo que se refiere al enriquecimiento sin causa y la responsabilidad extracontractual del 
Estado, encontrando para el presente evento una posición abierta que pregona la 
procedencia de la indemnización, en aras de honrar los principios de buena fe y confianza 
legítima. 
Tabla 5. Marco Jurisprudencial 
Datos Identificadores de la Sentencia: Consejo de Estado, Sección Tercera, Rad. 
25000-23-26-000-1998-02488-01 (24794), sentencia de 24 de octubre de 2013, 
M.P. Dra. OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ.  
Problema Jurídico: Correspondió al H. Consejo de Estado establecer si era 
procedente o no indemnizar al contratista por prestar servicios al Estado servicios 
adicionales que no se encontraban inmersos dentro del objeto del contrato estatal, 
pese a que el interventor de dicho negocio jurídico había ordenado su ejecución. 
 
Fragmentos pertinentes para transcribir:  
No está probado que el municipio de la Mesa Cundinamarca hubiese 
impuesto a la demandante a través de la persona autorizada para hacerlo, la 
ejecución de mayores cantidades de obras o de obras adicionales, las cuales 
constituyen el sustento de su reclamación. Para la Sala, no es de recibo la 
conducta que asumió la sociedad contratista, pues no es lógico que al haber 
participado conjuntamente con la representante legal del municipio de la 
Mesa Cundinamarca, el Interventor y el Secretario de Obras Públicas en la 
elaboración de las actas de entregas No 9 y 10 del 22 de agosto y 17 de 
septiembre de 1996, respectivamente, nunca reclamó el pago de mayores 
cantidades de obras y obras adicionales; sino que meses después de haber 
firmado el acta final de entrega de obras y de habérsele cancelado el saldo 
final por la ejecución del contrato de obra pública No 001-96 HG, aparece 
por arte de magia un acta suscrita el 18 de noviembre de 1996, por el 
Interventor de la obra y el representante legal de la sociedad demandante, 
donde se relacionan unas mayores cantidades de obras y obras adicionales, 
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supuestamente ejecutadas y no pagadas por el municipio de la Mesa 
Cundinamarca, como si el Interventor tuviese la facultad de comprometer la 
responsabilidad del municipio o de modificar las obligaciones pactadas en el 
contrato (…) la Sala Plena de la Sección Tercera señaló que la posibilidad 
de ordenar la compensación por enriquecimiento sin causa se circunscribe, 
entre otros, a los siguientes tres supuestos, que para los efectos de esta 
providencia son más que suficientes para proceder a revocar la sentencia 
recurrida y la condena impuesta en contra del municipio de la Mesa 
Cundinamarca y en su lugar desestimar las pretensiones de la demanda. 
[…] NOTA DE RELATORÍA: En relación con la compensación por 
enriquecimiento sin causa del Estado, consultar sentencia del 19 de 
noviembre de 2012, Exp. 24.897, MP. Jaime Orlando Santofimio. (Sentencia 
del 24 de octubre de 2013, pp. 2-15) 
Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia del 24 de octubre de 2013 
Se considera que la anterior sentencia también es importante para el estudio de la 
responsabilidad extracontractual del Estado bajo el título del enriquecimiento sin justa 
causa, como quiera que resuelve un caso enmarcado bajo tal supuesto, aplicando para 
el efecto la providencia de unificación emitida por la Sala Plena de la Sección Tercera 
del Honorable Consejo de Estado, lo cual denota la actualidad de la jurisprudencia del 
máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo respecto a la materia y la importancia 
e impacto que en la resolución de los casos ha cobrado la referida providencia de 
unificación, hecho que brinda más elementos de juicio para realizar un análisis de tal 
posición de cara a los principios constitucionalmente establecidos. 
Marco doctrinario 
Libro 




AUTORES: Allan-Randolph Brewer Carías, Jaime Orlando Santofimio G. 
REFERENCIA: Brewer, A., & Santofimio, J. (2013). Control de Convencionalidad y 
responsabilidad del Estado. Bogotá, D.C.: Universidad Externado. 
FECHA: 2013 
CITAS TEXTUALES:  
LA "ACTIO IN REM VERSO" COMO DESDOBLAMIENTO DE LA PRETENSIÓN 
DE REPARACIÓN DIRECTA. 
[…] 
El enriquecimiento sin causa considerado dentro del ámbito de 'la ejecución de 
actividades en favor de una entidad estatal sin que medie un contrato entre esta y 
el ejecutor ha dado lugar a que la Sección Tercera del Consejo de Estado haya 
expuesto posiciones encontradas que van desde la admisión hasta el rechazo de 
aquel instituto, pasando, como podrá suponerse, por una tesis intermedia que se 
sustenta en el deber de proteger la buena fe del contratista que fue inducido o 
motivado por la administración a la ejecución de la actividad en esas 
circunstancias. 
En efecto, sobre la primera postura el pensamiento de la corporación queda 
reflejado como sigue: 
Ha dicho esta misma Sala que cuando debiéndose celebrar otro contrato o uno 
adicional no se celebra y pese a ello la obra se ejecuta a entera satisfacción de la 
entidad propietaria de la misma, el asunto puede manejarse con la tesis del 
enriquecimiento sin causa, sin violentar los principios que gobiernan las 
controversias contractuales". 
[…] Por nuestra parte estamos convencidos de que el enriquecimiento sin causa 
no puede ser invocado para reclamar el pago de obras o servicios ejecutados sin 
la previa celebración del contrato estatal que los justifique, y ello por la elemental 
48 
 
pero contundente razón de que ese mecanismo exige para su procedencia que 
con él no se pretenda desconocer o contrariar una norma imperativa o cogente. 
En efecto, de acuerdo con el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, los contratos 
estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la solemnidad del 
escrito, excepción hecha de los eventos de urgencia manifiesta, y como es bien 
sabido las normas que piden solemnidades constitutivas son de orden público e 
imperativas y por lo tanto inmodificables e inderogables por el querer de sus 
destinatarios. 
En consecuencia, sus destinatarios, es decir todos los que pretenden intervenir en 
la celebración de un contrato estatal, tienen el deber de acatar la exigencia legal 
del escrito para perfeccionar un negocio jurídico de esa estirpe sin que sea 
admisible la ignorancia del precepto como excusa para su inobservancia. 
Y si se trae a cuento la buena fe para justificar la procedencia del enriquecimiento 
sin causa, como lo hace la tesis intermedia, tal justificación se derrumba si se tiene 
en cuenta que la buena fe que orienta y que debe campear en la etapa 
precontractual, contractual y postcontractual, esto es, antes, durante y después 
del contrato, es la buena fe objetiva y no la subjetiva. 
[…] La Sección Tercera del Consejo de Estado unificó la jurisprudencia relativa a 
la actio in rem verso mediante sentencia de 19 de noviembre de 2012 en la que 
se argumentó: […]. (Brewer & Santofimio, 2013, p. 190) 
Libro 
TÍTULO: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO. 
AUTOR: Enrique Gil Botero 
REFERENCIA: Gil, E. (2013). Responsabilidad extracontractual del Estado. Bogotá, 
D.C.: Editorial Temis. 
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FECHA: 2013  
CITAS TEXTUALES:  
El enriquecimiento sin causa y la actio in rem verso son dos instituciones distintas, 
cuya diferencia se concreta en la idea de que el primero es un principio general 
del derecho que prohíbe incrementar el patrimonio sin razón justificada; mientras 
que el segundo, es la figura procesal por medio de la cual se intenta la pretensión 
por medio de la cual se reclama los efectos de la vulneración de dicho principio 
general. 
[…] se afecta de forma considerable la prevalencia de la garantía de los derechos 
de los asociados y la efectividad de los fines esenciales del Estado, pues los 
supuestos planteados por la jurisprudencia son restrictivos o escasos para la 
abundancia que ofrece la casuística, además que son excesivamente limitados en 
su caracterización, pudiéndose haber adoptada una armonización más 
equilibrada, con la finalidad de no sacrificar la obligación que tienen aquel que se 
enriquece injustamente de compensar a quien se empobrece injustamente. (Gil, 
2013, p. 332) 
El anterior recuento doctrinal da cuenta de dos posiciones de grandes doctrinantes del 
derecho administrativo y quienes fungieron como magistrados del Honorable Consejo de 
Estado, esto es, el Dr. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA y el Dr. ENRIQUE GIL 
BOTERO, quienes presentan dos tesis encontradas desde la jurisprudencia y la doctrina 
sobre el tema del enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad 
extracontractual del Estado, situación que permite contrastar dos posiciones que se han 
suscitado en torno al tema objeto de estudio y con base en las cuales se puede 
establecer la vigencia y validez de las mismas, al punto que se puede establecer una 
posición distinta de acuerdo al análisis que se hizo dentro del presente trabajo. 
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Aproximación a decisiones del Tribunal Supremo de España. 
Tabla 6. Comparación de decisiones. 
CATEGORIAS COLOMBIA ESPAÑA CONCLUSIONES 
ENRIQUECIMIENTO 




DEL ESTADO EN LA 
JURISPRUDENCIA 
DE COLOMBIA Y 
ESPAÑA 
Teniendo en cuenta las 
posiciones encontradas 
sobre el tema del 
enriquecimiento sin 
causa se habían 
suscitado dentro de 
nuestro órgano de 
cierre, la Sala Plena de 
La Sección Tercera, con 
Ponencia del Dr. Jaime 
Orlando Santofimio 
Gamboa, profirió 
sentencia de unificación 
de fecha 19 de 
noviembre de 2012, 




actor: Manuel Ricardo 
Pérez Posada, 
Demandado: Municipio 
de Melgar, providencia 
que a continuación se 
permite sintetizar. En el 
citado fallo se indicó que 
por regla general, el 
enriquecimiento sin 
causa, y en 
consecuencia la actio de 
in rem verso, que en 
nuestro derecho es un 
principio general, tal 
como lo dedujo la Corte 
Suprema de Justicia a 
partir del artículo 8º de 
la ley 153 de 1887, y 
ahora consagrado de 
manera expresa en el 
artículo 831 del Código 
de Comercio, no pueden 
ser invocados para 
reclamar el pago de 
obras, entrega de 
bienes o servicios 
ejecutados sin la previa 
El Tribunal 




ponencia de la Dra. 
CELSA PICO 
LORENZO, Al 
dictar sentencia de 
casación adiada el 
12 de mayo de 
2008, dentro del 
expediente No. 
280791300420081 
00304, consideró:  
En la sentencia de 
27 de abril de 
2007, recurso de 
casación 
6924/2004 se 






las Sentencias de 
20 de mayo y 24 
de noviembre de 
2004.  
Es cierto que si la 
Administración 
desarrolla una 




los ciudadanos a 
Esperar 
determinada 
conducta por su 




buena fe en que 
Al realizar una 
comparación de la 
jurisprudencia emitida 
tanto por el Consejo de 
Estado Colombiano 
como por el Tribunal 
Supremo de España, 
encuentran el despacho 
rasgos característicos 
en la aplicación del 
enriquecimiento sin 
causa como fuente de 
responsabilidad 
extracontractual del 
Estado, pues en ambas 
decisiones se predica la 
imposibilidad de aplicar 
tal figura cuando no se 
reúnen los presupuestos 
de ley, sin embargo, se 
aprecia que en la 
jurisprudencia española 
se hace más énfasis en 
la prevalencia de los 
principios de buena fe y 
confianza legítima y no 
se enmarca de forma 
casuística y estricta los 
eventos en los que 
pueda proceder la 
indemnización por la 




celebración de un 
contrato estatal que los 
justifique por la 
elemental pero 
suficiente razón 
consistente en que la 
actio de in rem verso 
requiere para su 
procedencia, entre otros 
requisitos, que con ella 
no se pretenda 
desconocer o contrariar 
una norma imperativa o 
cogente. (Sentencia del 
19 de noviembre de 
2012, p. 1) 
Frente a la invocación 
de la buena fe  
Para justificar la 
procedencia de la 
actio de in rem verso, 
se consideró que tal 
justificación se 
derrumba con sólo 
percatarse de que la 
buena fe que debe 
guiar y que debe 
campear en todo el 
iter contractual, es 
decir antes, durante y 
después del contrato, 
es la buena fe objetiva 
y no la subjetiva. 
(Sentencia del 19 de 
noviembre de 2012, p. 
43) 
Por ende: 
La creencia o 
convicción de estar 
actuando conforme lo 
dispone el 
ordenamiento jurídico 
en manera alguna 
enerva los mandatos 
imperativos de la ley 
para edificar una 
justificación para su 
elusión y mucho 
menos cuando la 
misma ley dispone 
que un error en 
materia de derecho 
constituye una 
ha de inspirarse la 









También lo es que 
ese 
quebrantamiento 
impondrá el deber 







el perjuicio de 
todo Tipo sufrido 
con motivo de la 
actividad 
desarrollada por 
el administrado en 
la creencia de que 
su pretensión 
habría de ser 
satisfecha; pero 
no sería correcto 
deducir de esta 
doctrina que 
pueda exigirse a 
la Administración 
la efectiva 
satisfacción de lo 
demandado 
cuando ésta haya 
de ajustarse a una 
conducta 
normativamente 
reglada y se 
aprecie la 
ausencia de uno 
de los requisitos 
que permitan el 
otorgamiento de 
lo solicitado. Es 
decir: la plena 




presunción de mala fe 
que, no admite prueba 
en contrario. 
(Sentencia del 19 de 
noviembre de 2012, p. 
44) 
No obstante lo anterior, 
nuestro órgano de cierre 
fue claro en señalar, 
que:  
De manera alguna se 
está afirmando que el 
enriquecimiento sin 
causa no proceda en 
otros eventos 
diferentes al aquí 
contemplado, lo que 
ahora se está 
sosteniendo es que la 
actio de in rem verso 
no puede ser utilizada 
para reclamar el pago 
de obras o servicios 
que se hayan 
ejecutado en favor de 
la administración sin 
contrato alguno o al 
margen de este, 
eludiendo así el 
mandato imperativo 
de la ley que prevé 
que el contrato estatal 
es solemne porque 
debe celebrarse por 
escrito, y por supuesto 
agotando previamente 
los procedimientos 
señalados por el 
legislador. (Sentencia 
del 19 de noviembre 
de 2012, pp. 44-45) 
En tal sentido, la Sala 
Plena de la Sección 
Tercera admitió la 
hipótesis en las que: 
Resultaría procedente 
la actio de in rem 
verso sin que medie 
contrato alguno, las 
cuales tienen el 
carácter excepcional y 





supuestos en los 
que está excluido 
el ejercicio de la 
potestad 







cuya carencia ha 
de impedir 





del principio de 
confianza legítima 
tan solo podrá 













ha de seguirse de 
acuerdo con lo 
establecido en los 
artículos 5º y 
concordantes del 
R.D. 429/93, que 
se remite a lo 
previsto en el 
artículo 70 de la 
Ley 30/92. Con 
arreglo a lo 
acabado de 
transcribir en 





aplicación restrictiva, y 
de ninguna manera 
con la pretensión de 
encuadrar dentro de 
estos casos 
excepcionales, o al 




dentro De la regla 
general que antes se 
mencionó. (Sentencia 
del 19 de noviembre 
de 2012, p. 45) 
Esos casos fueron 
Definidos en la 
Sentencia de 
unificación, de manera 
excepcional y por 
razones de interés 
público o general, 
encontrando los 
siguientes: 
a) Cuando se acredite 
de manera fehaciente 
y evidente en el 
proceso, que fue 
exclusivamente la 
entidad pública, sin 
participación y sin 
culpa del particular 
afectado, la que en 
virtud de su 
supremacía, de su 
autoridad o de su 
imperium constriñó o 
impuso al respectivo 
particular la ejecución 
de prestaciones o el 
suministro de bienes o 
servicios en su 
beneficio, por fuera 
del marco de un 
contrato estatal o con 
prescindencia del 
mismo. 
b) En los que es 




obras con el fin de 
razonamientos 
resulta obvio, 
pues, que el 
segundo motivo 
no se puede 
acoger. Ningún 




presumir el pago 
de las obras 
realizadas sin su 
autorización 
Insiste la 
recurrente en que 
hubo un 
consentimiento 
tácito para la 
realización de las 
obras en razón de 
que fueron 
conocidas por el 
Inspector de la 
Construcción mas 
ya hemos 
explicitado en el 
apartado anterior 
que tal 










de la obra no 
puede reputarse 
orden tácita de 
nuevas obras en 












prestar un servicio 
para evitar una 
amenaza o una lesión 
inminente e 
irreversible al derecho 
a la salud, derecho 
este que es 
fundamental por 
conexidad con los 
derechos a la vida y a 
la integridad personal, 
urgencia y necesidad 
que deben aparecer 
de manera objetiva y 
manifiesta como 
consecuencia de la 
imposibilidad absoluta 
de planificar y 
adelantar un proceso 
de selección de 
contratistas, así como 






acreditadas en el 
proceso contencioso 
administrativo, sin que 
el juzgador pierda de 
vista el derrotero 
general que se ha 
señalado en el 
numeral 12.1 de la 
presente providencia, 
es decir, verificando 
en todo caso que la 
decisión de la 
administración frente 
a estas circunstancias 
haya sido realmente 
urgente, útil, 
necesaria y la más 
razonablemente 
ajustada a las 
circunstancias que la 
llevaron a tomar tal 
determinación. 
c) En los que 
debiéndose 
legalmente declarar 
una situación de 
necesidades 





proyecto -tal cual 
estatuye el art. 65 















que no se trata de 
unas obras 
ordinarias sino de 
la concesión para 




del proyecto de 
obras tras la 




(Sentencia del 12 
de mayo de 2008, 
párr. 38- 50) 
55 
 
urgencia manifiesta, la 
administración omite 
tal declaratoria y 
procede a solicitar la 
ejecución de obras, 
prestación de 
servicios y suministro 
de bienes, sin contrato 
escrito alguno, en los 
casos en que esta 
exigencia imperativa 
del legislador no esté 
excepcionada 
conforme a lo 
dispuesto en el 
artículo 41 inciso 4º 
de la Ley 80 de 1993. 
(Sentencia del 19 de 
noviembre de 2012, p. 
45) 
Fuente: elaboración propia en base a la Sentencia del 19 de noviembre de 2012 y 
Sentencia del 12 de mayo de 2008  
Marco histórico 
A partir de la Constitución Política de Colombia de 1991, surgió un criterio de 
responsabilidad estatal de reparar daños en el artículo 90, ya no ligado inescindiblemente 
a la trasgresión de las normas jurídicas o la falla del servicio, sino al concepto de “daño 
antijurídico” previamente explicado y según el cual, es antijurídico, todo daño que quien 
lo sufre no tiene el deber jurídico de soportarlo, eso sí, siempre y cuando sea imputable 
al Estado. 
Basados en los principios de transparencia, economía y responsabilidad y en los 
postulados que rigen la función administrativa, se expidió la Ley 80 en el año 1993, cuyo 
propósito fue el de unificar la reglamentación de la contratación estatal (Peñaranda & 
Gualdrón, 2009), norma que claramente estableció que contrato estatal es únicamente 
aquel celebrado por escrito con las formalidades y solemnidades previstas en el mismo 
estatuto y recogió también la prohibición de ejecutar contratos no perfeccionados, que 
ya venía desde el Decreto 150 de 1976, cerrando toda posibilidad de accionar a través 
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de la vía de las controversias contractuales al particular que de buena fe y sin contrato 
previo o perfeccionado, hubiere prestado sus servicios al Estado, entregado bienes o 
realizado obras a favor de aquel.  
Con la imposibilidad de accionar por la vía de las controversias contractuales, los 
litigantes empezaron a acudir a la vía de la reparación directa en los términos del artículo 
90 superior, para reclamar a título de indemnización el pago de la obra o servicio prestado 
al Estado sin la mediación de un contrato estatal. También acudieron al ejercicio 
autónomo de la Actio in rem verso para reclamar la contraprestación respectiva, 
alegando un empobrecimiento de su parte, un correlativo enriquecimiento del Estado, la 
ausencia de una causa jurídica para ese enriquecimiento y la inexistencia de otra vía 
procesal para reclamar el pago, encontrándose desde esa época, con diversas y 
variadas posiciones del Consejo de Estado, que forman parte precisamente del objeto 
de investigación que se abordó en el presente estudio. 
Marco conceptual 
Contrato estatal 
De conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, el contrato 
estatal se define como “todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que 
celebren las entidades a que se refiere dicho estatuto, previstos en el derecho privado o 
en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” 
(Ley 80, 1993, Art. 32). 
En concordancia con lo anterior, el artículo 39 prescribe: 
Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no 
requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que 
impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres 
sobre bienes inmuebles, y en general aquellos que conforme a las normas legales 
vigentes deban cumplir con dicha formalidad. (Ley 80, 1993, Art. 39) 
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Enriquecimiento sin causa 
Dicha definición se encuentra en la Sentencia de 30 de marzo de 2006, con ponencia 
del Dr. RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, radicado No. 25000-23-26-000-1999-01968-
01(25662), en los siguientes términos:  
Jurisprudencial y doctrinalmente, la teoría del “enriquecimiento sin causa” parte 
de la concepción de justicia como el fundamento de las relaciones reguladas por 
el Derecho, noción bajo la cual no se concibe un traslado patrimonial entre dos o 
más personas, sin que exista una causa eficiente y justa para ello. Por lo tanto, el 
equilibrio patrimonial existente en una determinada relación jurídica, debe 
afectarse - para que una persona se enriquezca, y otra se empobrezca - mediante 
una causa que se considere ajustada a derecho. Con base en lo anterior se 
advierte que para la configuración del “enriquecimiento sin causa”, resulta esencial 
no advertir una razón que justifique un traslado patrimonial, es decir, se debe 
percibir un enriquecimiento correlativo a un empobrecimiento, sin que dicha 
situación tenga un sustento fáctico o jurídico que permita considerarla ajustada a 
derecho. De lo hasta aquí explicado se advierten los elementos esenciales que 
configuran el enriquecimiento sin causa, los cuales hacen referencia a: i) un 
aumento patrimonial a favor de una persona; ii) una disminución patrimonial en 
contra de otra persona, la cual es inversamente proporcional al incremento 
patrimonial del primero; y iii) la ausencia de una causa que justifique las dos 
primeras situaciones. (Sentencia 1999-01968, 2006, p. 1) 
Estado social y democrático de derecho 
Al respecto, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-406 de 1992 presentó 
la siguiente definición: 
1.-Lo primero que debe ser advertido es que el término "social", ahora agregado 
a la clásica fórmula del Estado de Derecho, no debe ser entendido como una 
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simple muletilla retórica que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea 
tradicional del derecho y del Estado. Una larga historia de transformaciones 
institucionales en las principales democracias constitucionales del mundo, está 
presente para dar testimonio de la trascendencia de este concepto. 
2.- La incidencia del Estado social de derecho en la organización sociopolítica 
puede ser descrita esquemáticamente desde dos puntos de vista: cuantitativo y 
cualitativo. Lo primero suele tratarse bajo el tema del Estado bienestar (welfare 
State, stato del benessere, L'Etat Providence) y lo segundo bajo el tema de Estado 
constitucional democrático. La delimitación entre ambos conceptos no es tajante; 
cada uno de ellos hace alusión a un aspecto específico de un mismo asunto. 
(Sentencia T-406, 1992, Ap. II literal A)  
a. El estado bienestar surgió a principios de siglo en Europa como respuesta a las 
demandas sociales; el movimiento obrero europeo, las reivindicaciones 
populares provenientes de las revoluciones Rusa y Mexicana y las 
innovaciones adoptadas durante la república de Weimar, la época del New Deal 
en los Estados Unidos, sirvieron para transformar el reducido Estado liberal en 
un complejo aparato político-administrativo jalonador de toda la dinámica social. 
Desde este punto de vista el Estado social puede ser definido como el Estado 
que garantiza estándares mínimos de salario, alimentación, salud, habitación, 
educación, asegurados para todos los ciudadanos bajo la idea de derecho y no 
simplemente de caridad (H.L. Wilensky, 1975). 
b. El Estado constitucional democrático ha sido la respuesta jurídico-política 
derivada de la actividad intervencionista del Estado. Dicha respuesta está 
fundada en nuevos valores-derechos consagrados por la segunda y tercera 
generación de derechos humanos y se manifiesta institucionalmente a través 
de la creación de mecanismos de democracia participativa, de control político y 
jurídico en el ejercicio del poder y sobre todo, a través de la consagración de 
un catálogo de principios y de derechos fundamentales que inspiran toda la 
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interpretación y el funcionamiento de la organización política. (Sentencia T-406, 
1992, Ap. II literal A) 
Principio de buena fe 
En Sentencia C-1194 de 1998 se definió el principio de buena fe en los siguientes 
términos:  
La jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena fe como aquel 
que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 
comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones 
que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe 
presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se 
refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada”. 
(Sentencia C-1194, 1998, párr. 1) 
Responsabilidad patrimonial del Estado 
En Sentencia C-333 de 1996 se realizó la siguiente definición:  
El actual mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al Estado 
responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de actuación de 
las autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos 
requisitos para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño 
antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad 




Enfoque de la investigación 
Tomando en cuenta que la presente investigación se orientó a determinar la aplicación 
de un principio del derecho a una materia determinada de relevancia jurídica, 
requiriéndose el análisis de las cualidades, bondades, aciertos y desaciertos de las 
teorías actuales que la sustentan o rechazan, la misma se enmarcó en el enfoque 
cualitativo de investigación. 
El enfoque de la investigación es jurídico, determinado por el objeto del conocimiento 
que parte de la confrontación entre la norma superior que establece los principios de 
equidad y buena fe entre otros (Constitución Política) y las leyes que reglamentan la 
actividad contractual del Estado para el cumplimiento de sus fines y que parecieran en 
principio, prohibir las relaciones derivadas de la entrega de bienes o servicios sin contrato 
estatal; de igual forma la metodología jurídica a la que se acudió, está determinada por 
las contradicciones que se presentan en la jurisprudencia nacional y que deben ser 
dilucidadas a través de la hermenéutica jurídica, para lo cual se tuvo en cuenta dentro 
de la investigación el precedente judicial, la información extraída de las fuentes alternas 
encontradas en revistas científicas o técnicas, periódicos y libros, investigaciones e 
informes técnicos, en las memorias de congresos y recopilaciones de ponencias, entre 
otros. 
Se considera válido igualmente acudir a la investigación Ius filosófica, debido a que 
ha de resultar necesario para resolver el problema de investigación, hacer la valoración 
de las normas jurídicas que reglamentan las relaciones entre Estado y particulares en 
materia de prestación de servicios, entrega de bienes o ejecución de obras, acudiendo a 
criterios de justicia como fundamento de las relaciones reguladas por el Derecho y 
también se hizo confrontación de las mismas con respecto a valores superiores como la 
equidad y la igualdad, desde el enfoque Ius constitucionalista propio del modelo de 
Estado Social de Derecho. 
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Alcance de la investigación 
La aplicación que se da en este proyecto consiste en llevar a cabo el análisis de la 
temática de la validez de la inclusión de la figura del enriquecimiento sin causa como 
fuente de responsabilidad estatal en materia de hechos cumplidos, visto como un 
fenómeno normativo y hermenéutico con connotación social, para explicar sus 
elementos, alcance y posibles modelos que tienen viabilidad de ser aplicados en el 
contexto colombiano. 
Se hizo un estudio tipo descriptivo correlacional que implicó la descripción del 
tratamiento que se le ha dado en el escenario jurisprudencial y normativo a la figura del 
enriquecimiento sin causa en materia de hechos cumplidos aplicable al derecho 
administrativo, pero también el análisis de la validez de la figura en el ámbito Ius filosófico 
y constitucional. 
Categorías de análisis 
Como categorías de análisis que responden al problema inicialmente planteado y cuya 
finalidad consiste en establecer los límites de la investigación se propusieron las 
siguientes: 
 Estado Social y Democrático de Derecho 
 Responsabilidad patrimonial del Estado 
 Contrato estatal 
 Hechos cumplidos 
 Principio de no enriquecimiento sin causa 
 Actio in rem verso como acción autónoma 
 Principios de legalidad y moralidad administrativa 
 Principios de equidad, igualdad y buena fe 
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Unidad de análisis 
Siendo un estudio eminentemente teórico y de corte cualitativo con un análisis 
jurisprudencial inicial, la unidad de análisis partió de las sentencias proferidas por el 
Consejo de Estado y la Corte Constitucional en torno al tema objeto de estudio a partir 
del año 1991 y luego de ello, su comparación con la doctrina constitucional y 
administrativa. 
Sentencias objeto de análisis y su importancia para la investigación: 
1. Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, Sentencia de unificación de 
fecha 19 de noviembre de 2012, con ponencia del Dr. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, dentro del proceso de radicado número: 73001-23-31-000-2000-03075-
01(24897), actor: Manuel Ricardo Pérez Posada, Demandado: Municipio de Melgar. 
Se considera que la anterior sentencia es de vital importancia para el estudio de la 
responsabilidad extracontractual del Estado bajo el título del enriquecimiento sin justa 
causa, como quiera que se trata de una providencia de unificación emitida por la Sala 
Plena de la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado, la cual resulta obligatoria 
para todos los operados judiciales del país, providencia en la que se fijan no solo los 
criterios de procedencia de la reparación de perjuicios por prestación de servicios sin 
soporte en un contrato por escrito, sino el carácter compensatorio del enriquecimiento 
sin causa y el medio de control por el cual se debe encausar la pretensión de 
enriquecimiento sin causa, elementos jurídicos relevantes que nutren la presente 
investigación y hace posible el estudio de validez de la anterior posición a la luz de los 
principios que componen el Estado Social del Derecho. 
2. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia de 30 de enero de 
2013, magistrado ponente Dr. Enrique Gil Botero, dentro del proceso radicado No. 




A través de la presente sentencia se genera una alternativa más abierta y flexible 
respecto de la procedencia de reparación de perjuicios por aplicación de los hechos 
cumplidos, en razón a que el requisito del constreñimiento inferido al respectivo particular 
para la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, 
por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo, se atenúa 
cuando en la nueva providencia se menciona la posibilidad de sugerir, invitar o provocar 
al contratista; generando una alternativa de conclusión sobre el tema objeto de estudio 
que puede ser analizada en el trabajo de investigación, estableciendo su validez y 
pertinente para la solución del problema aquí planteado. 
3. Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera, 
Consejero Ponente Dr. RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, Sentencia de 7 de junio 
de 2007, Exp. No. 52001-23-31-000-1995-07018-01 (14.669). 
La anterior providencia es de gran aporte para el trabajo investigativo aquí realizado, 
en vista de que hace un recuento normativo y jurisprudencial, a la luz del derecho privado, 
sobre la figura del enriquecimiento sin causa, estableciendo otra posición en cuanto a la 
improcedencia de aplicar dicha figura cuando se trata de la prestación de servicios sin 
soporte en un contrato por escrito, en razón a que no pueden admitirse situaciones 
derivadas del ordenamiento jurídico, elementos que son de vital utilidad para contrastar 
las posturas que se han formulado sobre el tema y así establecer cuál de ellas cumple 
en mayor medida los parámetros que obedecen a un Estado Social de Derecho y los 
principios constitucionalmente establecidos. 
4. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Sentencia del 29 de agosto de 2007, expediente 15.469. M.P.: Mauricio Fajardo 
Gómez.  
Nuevamente se precisa que la providencia en cita sirve como referente de gran 
importancia para valorar las distintas posiciones que ha adoptado el órgano de cierre en 
lo que se refiere al enriquecimiento sin causa y la responsabilidad extracontractual del 
Estado, encontrando para el presente evento una posición abierta que pregona la 
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procedencia de la indemnización, en aras de honrar los principios de buena fe y confianza 
legítima. 
5. Consejo de Estado, Sección Tercera, Rad. 25000-23-26-000-1998-02488-01 
(24794), sentencia de 24 de octubre de 2013, M.P. Dra. OLGA MELIDA VALLE DE 
LA HOZ. 
Se considera que la anterior sentencia también es importante para el estudio de la 
responsabilidad extracontractual del Estado bajo el título del enriquecimiento sin justa 
causa, como quiera que resuelve un caso enmarcado bajo tal supuesto, aplicando para 
el efecto la providencia de unificación emitida por la Sala Plena de la Sección Tercera 
del Honorable Consejo de Estado, lo cual denota la actualidad de la jurisprudencia del 
máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo respecto a la materia y la importancia 
e impacto que en la resolución de los casos ha cobrado la referida providencia de 
unificación, hecho que brinda más elementos de juicio para realizar un análisis de tal 
posición de cara a los principios constitucionalmente establecidos. 
6. Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso Administrativo de España, M.P. Dra. 
CELSA PICO LORENZO, sentencia de casación adiada el 12 de mayo de 2008, 
dentro del expediente No. 28079130042008100304. 
Al realizar una comparación de la jurisprudencia emitida tanto por el Consejo de 
Estado Colombiano como por el Tribunal Supremo de España, se encuentran rasgos 
característicos en la aplicación del enriquecimiento sin causa como fuente de 
responsabilidad extracontractual del Estado, pues en ambas decisiones se predica la 
imposibilidad de aplicar tal figura cuando no se reúnen los presupuestos de ley, sin 
embargo, se aprecia que en la jurisprudencia española se hace más énfasis en la 
prevalencia de los principios de buena fe y confianza legítima y no se enmarca de forma 
casuística y estricta los eventos en los que pueda proceder la indemnización por la 




7. Corte Constitucional Sentencia C-333/96, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero.  
En la referida providencia correspondió a la Corte Constitucional estudiar la 
exequibilidad del artículo 90 de la Constitución Política, siendo relevante dicha 
providencia para la presente investigación como quiera que allí la alta corporación trató 
el tema de la responsabilidad contractual y extracontractual del Estado y la acepción de 
daño antijurídico, pilares fundamentales para iniciar el estudio del enriquecimiento sin 
causa como fuente de responsabilidad del Estado, en razón a que debe encajarse dicha 
figura como un título de imputación válido que permita al particular obtener la reparación 
del daño padecido. 
8. Corte Constitucional Sentencia C-644 de 2011, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio.  
En el asunto de la referencia el Dr. Wilson Ruiz Orejuela solicitó a la Corte que se 
declarara inexequibles algunas expresiones contenidas en los artículos 140 y 144 de la 
Ley 1437 de 2011, “Por  la  cual se  expide el Código de Procedimiento  Administrativo y  
de lo Contencioso Administrativo”, providencia en la que la Corte tuvo la oportunidad de 
pronunciarse frente al tema de la responsabilidad patrimonial del Estado, su marco 
normativo e histórico con anterioridad y a la luz de la Constitución Política de 1991, así 
como la operatividad del medio de control de reparación directa en la citada ley, 
elementos estructurales y conceptuales de gran importancia para el presente proyecto 
de investigación, pues sirven de fundamento o punto de partida para el tema objeto de 
estudio, en lo atinente al tema de responsabilidad del Estado. 
9. Corte Constitucional Sentencia SU-747 de 1998, M.P. Dr. Dr. EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ. 
Teniendo en cuenta que en el presente asunto se estudió la figura del enriquecimiento 
sin causa como título de imputación de responsabilidad del Estado a la luz del Estado 
Social de Derecho, la anterior sentencia es de vital importancia para enmarcar el análisis 
antes referido, en vista a que en la referida providencia se efectúa un marco conceptual 
sobre el Estado de Derecho, el Estado Social de Derecho y sus características; 
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elementos que nutren el trabajo de un soporte teórico de gran trascendencia para 
entender la validez en la aplicación de la figura objeto de estudio en el ámbito del derecho 
administrativo. 
10. Corte Constitucional Sentencia T-209 de 2006, M.P. Dr. Dr. JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO  
La anterior sentencia nutre de un marco conceptual la presente investigación, en razón 
a que en esta se hace un estudio sobre el principio de la buena fe, su naturaleza y ámbito 
de aplicación en materia de contratación estatal, análisis que sirve de referente para 
abordar el tema de los hechos cumplidos en materia contractual y la responsabilidad 























































































TALENTO HUMANO, RECURSOS TÉCNICOS Y FINANCIEROS 
Tabla 7. Talento Humano, Recursos Técnicos y Financieros 
  FUENTES   
RUBROS PROPIOS   APOYOS TOTAL 
TRANSPORTE $1.000.000    $1.000.000 
PAPELERÍA $300.000    $300.000 
IMPRESIONES $200.000    $200.000 
COMPUTADOR $0  $0  $0 
CONSULTORÍAS $500.000    $500.000 
BIBLIOGRAFÍA $500.000    $500.000 
ASESORÍAS $500.000    $500.000 
PUBLICACIONES $200.000    $200.000 
SERVICIOS TÉCNICOS $0  $0  $0 
CONSTRUCCIONES $0  $0  $0 
MANTENIMIENTO $0  $0  $0 
ADMINISTRACIÓN $0  $0  $0 
HONORARIOS $0  $0  $0 
ENCUESTADORES $0  $0  $0 
TABULADORES $0  $0  $0 
DIBUJANTES $0  $0  $0 
DIGITADORES $0  $0  $0 
SECRETARIOS $0  $0  $0 
MENSAJEROS $0  $0  $0 
ENERGÍA, AGUA, OTROS SERVICIOS $0  $0  $0 
HOSPEDAJES $600.000    $600.000 
ALIMENTACIÓN $0  $0  $0 
ARRENDAMIENTOS $0  $0  $0 
SEGUROS $0  $0  $0 
FAX $0  $0  $0 
INTERNET $200.000    $200.000 
OTROS $0  $0  $0 
TOTAL     $4.000.000 







CAPÍTULO I. CONCEPCIÓN DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO A LA LUZ DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 
Este capítulo pretende dar fundamentos históricos, axiológicos y políticos para una 
solución pacífica al problema que tiene origen en el empobrecimiento sufrido por una 
persona, sea natural o jurídica, en materia de hechos cumplidos (Sin perjuicio de los 
conceptos que al respecto sean extendidos con posterioridad, en esta sede se hablará 
de “hechos cumplidos” como la realización de obras, entrega de bienes o prestaciones 
de servicios al Estado sin la mediación de un contrato Estatal), con el correlativo 
enriquecimiento del Estado; donde se tomaron conceptos de la contratación y 
responsabilidad estatal y del derecho privado partiendo de la orientación del Estado, 
pues las características propias del Estado Social de Derecho estructurado con la 
Constitución Política de 1991 fijaron el rumbo de la respuesta al problema de la 
investigación.  
Estado Social de Derecho 
Estado de Derecho 
Es correcto iniciar el estudio del tema planteado con el desarrollo del concepto Estado 
de Derecho, binomio caracterizado por su carga histórica, pues se predica desde el 
momento mismo en que las distintas hordas independentistas fueron logrando la 
limitación al poder del Rey, resultando predicable de la revolución gloriosa y francesa, el 
principal peso evolutivo de los conceptos que enmarcan el constitucionalismo y sus 
consecuentes preceptos de legalidad. 
Para el castellano este concepto hace referencia a una aproximación de lo que en 
otrora y para Inglaterra se consideró como “rule of law”, constituyéndose el principal 
legado reformista y su posterior revolución, teniendo como su principal idea el impero y 
respeto de la ley, tanto como límite a los excesos y violaciones de la familia real, como 
de las cargas que el naciente concepto de Estado impuso a los ciudadanos. 
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Con el paso del tiempo fue objeto de perfeccionamiento y estudio, convirtiéndose en 
un principio base de la Revolución Francesa, así, la libertad exigida por la burguesía 
revolucionaria se fundamentó en las teorías del liberalismo económico, donde la 
liberación de la mano de obra exigió el reconocimiento de libertades y derechos de 
autodeterminación a los ciudadanos, lo cual, si bien marcó un fuerte límite a la influencia 
del Estado en sus gobernados, dejó abierta la brecha para el desarrollo del capitalismo 
desmedido, en donde una vez más se sellaría la división social y el desmedro de una 
clase naciente, la trabajadora.  
De esta forma, la puja del siglo pasado consistió ya no solo en regular mediante un 
marco jurídico la actividad del Estado para lograr libertad, ni tampoco en la simple 
pretensión que este se ciñera a los preceptos de la legalidad y de ley, sino que la 
búsqueda se concentró en la imposición de cargas regulatorias y asistencialistas para “ir 
abriendo camino a la aceptación de todo un catálogo de derechos sociales y la 
postulación del Estado como garante de resolución de las necesidades más apremiantes 
para la supervivencia humana” (Mendoza, 1992) 
Como consecuencia de lo expuesto apareció el concepto moderno de Estado de 
Derecho bajo los preceptos del constitucionalismo colombiano, no siendo más:  
[Que] el que configura jurídicamente la organización y el ejercicio del poder 
político, de tal manera que los ciudadanos se encuentren protegidos por la 
existencia previa de normas que garantizan sus derechos y libertades. La 
constitución dispone que el poder público sea ejercido en Colombia dentro 
de los términos que sus preceptos establecen. (Mendoza, 1992)  
Así, en palabras de Madrid (2000): 
Son notas características del Estado de derecho: 1. La sujeción al imperio 
de la legalidad; 2. El señalamiento de que los empleados públicos 
responden por la infracción de los preceptos constitucionales y por toda 
conducta que atente contra los derechos y libertades que se reconocen en 
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la Carta; 3. La distribución funcional del poder público en ramas que actúan 
separadamente, pero colabora de manera armoniosa en la consecución de 
los fines del Estado; 4. La existencia de controles de distinto tipo –de 
participación, representación y fiscalización- sobre los actos de las personas 
constituidas en autoridad; 5. La supremacía de las normas constitucionales 
sobre las leyes y los actos de la administración; y 6. El funcionamiento de 
un sistema de control no unificado –o difuso- de constitucionalidad.  
De lo anterior se entiende que del ejercicio pleno de las libertades del hombre se 
generaron ciertas condiciones de inequidad social, las cuales se fueron regulando, y en 
desarrollo de aquel segundo principio de la revolución francesa, se desprendió todo un 
marco de cargas para el Estado y particulares, las cuales, a medida que fueron tomando 
fuerza, se enmarcaron en el carácter social del Estado, o lo que adelante se explicará 
grosso modo, el Estado Social. 
Estado Social 
Nació en respuesta a la lucha en contra de la desigualdad y de las relaciones 
capitalistas desmedidas que veían al hombre por la capacidad en su mano de obra y 
dejaba sin sustento ni importancia las demás dimensiones del ser, en tal sentido se fue 
articulando la intervención del Estado en las relaciones entre particulares, dando inicio al 
estudio y desarrollo de los instrumentos que encaminarían la economía por las sendas 
del bienestar general y la justicia social. 
 En este orden de ideas, apareció el carácter social del Estado representado: 
[Como] una de las directrices de la política y de la actividad de los poderes 
públicos. El Estado Social, entendido como idea regulativa, significa que para el 
Estado existe una obligación de buscar la justicia social en sus actuaciones. Este 
debe promover la igualdad para los diferentes grupos sociales, lo cual no significa 
la implantación del “igualitarismo”, sino que todos los sectores de la población 
deben tener igualdad de posibilidades para el pleno goce de sus derechos, Del 
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principio de Estado social no deriva la implantación de un modelo económico 
específico para el país. Sin embargo, tanto la dictadura económica del Estado, 
como la libertad irrestricta del capitalismo privado, serían contrarias a los 
preceptos del Estado social. (Manrique, 2010, p. 65) 
De esta forma, ampliando una idea que se presentó vagamente en líneas pasadas, el 
carácter social del Estado deviene de la igualdad como desarrollo del segundo principio 
fundante de revolución francesa, en tal virtud, como contraposición a concepciones 
retrogradas se forjaron distintas corrientes de pensadores que con el paso del tiempo 
reclamaban el desprendimiento de las distinciones entre humanos. 
En materia de igualdad social, la institución que plantea los primeros pasos en su 
búsqueda es el cristianismo, tal como de ello da cuenta Mendoza (1992) al decir: 
 
Será el cristianismo, ciertamente, el que aporta una nueva concepción del hombre 
al exaltar el principio de la igualdad del género humano: “no hay judío, ni griego. 
No hay siervos, ni libres” sostiene San pablo en su Epístola a los Gálatas. La 
influencia del cristianismo es innegable en la rebelión de los esclavos en Roma. 
San Agustín en la Ciudad de Dios, esboza una precisa idea para el ejercicio del 
poder, tomando como fundamento la igualdad de la naturaleza humana: “Por ley 
natural –dice- no hay propiamente derecho de un hombre a mandar a otros. Dios 
ha sometido a los hombres, peces y los pájaros, pero no los demás hombres.” 
(sic) De aquí en adelante se inició el proceso hacia un concepto de igualdad 
universal.  
De la mano de este tipo de pensamientos los distintos juristas se fueron apartando de 
la división social inspirada en clases o condiciones diferenciales, pasando a la aceptación 
del estatus de hombre en su más amplia concepción, al definirlo como un sinónimo de 
“humano” y definido por la Real Academia de la Lengua Española (2017) como “adjetivo 
predicado de cada individuo, sea varón o mujer y que se le da dicho calificativo 
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simplemente por su naturaleza humana” (párr. 1); ligando a esto la definición y concepto 
no solo de sociedad, sino de Estado, a tal punto que día a día serían más fuertes las 
corrientes que reclamaron la razón de ser y fines esenciales del Estado en función del 
hombre. 
Siguiendo este hilo conductor, tras una serie de acontecimientos que en el siglo XX 
marcaron la historia (El siglo XX marcó sus bélicos inicios con la Primera Guerra Mundial, 
un conflicto que involucró desde 1914 hasta 1917 a los grandes imperios del momento 
en donde las alianzas no se hicieron esperar para lograr una buena porción y posición 
dominante en lo que se esperaba fuera un nuevo orden mundial, seguido a esto, el 
periodo entre guerras ocupó la atención Europea en rearmar y reconstruir estados 
devastados; en 1939 estalló un segundo conflicto que en cabeza de Alemanes, enarboló 
banderas inhumanas que de manera tardía, desató toda una serie de teorías jurídicas y 
políticas en pro de la defensa de aquella institución del “hombre”, sus derechos y 
libertades), se dio un salto llevando la doctrina y teoría de tratadistas de avanzada al 
marco regulatorio del Estado, así, en Europa aparecieron constituciones como la italiana 
que en su artículo tercero plasmó ese ideal de igualdad al decir:  
Todos los ciudadanos tienen igual dignidad social, son iguales ante la ley, sin 
distinción de sexo, lengua, de religión, de opiniones políticas, de condiciones 
personales y sociales. […] Es función de la República, remover los obstáculos de 
orden económico y social, que limitando de hecho la libertad y la igualdad de los 
ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la efectiva 
participación de todos los trabajadores en la organización política, económica y 
social del Estado. (Constitución de la República Italiana, 1947, Art. 3) 
De este modo, en el desarrollo ulterior del concepto de igualdad como base de la 
condición social del Estado, paulatinamente aparecieron las concepciones de ese 
establecimiento paternalista que en su seno acoge al hombre para garantizarle 
condiciones mínimas, regulando relaciones tanto sociales como económicas para evitar 
vejámenes que en desarrollo, sea de teorías económicas o de teorías sociales y políticas, 
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logren poner en posiciones desiguales y de vulnerabilidad a cualquier ser humano, pues 
esto iría en contra de la posición garantista que asume el Estado con relación a sus 
contratantes (Se hace referencia al Estado y sus contratantes, en un desarrollo del 
contractualismo estatal desarrollado por Rousseau (1792), en su libro titulado “El 
Contrato Social”, en donde grosso modo se expone el acuerdo tácito de voluntades que 
se configuran cuando en el desarrollo constitucional de un Estado o Nación, a este, le 
son fijadas cargas y prerrogativas, frente a los deberes y libertades a que todo ciudadano 
se hace acreedor). 
Con nuevas teorías apareció un nuevo momento en la evolución social del Estado, 
cuando la Constitución Alemana de 1949 desde el preámbulo y los artículos 3 y 33, 
desarrolló el principio de igualdad, dándosele el alcance de anterior al derecho positivo, 
limitando así de una manera novedosa los alcances frente a la legalidad de las normas 
para atender el respeto y la primacía de derechos y principios inherentes al ser humano; 
marcando de esta manera el inicio de un conflicto jurídico lleno de categorizaciones 
normativas para entender y desarrollar la prevalencia de cierto tipo de concesiones 
legales frente a otras de menor valor o importancia. 
Es precisamente la limitación a la legalidad de las normas en el marco del respeto de 
ciertos derechos y libertades inviolables del ser humano en donde se concentra el 
concepto de Estado Social de Derecho, que años más tarde para Colombia sería 
adoptado por la Asamblea Nacional Constituyente. 
Estado Social de Derecho y su modelo según la Constitución de 1991 
Conforme los planteamientos anteriores, se dirá que el Estado Social de Derecho 
pretende un punto intermedio entre el Estado Social y el de Derecho, además que sus 
significaciones serán tan diversas como intérpretes puedan existir al respecto, empero, 
para tener una base correcta de los alcances en el Estado colombiano se deberá realizar 
una explicación de los conceptos expuestos por la Asamblea Nacional Constituyente en 
la Gaceta Constitucional Nº 53, y de los cuales se dijo: 
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Si nuestra opción más firme es por la de un Estado social, en sentido estricto, o 
que como tal no actúa obedeciendo los dictados de la beneficencia y de la caridad 
sino como respuesta a los más elementales derechos y valores horizontales que 
lo sustenta, el panorama se hace muchísimo más claro, y de entrada, se perfila 
como una opción cualitativamente distinta de las que abogan por un Estado de 
Corte vertical. En éste no es la reciprocidad entre personas lo que primero cuenta; 
por el contrario, allí son muy bien vistas las acciones de quienes movidos por el 
afán de dar auxilios – versión laica de la beneficencia y la caridad- pretenden 
arraigar la imagen de un Estado Vertical benefactor cuyas principales virtudes son 
la compasión, la obediencia y la sumisión y que, en definitiva, sirve más a los 
intereses de quienes detentan el poder que a la comunidad que supuestamente 
es beneficiada. Se crea, así, una ética que no se da entre iguales y, por lo mismo, 
convierte en agente de desigualdad. 
 
[…] En el primer modelo – en el Estado Social- el Estado sirve, en el segundo –el 
Estado de corte vertical- auxilia, el primero actúa siempre y continuamente en las 
más disímiles circunstancias, el segundo reacciona esporádicamente –
frecuentemente convulsiona- ante situaciones críticas y aguadas cuando ya no 
hay otra salida; en el primero, todos –dirigentes y dirigidos- se sienten obligados 
en una causa común, en el segundo, en cambio, el mayor peso de las obligaciones 
recae sobre las mayorías, cuyo poder más que simbólico es real; en fin, el primero 
es más un Estado de derechos que un Estado de Privilegios, como suele suceder 
característicamente en el segundo, en el Estado social, los derechos de todos los 
ciudadanos están mediados únicamente por la constitución y por tanto son 
inalienables, mientras que en el otro  suelen estar mediados por favores o 
contraprestaciones personales o de partido que hacen de estos meras figuras 
jurídicas que pueden ser negociables en circunstancias particulares. 
[…] en consecuencia, si nos decidimos a conformar un pacto social y una 
renovada sociedad en Colombia deberemos optar por un auténtico Estado Social 
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de Derecho en el cual los ciudadanos tengan, como ya lo hemos dicho, igualdad 
de oportunidades no sólo ante la ley sino ante la vida. (Mendoza, 1992) 
 
Desde sus inicios la Corte Constitucional presentó la siguiente definición de Estado 
Social de Derecho: 
Lo primero que debe ser advertido es que el término "social", ahora agregado a la 
clásica fórmula del Estado de Derecho, no debe ser entendido como una simple 
muletilla retórica que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea 
tradicional del derecho y del Estado. Una larga historia de transformaciones 
institucionales en las principales democracias constitucionales del mundo, está 
presente para dar testimonio de la trascendencia de este concepto. (Sentencia T-
406, 1992, Ap. II literal A)  
 En la norma citada también se determina que el Estado Social de Derecho y su 
incidencia en la organización sociopolítica se puede definir desde dos aspectos 
fundamentales: uno de carácter cuantitativo y otro de carácter cualitativo. El primero tiene 
que ver con el Estado de bienestar y el segundo con el Estado constitucional democrático 
(Sentencia T-406, 1992).  
Ambos elementos tienen características propias pero se complementan a la vez. El 
Estado de bienestar se constituye como un Estado que jalona el desarrollo social y tiene 
sus orígenes en la Europa de principios de siglo; se estableció a causa de la  gran 
cantidad de demandas sociales exigidas en ese entonces. Por ello, desde este punto de 
vista el Estado social se define como aquel que brinda garantías mínimas en cuanto a 
alimentación, salud, salarios, vivienda a toda la población, más allá de actos de caridad. 
Mientras que el Estado constitucional democrático se constituye como aquel que 
garantiza la segunda y tercera generación de derechos humanos, y es la respuesta 
jurídica y política al intervencionismo estatal; este se manifiesta mediante la 




Así, para Colombia, entre el Estado Social y el de Derecho lo que se logró fue el 
reconocimiento de un Estado democrático que coexiste con el respeto por la propiedad 
privada y respeta las libertades del hombre, articulando a ello su función social y labor 
de intervención en aspectos económicos y sociales en busca de garantizar una igualdad 
real entre los conciudadanos, de ahí que de las obligaciones constitucionales que nacen 
de su caracterización de Estado Social de Derecho, se pueda, en palabras de Mendoza 
(1992), atribuir las siguientes características: 
a) Reconocimiento y empeño de protección de los derechos y libertades 
fundamentales tanto individuales como sociales; b) efectiva participación de los 
ciudadanos en los destinos del Estado y vigilancia directa en el amparo de sus 
derechos; c) Reglamentación de los servicios estatales en función del desarrollo 
social integral; d) Precisa definición de normas y principios en la estructura y 
desarrollo de las funciones del Estado; e) Sistemas de control institucional y 
ciudadano frente a las actuaciones de las autoridades; f) Validez y eficacia de la 
responsabilidad estatal”. Se aclara que validez y eficacia de la responsabilidad 
estatal, toma una importancia mayor a los demás, pues más adelante será objeto 
individual de estudio, al abordarlo como un tema autónomo y que da fundamento 
constitucional a la idea de investigación que acá se defenderá. (Negritas propias). 
En suma, si hasta el momento solo se han desarrollado los principios de la igualdad y 
la libertad como aquellos que dan vida al Estado Social de Derecho, el aparte siguiente 
se dedicará a explicar los demás principios que a diario intervienen, para que en 
Colombia se sigan y garanticen no solo los fines esenciales del Estado, sino que se 
propugne por mantener la correcta sensación de equidad social entre los ciudadanos. 
Principios orientadores del Estado Social de Derecho 
Para iniciar el desarrollo del presente título es necesario dejar a un lado cualquier tipo 
de conflicto presente en las definiciones, exigibilidad y primacía entre los conceptos de 
valor, principio y regla, pues lejos de aquellas argumentaciones retrogradas de quienes 
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plantearon en otrora que lo único exigible a la luz de un Estado Constitucional y de 
Derecho eran las reglas, hoy en día y mediante distintas sentencias del Tribunal 
Constitucional se ha logrado entender que el carácter axiológico del ordenamiento 
jurídico toma sentido cuando se plasma en los principios, y estos a su vez son los que 
nutren de alcance e imprimen a las reglas toda su valía. 
Dicho lo anterior, una correcta forma para definir los principios es como lo hacen Daza 
& Quinche (s.f.) al decir que son: 
Un concepto fundamental sobre el que se apoya un razonamiento, los principios 
Jurídicos son cláusulas de derecho condensado; […] se trata de una norma con 
estructura abierta, indeterminada; proposiciones en las que no aparecen unos 
supuestos de hecho a los cuales atribuirles consecuencias jurídicas y 
determinadas. (p. 7) 
En este sentido, la Corte Constitucional frente a los principios constitucionalmente 
reconocidos por la Carta del 91 expresa: 
Los Principios Constitucionales […] consagran prescripciones jurídicas generales 
que suponen una delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, 
restringen el espacio de interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación 
inmediata, tanto por el legislador como por el juez constitucional. (Sentencia T-
406, 1992, Ap. I literal b) 
Agregando:  
[Que] los principios fundamentales del Estado son una pauta de interpretación 
ineludible por la simple razón de que son parte de la Constitución misma y están 
dotados de toda la fuerza normativa que les otorga el artículo cuarto del texto 
fundamental.  (Sentencia T-406, 1992, Ap. I literal b) 
En tal virtud, teniendo presente que estos son mecanismos directos para limitar las 
libertades estatales y dotar a los ciudadanos de características que le son inherentes por 
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su naturaleza humana, se puede decir que en la Constitución Política es posible 
visualizar este tipo de prescripciones y su enfoque desde el Estado Social de Derecho, 
en donde, a través del ejercicio constituyente se buscó plasmar, no solo aquellos ideales 
que se representaban en las necesidades sociales que el pueblo colombiano tenía para 
ese momento, sino que se dejó la vía abierta para reconocer otros tantos que fueran de 
desarrollo internacional. 
De esta manera, los principios socio – jurídicos y filosófico-políticos más importantes 
que se plasmaron en la Carta Magna y que van directamente ligados al tipo de Estado 
objeto de análisis, intentaron ser agrupados en el título primero de la constitución, dando 
vida, como dice Manrique (2010), a 10 artículos que denotan un amplio contenido 
dogmático, en donde se plasman aspiraciones de antaño que siempre ha tenido el pueblo 
colombiano:  
Tales como el respeto por la autonomía regional y local, la soberanía popular, el 
reconocimiento de los derechos humanos, la obligación del Estado y de las 
personas para proteger el medio ambiente, la responsabilidad de los servidores 
públicos y el conocimiento de que Colombia es un Estado pluriétnico y 
pluricultural. (Botero, 2006, p. 54) 
No obstante, el texto constitucional es testigo de la existencia de otros valores, sean 
implícitos o explícitos y que se encuentran distribuidos en lo largo y ancho su articulado, 
siendo de obligatoria referencia los enunciados por la Corte Constitucional en Sentencia 
T-406 de 1992: 
El Estado social de derecho, la forma de organización política y territorial, la 
democracia participativa y pluralista, el respeto de la dignidad humana, el trabajo, 
la solidaridad, la prevalencia del interés general (artículo 1); la soberanía popular 
y la supremacía de la constitución (artículo 2). (Ap. I literal b) 
 Además de otros como el principio de participación (artículo 3), el de la buena fe 
(artículo 83), el de prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental (artículo 
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228), los del derecho internacional humanitario, y otros pertenecientes al desarrollo de 
un Estado liberal, como el respeto por la propiedad privada, el principio de separación de 
poderes, el régimen representativo y el principio de legalidad, entre otros (Sentencia T-
406, 1992).  
Lo expuesto permite dilucidar que en el desarrollo principialístico de la Constitución de 
1991, si bien se plasmaron los ideales del Estado económicamente liberal, se dedica 
mayor tiempo y estudio a su carácter social, representado en el desarrollo de la igualdad 
entre los ciudadanos, resultando necesario decir que en un eventual conflicto de 
principios constitucionales, tal como fue planteado para los estados sociales de derecho 
desde la Ley Fundamental de Bonn (En líneas anteriores se hacer referencia a la 
preferencia que se da en el reconocimiento de la igualdad y el respeto por los derechos 
humanos en la Constitución alemana de la post guerra, por encima del examen de 
legalidad que pueda tener una regla que atenta eminentemente en contra de principios 
sociales), deberá existir una preferencia por aquellos en los cuales se desarrolle la 
función social, por encima de los que simplemente contemplan la mera liberalidad. 
En este punto es importante advertir, frente a los principios ideológicos del Estado 
Liberal, (Quintero, 1993) que:  
En las democracias hay tres elementos jurídicos que constituyen patrimonio común 
de los regímenes políticos que se han depurado en ellas, bien sea que se trate de 
regímenes parlamentarios o presidenciales de los paises capitalistas desarrollados o 
subdesarrollados. Ellos son: el principio de la separación de los poderes, el régimen 
representativo y el principio de legalidad. 
Entre tanto, conociendo el desarrollo del Estado Social de Derecho en el modelo 
colombiano se deberá decir que el conflicto entre dos o más principios 
constitucionalmente reconocidos se resolverá haciendo una aplicación a los 
planteamientos hechos por Alexy (1993), en los cuales se deberá realizar una 
ponderación aplicada al caso en concreto, en donde, sin negar la validez o legalidad de 
alguno de estos, se le deberá dar prioridad a uno, y el otro u otros deberá ceder en su 
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Es momento de dejar a un lado la intangibilidad constitucional de principios políticos y 
económicos para abordar las distintas teorías que nutren el grueso de la idea de 
investigación, así, el primero de los temas de fondo que se desarrolla es el planteamiento 
de la responsabilidad estatal desde su inexistencia en el Estado Moderno hasta la óptica 
en el Estado Social de Derecho, cuyo concepto fue explicado en el capítulo anterior, para 
luego hacer una referencia obligada de temas como la validez, ejecución y presupuestos 
de existencia del Contrato Estatal; cuyos incumplimientos son los que dan cabida al tema 
objeto de estudio para finalizar el capítulo con la institución civil del enriquecimiento sin 
causa. 
Evolución de la responsabilidad estatal hacia el modelo del Estado Constitucional 
Colombiano de 1991 
Para abordar la teoría de la responsabilidad estatal, se hace necesario iniciar 
haciendo referencia a la expresión francesa “Le roi ne peut mal faire” (EL REY NO SE 
EQUIVOCA o EL REY NO COMETE ACTOS ILÍCITOS), que se fundamentaba en que 
los actos del Rey eran una representación de la voluntad de Dios, lo que eliminaba de 
entrada cualquier posibilidad de hacer responsable al gobernante por sus acciones, esto 
como inicio del Estado Moderno (Las primeras formas de Estado Moderno se dan en el 
norte de Italia desde finales del siglo XV, cuando el poder se concentra en el monarca), 
basado prevalentemente en explicaciones teológicas que han justificado el poder del 
Estado y especialmente el absolutismo, en la voluntad de Dios. -Si Dios quiere que el 
rey lo sea, nadie puede deponerlo, su poder será absoluto y no tendrá fin más allá de la 
voluntad divina (Malberg, 1998). 
Maquiavelo, Budín y Hobbes citados por Jiménez (2013) acuñaron la teoría de la 
irresponsabilidad, en donde la soberanía del monarca se imponía a sus gobernados sin 
dar lugar a compensación ni reparación alguna, así, por ejemplo, para  Maquiavelo 
(1998) citado por Jiménez (2013), el término Estado toma sentido conforme su desarrollo 
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expansionista, el cual definió como: “i. Posesión exclusiva y continuada sobre un 
territorio y ii. Mantener los territorios propios y conquistar nuevos”, mientras para Budín 
el concepto de soberanía del Estado era: 
 
[El de] fuerza de cohesión necesaria para mantener la unión de una comunidad: 
es la potestad absoluta y perpetua de una república, sin la cual esta se disociaría; 
por ello la soberanía es un poder supremo que no reconoce otro por encima de él. 
(Jiménez, 2013, p. 67) 
Teóricos en los cuales se inspiraron los Estados de excesos y que rechazaban un 
límite formal a los actos de gobierno. 
Por su parte, Hobbes (1994), dando un alcance mayor a la irresponsabilidad del 
Estado, para obligar al hombre a someterse a la voluntad del rey sin fijar una correlación 
de derechos y límites, dijo:  
Los hombres en estado de naturaleza poseen unos derechos naturales a la vida, 
a la libertad, a la igualdad, y todos buscan la satisfacción de sus deseos; de esta 
manera, la competencia, la desconfianza, el afán de gloria y reputación terminan 
en la guerra de todos contra todos (homo homini lupus est); tal guerra impide todo 
progreso y bienestar; la vida es solitaria, pobre, grosera embrutecida y corta 
(Hobbes, 1994, pp. 106, 107). Para salvarse, los hombres deben renunciar 
irrevocablemente a los derechos que cada uno posee en la naturaleza y realizar 
un pacto voluntario en el cual constituyen la voluntad única de un tercero que va 
a sustituir la voluntad de todos y a representarlos a todos. (Jiménez, 2013, pp. 67-
68) 
Sin embargo, el modelo de Estado absolutista que se consolidó sobre la base de un 
concepto de soberanía equivalente al poder ilimitado del Monarca en su Reino, y a su 
absoluta irresponsabilidad, mantuvo vigencia solo hasta la revolución francesa (Salvo en 
Inglaterra (1688) y en los EE.UU (1776-1787) cuando se sustituye por el Estado Liberal 
84 
 
que describe Locke, y que tiene como una de sus características principales la tridivisión 
de poderes de Montesquieu; para establecer unos límites en otrora inexistentes, 
acuñando además la idea de que todos los poderes se encuentran sometidos al 
ordenamiento jurídico, de allí que también pueda sostenerse que si hay límites al poder, 
su trasgresión genera consecuencias, lo cual se constituyó como las primeras formas de 
reconocimiento y aceptación de responsabilidad, aunque no propiamente del Estado, 
sino más bien del funcionario o servidor en quien recaía la obligación de reparar los 
daños o perjuicios irrogados a los particulares, cuyas libertades y derechos individuales 
eran reconocidos preponderantemente por este nuevo modelo de Estado. 
La responsabilidad del Estado es relativamente joven si se toma en cuenta que el 
surgimiento del Estado Moderno se da en el siglo XV y aquella solo se puede reconocer 
a partir del famoso Fallo Blanco del año 1873, cuando el Tribunal de Conflictos de Francia 
teorizó la responsabilidad directa del Estado bajo la premisa de que cualquier daño 
causado por irregularidades o deficiencias en la prestación de los servicios públicos a su 
cargo debía< ser reparado.  
Este camino también lo recorrió la responsabilidad del Estado en Colombia a través 
de su primera etapa de irresponsabilidad absoluta, creencia que rigió hasta el siglo XIX 
cuando al fin se hizo evidente la necesidad de superarla, sin que esto aún hubiera sido 
establecido de forma explícita en la normatividad civil. En ese sentido, los esfuerzos por 
conseguir inclusiones doctrinales y jurisprudenciales no fueron pocos, y además de la 
gran construcción conceptual fue necesaria una batalla con el positivismo, bajo el cual el 
Estado debía ser reparador sin tener regulaciones que así lo determinaran. Por esta 
razón, se recurrió a entender que el Estado estaba conformado por agentes que eran 
personas dependientes de los demás, y de esta manera se supo que la administración 
podría en algún momento tener fallas. Lo anterior, tal como lo mencionó Consejo de 
Estado: “Permitió aplicar sin reato el artículo 2341 del Código Civil, para luego avanzar 
al amparo del mismo código, a la responsabilidad por falta presunta y ausencia de falta”  
(Sentencia 2003-20322, 2015, p. 1). 
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Desde ese primer momento se exploraron distintas teorías, teniendo como último 
estadio normativo el que surge desde el enfoque del artículo 90 constitucional, ligado al 
concepto de “daño antijurídico, concebido éste, no como el perjuicio que se ocasiona 
por violación de una norma jurídica, sino aquel que en sí mismo es antijurídico porque 
quien lo sufre no está jurídicamente obligado a soportarlo” (Bustamante, 2003). 
Para entender de una mejor manera el interes primario del constituyente al momento 
de plasmar el artículo 90, resulta de total pertinencia traer a colación las palabras de 
Gutiérrez (1991): 
Por otra parte, conviene señalar que el régimen que se propone en materia de 
responsabilidad patrimonial del Estado no se limita a su mera consagración 
expresa a nivel constitucional, sino que, además, incorpora los más modernos 
criterios sobre la materia, consistentes en radicar el fundamento de esa 
responsabilidad en el daño anti-jurídico y en su imputabilidad al órgano estatal. De 
esta manera se resuelve el problema que hoy ya plantea la evidente insuficiencia 
del criterio de la llamada <<falla del servicio público>>, dentro del cual no caben 
todas las actuales formas y casos de responsabilidad patrimonial, tales como el 
de la <<responsabilidad por daño especial>>. 
En otras palabras, se desplaza el soporte de la responsabilidad administrativa, del 
concepto subjetivo de la antijuridicidad de la acción del Estado al concepto objetivo 
de la antijuridicidad del daño producido por ella. Esta antijuridicidad habrá de 
predicarse cuando se cause un detrimento patrimonial que carezca de título 
jurídico válido y que exceda el conjunto de las cartas que normalmente debe 
soportar el individuo en su vida social. (p. 216-217) 
 
Teniendo claro que la base de la responsabilidad del Estado tiene su génesis en el 
artículo 90 de la Constitución Política de 1991, también llamada cláusula general de 
responsabilidad, debe entenderse como lo explica la aclaración de voto de la Consejera 
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de Estado Stella Conto Diaz del Castillo, en sentencia, de esa alta corporación del año 
2015: 
Que la forma del derecho a la cual se anexa la constitución no es compatible con 
el positivismo legalista. 
Que  solamentela Constitución es la fuente de la responsabilidad del Estado y, 
Que el eje central del régimen de responsabilidad no debe buscarse fuera del daño 
antijurídico. (Consejo de Estado, 2015, p. 1) 
 
Entendiendo lo anterior, no debe haber duda alguna respecto a que el fundamento de 
la responsabilidad estatal bajo el modelo de Estado Social de Derecho surge del deber 
de protección que tiene este, y de materializar todos los derechos atribulibles a las 
personas, reconociendo y garantizando siempre su igualdad en relación con las cargas 
públicas; cuyo rompimiento supone no solo el reconocimiento de la responsabilidad 
estatal, sino también su correlativo deber de reparar los daños causados. 
Para tal efecto, los presupuestos que se deberán contemplar al momento de 








ACCIÓN U OMISIÓN   NEXO CAUSAL DAÑO ANTIJURÍDICO 
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i. Acción u omisión: de este elemento se puede decir que en Colombia como regla 
general, fundada en la cláusula de responsabilidad del artículo 90 de la Constitución 
Política, no se califica la acción para determinar la responsabilidad, pues la 
antijuridicidad del daño es la que sustenta el deber de indemnizar, de ahí que a modo 
general no se aborda la acción u omisión como objetiva o subjetiva para determinar 
la responsabilidad, sino que la víctima sufra un perjuicio que no está en deber jurídico 
de soportar; más no se podría hablar de una teoría absoluta de la antijuridicidad del 
daño, pues existen títulos de imputación que se basan en la subjetividad de la acción.  
ii. Daño o perjuicio: considerado como “la lesión del derecho ajeno consistente en el 
quebranto económico recibido, o la merma patrimonial sufrida por la víctima, a la vez 
que el padecimiento moral que lo acongoja” (Hinestrosa, 2001 citado por Mancipe, 
2005, p. 49), requiriendo esto que para la existencia de un daño se deban configurar 
ciertos elementos, entre ellos que sea efectivamente causado, o que se haya 
lesionado un derecho del perjudicado (cierto o real); que afecte la individualidad del 
ser no una comunidad en general (especial), que vaya más allá de lo que un 
particular está llamado a soportar (anormal), que esté desarrollando una actividad 
legal; pero ante todo el artículo 90 de la Constitución trae a colación una condición 
sin la cual no se podría entrar a estructurar la Responsabilidad Estatal, esto es que 
el daño sea ANTIJURÍDICO (definición de daño antijurídico estudiada con 
antelación). 
iii. NEXO CAUSAL: tercer y último de los elementos de la responsabilidad del Estado, 
el cual es la relación de causalidad existente entre la actuación que se imputa a la 
administración o sus funcionarios con el daño causado. En palabras de Javier 
Tamayo Jaramillo citado por Navarrete (2009):  
El daño debe ser efecto o resultado de aquella actuación. Para que exista esa 
relación de causalidad, el hecho o actuación debe ser actual o próximo, debe ser 
determinante del daño y debe ser apto o idóneo para causar dicho daño. (p. 340) 
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Anotando que es precisamente en la ruptura de este en donde de mayor forma se 
puede lograr la exoneración en la responsabilidad, y que para lograse se deberá 
demostrar de manera general: i. Fuerza Mayor; ii. Caso Fortuito; iii. Hecho de un Tercero 
y/o; iv. Culpa exclusiva de la víctima.  
Presupuestos de existencia, validez y ejecución de los contratos estatales 
Aunque el tema de investigación entraña una de las variantes de la responsabilidad 
patrimonial estatal extracontractual, lo que en principio tornaría impertinente el estudio 
de aspectos propios de la contratación estatal, realmente surge imperativo dedicar una 
sección al contrato estatal; pues el quebranto de las normas que lo regulan ha originado 
que tanto en la jurisprudencia como en la doctrina y la propia administración, se busque 
la forma de resolver la pregunta que también pretende resolver esta investigación, y que 
en últimas busca determinar si jurídicamente es válido compensar o no al particular que 
presta sus servicios o entrega bienes al Estado sin el amparo de un contrato estatal. 
Para ello se dice que el Contrato Estatal a voces del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 
está definido como un acto jurídico generador de obligaciones de una manera general, 
refiriéndose a las entidades del Estado. Con miras a entender de una mejor forma el 
alcance que a esta institución se debe dar, al menos en el ámbito legal colombiano, llega 
en gracia mencionar los planteamientos de Dávila (2016) quien dice que “el contrato no 
es un fin en sí mismo, sino que se constituye como un instrumento que permite satisfacer 
las necesidades de las personas”. El contrato cumple con dos funciones: la económica y 
la jurídica, razón por la cual las partes que lo suscriben deben garantizar que este cumpla 
con las funciones que necesitan satisfacer. Para el autor, en el caso de los contratos 
estatales esta premisa debe darse en mayor medida, en tanto que los fines siempre son 
de interés público. De este modo plantea la necesidad de conocer y estudiar todos los 
tipos de contratos, dado que seleccionar de forma equivocada un contrato, algo que 
ocurre en muchas ocasiones por la similitud entre ellos, llevaría al fracaso o afectaría de 
forma negativa el logro del interés que se persigue. 
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De lo anterior, una importancia manifiesta es la identificación no solo de la tipología 
contractual, sino de su procedimiento en la llamada “modalidad de selección” (Cuando 
se habla de modalidad de selección, se está haciendo referencia a los procedimientos 
mediante los cuales se escoge a los contratistas con quienes las entidades del Estado 
están llamadas a celebrar los respectivos contratos, es importante decir que para el 
régimen colombiano estos se encuentran en el ámbito reglado y con una amplia 
influencia de la principialística traída a colación por la ley 80 y sus normas concordantes, 
además de la constitucional), pues un error en la identificación puede afectar el 
cumplimiento de la necesidad presente en la entidad pública, ahora, extendiendo los 
alcances de las palabras transcritas, que se podrá decir de cuando no existe observancia 
ni del contrato debido, ni tampoco de su procedimiento, esto solo puede ser presupuesto 
de una negación al cumplimiento, no solo de la necesidad Estatal, sino de los principios 
que rigen el Estado Social de Derecho. 
En virtud de lo anterior, para no defraudar los intereses de la administración, sus 
administrados, ni mucho menos de los contratistas, se han decantado ciertos elementos 
de existencia, validez y ejecución de los contratos estatales y que serán tratados a 
continuación. 
Requisitos para la existencia del Contrato Estatal 
Para que de un contrato con el Estado se predique su existencia en el acuerdo de 
voluntades elevado a la calidad de acto jurídico deberán estar presentes:  
Tabla 8. Requisitos para que exista un Contrato Estatal 
Voluntad 
Aquella expresión de los principios civil y constitucional de la 
autonomía de la voluntad y del libre desarrollo de la personalidad 
(respectivamente) y que se desarrollan mediante el 
consentimiento (Definido por (Alessandri, 1976) como “el 
acuerdo de voluntades de dos o más personas con un 
objeto jurídico”), ahora, “en los contratos estatales, el 
consentimiento proviene de la convergencia entre la voluntad de 
la entidad estatal y la del contratista. Por tanto, el acuerdo de 
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sus intereses, siguiendo la formalidad determinada para ello, 
perfecciona el contrato” (Navarro & Rivera, 2001, p. 23). 
 
Objeto 
“Como requisito para la existencia de todo negocio jurídico, 
constituye el fin concreto y perseguido por el contrato. En otras 
palabras, es la prestación debida” (Código Civil, 1873, Art. 
1741), es decir aquello a lo que se ha obligado el contratista y 
por lo cual la entidad estatal se compromete a pagar una suma 
de dinero a cambio, verbigracia la construcción de una obra.  
El objeto debe ser posible, determinado y lícito. Si el objeto no 
es posible ni determinado se genera la inexistencia del acto y 
si es ilícito la sanción en la nulidad absoluta, pues en este 
evento el acto se forma, pero está viciado de nulidad.(Código 
Civil, 1873, Art. 1741) (negrillas propias) 
 
Causa 
Se identifica con el móvil de los actos jurídicos, Este es 
subjetivo y concreto, e induce a los interesados a la 
celebración del contrato. Para constituir un requisito para la 
validez de los actos jurídicos, […] En el contrato estatal, la Ley 
89/1993 en su artículo 3. Se ha encargado de señalar los 
móviles perseguidos por los agentes. (Código Civil, 1873, Art. 
1524) 
Así, se deberá atender el cumplimiento de los fines estatales, la 
continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la 
efectividad de los derechos e intereses de los administrados que 
colaboran con ellas en la ejecución de dichos fines, el contratista 
o particular, además de lo anterior, deberla cumplir sus 
obligaciones y propugnar por la función social del Estado. 
 
Fuente: elaboración propia 
Condiciones de validez del contrato estatal 
Para abordar este tema se hará un ejercicio de parafraseo conforme es desarrollado 
en la obra de Dávila (2016), la cual, por su extensión y riqueza conceptual se considera 
como un abordaje más que suficiente, así, dice que “como todo contrato, el estatal 
cumple con los requerimientos para su existencia y debe reunir también una serie de 
requisitos necesarios para su validez” (Dávila, 2016, p. 43), y teniendo claro que la 
ausencia de alguno de los elementos que se nombrarán a continuación producen la 
nulidad del mismo; abordándolos de manera global así: 
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i. Capacidad de los agentes, esta se presume de todas las personas naturales 
excepto cuando la ley misma las declare como incapaces, de igual manera la de las 
personas jurídicas se relaciona con su objeto social. 
ii. Objeto lícito, este será ilícito de resultar en contra de la ley, el orden público o las 
buenas costumbres, para tal efecto se deberá hacer especial énfasis en la Ley 80 y sus 
normas concordantes. 
iii. Causa posible y lícita, conforme fue definida en los requisitos de existencia del 
contrato, esta se ha identificado con los móviles del contrato, así se reprocha su ilicitud 
cuando está en contra de las normas imperativas, orden público y buenas costumbres. 
iv. Consentimiento exento de los vicios, cuando la expresión de la voluntad de las 
partes se realiza en ausencia del error, la fuerza o el dolo. El error consiste en la 
discordancia entre la realidad y lo que uno cree. Puede ser de derecho o de hecho. 
Mientras el de derecho no vicia el consentimiento por razones de seguridad jurídica, si el 
de hecho en algunos eventos. eventos. […]  la fuerza tiene que ver con la coacción 
ejercida sobre un individuo para oficiar un contrato, esta se puede dar de forma física o 
moral. Para que el contrato sea dañado esta debe ser grave, determinante, injusta y 
además debe generar una impresión fuerte a una persona de sano juicio, teniendo en 
cuenta aspectos como la edad, el sexo y la condición. […] el dolo consiste en la 
realización de un fraude o engaño con el fin de que una persona acepte firmar un 
contrato. (Dávila, 2016) 
 v. Plenitud de las formalidades prescritas por la ley, este requisito se refiere a 
aquellos eventos en los cuales la ley tiene una forma definida para la existencia del 
contrato, “no es que se deje de cumplir porque de ser así generaría la existencia del 
contrato, simplemente se lo hace de manera irregular. Por ejemplo, por inobservancia de 





vi. Ausencia de lesión enorme: 
Se convierte en un requisito de validez en los casos en que la ley consagra efectos 
rescisorios y no de reajuste. Advirtamos que la lesión enorme nace de la existencia 
de desequilibrios económicos al momento del pacto que conlleva una divergencia 
objetiva entre el valor convenido y el real del bien. (Dávila, 2016) 
Requisitos de Perfeccionamiento y de Ejecución del Contrato Estatal 
Una vez determinados los elementos que todo contrato estatal debe contemplar para 
predicar su existencia y validez, es el momento de definir cuáles son los últimos requisitos 
para que este pueda ser perfeccionado y se permita su ejecución, para ello, previo al 
inicio del contrato se deberá acreditar, conforme al artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 
que modificó el 41 de la Ley 80: 
[…] Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la 
existencia de las disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se 
trate de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad 
con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el contratista 
deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales 
relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, 
ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. (Ley 1150, 2007, 
Art. 23) 
La norma transcrita permite entender dos de estos requisitos que están en cabeza del 
proponente o contratista, los cuales son: i. El pago para la respectiva aprobación de la 
garantía en los contratos que así lo requieran; y ii. Estar al día con el pago de aportes 
parafiscales que están relacionados con el Sistema de Seguridad Social; y uno más, 
quizá el que mayor importancia representa y que está a cargo de la entidad pública, el 
cual es la existencia de las disponibilidades presupuestales correspondientes y que es 
ampliada en la idea siguiente. 
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La disponibilidad presupuestal se liga directamente al Certificado de Disponibilidad 
Presupuestal (Entendido como “el certificado emitido por el jefe de presupuesto, o quien 
haga sus veces en la entidad pública que corresponda, con el cual se acredita la 
existencia de apropiación presupuestal disponible y libre de afectación para asumir 
compromisos con cargo al presupuesto de la vigencia fiscal” (Rosero, 2014), para 
garantizar la existencia del presupuesto necesario para el contrato que se pretenda 
adelantar, resultando posible decir que este certificado: 
Se requiere para convocar o realizar los trámites tendientes a la celebración del 
contrato y el registro presupuestal no es condición de existencia o 
perfeccionamiento del contrato, es un requisito de ejecución, esto es que sin éste, 
el contratista no podrá iniciar la ejecución del contrato ya celebrado. (Rosero, 
2014)  
De ahí que la falta de lo anterior no configura la inexistencia del contrato estatal, sino 
su inejecución (Sentencia 23001-23-31-000-1999-00355-01, 2011). 
Hechos cumplidos 
Partiendo del antecedente del contrato estatal y  sus requisitos de existencia, validez 
y ejecución se dirá que no obstante la alta reglamentación y cargas tanto para el Estado 
como para el particular, contratista o proponente, en cuanto a los requisitos que se deben 
cumplir con miras a perfeccionar un contrato estatal, hay quienes por diversas razones, 
legítimas o no, ejecutan prestaciones o entregan bienes a favor del Estado sin la 
posibilidad de obtener una remuneración por la vía contractual ante el incumplimiento de 
los presupuestos ya reseñados, situaciones que incluso se proyectan hacia relaciones 
que inicialmente estuvieron bajo el amparo del contrato, pero que se extendieron más 
allá de su fuero o vigencia.  
Así, los hechos cumplidos se estructuran: 
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Cuando se contraen las obligaciones sin el lleno pleno de los requisitos legales o 
habiéndolas contraído con todos los requisitos, el pago no se tramita dentro de la 
vigencia fiscal correspondiente. Entonces, dentro del primer evento referido se 
deben considerar como las principales causas de hecho cumplido: cuando el 
contrato perfeccionado queda en estado de inejecutabilidad por no contar con el 
registro de disponibilidad presupuestal previo a la ejecución del objeto contractual, 
cuando los particulares ejecutan obras, se reciben servicios, suministro por parte 
del Estado de manera satisfactoria y no se pueden cancelar precisamente por no 
contar con las partidas presupuestales suficientes y/o no cuentan con documento 
alguno denominado contrato adicional o acta de reconocimiento, concebidos 
previamente para estos efectos y con mayor razón existe hecho cumplido cuando 
ni siquiera existe un contrato estatal, ni presupuestal para la prestación obtenida 
a favor del Estado. (Ronderos & Tascón, 2012, p. 23) 
La institución de los hechos cumplidos en el marco constitucional de la 
responsabilidad del Estado 
En este aparte, teniendo clara la carga de responsabilidad del Estado que emana del 
artículo 90 constitucional, al igual que el marco al que se debe acomodar el contrato 
estatal, es propio decir que cuando una necesidad del Estado es suplida sin que exista 
contraprestación alguna, hay quienes argumentan a favor de establecer la 
responsabilidad administrativa a que haya lugar, según las condiciones a las que se haya 
previsto el caso en particular. 
Como soporte de lo anterior, comúnmente es utilizada la Sentencia C-333 de 1996, 
en donde se hace un recuento de la historia que antecedió al artículo 90 citado, y se 
extendió el alcance a los conceptos de daño antijurídico, su indemnización e 
imputabilidad, explicando: 
Que la responsabilidad derivada del contrato tiene como títulos jurídicos de 
imputabilidad de responsabilidad los principios de buena fe, igualdad, equilibrio 
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entre las prestaciones y derechos en los contratos conmutativos, y por otro lado, 
los títulos en materia extracontractual son falla en el servicio en nexo con la culpa 
personal, la igualdad de las personas ante la ley, el riesgo excepcional, el error 
judicial, la inconstitucionalidad de una ley y el enriquecimiento sin causa como 
desarrollo de los principios de equidad y justicia retributiva. Sin que en materia 
contractual se excluyan los títulos jurídicos de imputabilidad de responsabilidad 
del Estado en materia extracontractual. (Ronderos & Tascón, 2012, p. 37) 
De esta manera y para completar los elementos que darán vida al capítulo venidero, 
se analizará la teoría del enriquecimiento sin causa y su evolución desde el derecho civil. 
Teoría del enriquecimiento sin causa  
La institución conocida como enriquecimiento sin causa nace del derecho civil, en 
palabras de González (1981): 
No está expresamente instituida y reglamentada en el Código, pero ella sirve y 
explica el fundamento de muchos textos. La doctrina y jurisprudencia han 
elaborado una teoría más o menos completa de este fenómeno reputado hoy 
como una gran fuente de obligaciones”, para efectos prácticos, se puede decir que 
esta nace en virtud al principio romano de “iure naturae aequum est neminem com 
alterius detrimento el injuria fieri locupletiorem”, que actualmente es conocido y se 
traduce en que “nadie puede enriquecerse sin justa causa a expensas de otro. 
En dicho sentido, Tamayo (1979) dijo: 
Hay enriquecimiento sin causa cuando una persona –disminuyendo su propio 
patrimonio- incrementa el de otra y la enriquece, por lo tanto, sin que ese 
movimiento de valores que se presenta en los dos patrimonios encuentre 
justificación ni en una convención ni en una disposición legal. Entonces, […] a 
pesar de que falte la voluntad de crear obligaciones, el enriquecido queda obligado 
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a restituir aquello que lo enriqueció indebidamente y el empobrecido es titular de 
una acción que le permite exigir esa restitución.  
Así, los dos elementos sin los cuales no hay lugar a esta acción son: i. el 
enriquecimiento, el cual, según Planiol y Ripert (1936): 
Consiste en todo provecho apreciable en dinero, sea o no de naturaleza 
patrimonial […] en términos generales toda satisfacción pecuniaria, física o 
sentimental, con la condición de que sea apreciable en dinero. Basta; y ii. El 
empobrecimiento, solamente podrá impugnar el enriquecimiento ajeno aquél en 
cuyo detrimento se ha producido (el empobrecimiento). […] Correlativo con el 
enriquecimiento, el empobrecimiento no consiste solamente en la pérdida de la 
propiedad o la privación del disfrute de un bien, sino también en la no 
remuneración por una prestación realizada o un servicio rendido. (negrillas 
propias). 
Para el ordenamiento jurídico colombiano, esta institución no se encuentra 
plenamente regulada a la luz del derecho positivo, en donde solo se hace una mención 
vaga, y para lograr el alcance esperado se necesitó echar mano de la jurisprudencia y 
doctrina, en donde se han vuelto comunes las condiciones para el ejercicio de la acción 
por enriquecimiento injusto, las cuales, según Vallejo (1991) son: 
a. Que el patrimonio del demandado haya tenido incremento “no solo en el 
sentido de adición de algo, sino también en el de evitar un menoscabo”. 
b. Que correlativamente el patrimonio del demandante haya disminuido, 
esto es, que el enriquecimiento del demandando se haya producido a 
expensas del empobrecimiento. Mas no es indispensable que el 
menoscabo de un patrimonio sea la causa del aumento del otro; pude 
ocurrir también a la inversa. Lo importante es que el beneficio y la pérdida 
provengan de un mismo hecho. 
c. Que no exista causa previa justificativa del desplazamiento patrimonial, 
es decir, contrato, cuasicontrato, delito, cuasidelito u obligación 
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puramente legal en cuya virtud el demandante debía enriquecer al 
demandando, con o sin prestación compensatoria. 
d. Que no exista otra acción específica, prevista expresamente por la ley, 
para reparar la situación del empobrecido. La acción por enriquecimiento 
injusto sólo es viable en ausencia de toda otra. 
e. Que con el ejercicio de esta acción “no se pretenda soslayar una 
disposición imperativa de la ley”. Parece que con esto se quiere significar 
que el remedio no tiene cabida cuando haya disposición legal que permita 
el enriquecimiento del demandado, como en los casos de prescripción 
adquisitiva o extintiva, de prohibición de repetir lo que se haya dado o 
pagado por objeto o causa ilícita a sabiendas y en algunos otros casos. 
 
Del enriquecimiento sin causa, conforme los planteamientos del derecho civil, se 
puede decir que su principal pretensión es evitar el enriquecimiento de una persona a 
costas del empobrecimiento de otra, esto indica que siempre deberá haber una 
correlación entre el patrimonio que se aumenta con el que se disminuye, así, cuando se 
pretenda dejar al afectado o empobrecido en las mismas condiciones del momento antes 
de haber sufrido una condición perjudicial, solo se reclamará la restitución de su 
disminución; en ningún momento se puede reclamar una indemnización, pues se supone 
la ausencia de otra fuente de obligación como delito, cuasidelito o algún hecho ilícito. 
Ahora, si bien es cierto hasta el momento solo se ha contemplado el enriquecimiento 
injustificado como fuente de obligaciones del derecho civil, pues ningún tipo de 
referencia se ha hecho a la persona o figura jurídica contemplada en la representación 
del Estado, esta teoría también se hace aplicable en contra de la representación estatal 
cuando en beneficio de este hay un empobrecido, como es dicho por Planiol y Ripert 
(1936): “En caso de beneficio producido a un municipio o aún al conjunto de sus 
habitantes, aparte todo contrato regular, una acción contra el Municipio inspirándose a 




Teniendo en cuenta lo anterior, una vez el Estado se vea enriquecido como 
contraprestación o en virtud al empobrecimiento de una persona, esta podrá reclamarle 
mediante la acción de in rem verso (objeto de desarrollo en el siguiente sub índice) el 
resarcimiento en la disminución de su peculio, sea cual fuere su origen. 
En tal sentido, la acción in rem verso planteada desde el derecho administrativo 
colombiano es una evolución del enriquecimiento sin causa explicado anteriormente, en 
donde se pretende, como lo dice Ruiz (2016), que en un desarrollo del principio de buena 
fe la administración lucrada o beneficiada de una obra, servicio o labor a expensas de 
un particular, retribuya el patrimonio menguado de una persona sea natural o jurídica, 
cuando una vez generada la confianza de la concreción de un negocio jurídico, este 
resulte formalmente inexistente. 
Al respecto, el Consejo de Estado determinó que la actio in rem verso está enfocada 
a recuperar para el afectado (con el patrimonio empobrecido) la cuantía del provecho 
obtenida en el patrimonio enriquecido, es decir, el demandado. Debido a que la acción 
de in rem verso busca restituir el equilibrio inicial quebrantado por determinada acción a 
causa del enriquecimiento y del empobrecimiento que se originó; vale la pena decir que 
si el desequilibrio inicial ya no existe este principio (actio in rem verso) ya no opera ni 
tiene razón de ser (Consejo de Estado, 2009). 
Así, pese a su relativa claridad, la acción en cita ha sido tema caracterizado por la 
ambivalencia de sus exponentes, razón por la cual para su aplicación en el campo del 
derecho administrativo en Colombia se han contemplado dos tesis contrapuestas la 
positiva y negativa y que serán objeto de estudio en el capítulo siguiente. 
Diferencias conceptuales entre la actio de in rem verso y el enriquecimiento sin 
causa 
Quizá la más grande diferencia que existe entres estas dos teorías es sin lugar a duda 
el carácter de su pretensión, así, de la aplicación pura del enriquecimiento sin justa causa 
solo puede desprenderse una idea restitutiva del derecho, es decir el empobrecido solo 
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está facultado para reclamar a quien se enriquece hasta el monto total en que su 
patrimonio se vió afectado, sin lugar a exigencia mayor, así la correlación existente entre 
estos dos conceptos es saneada dejando a ambos en situaciones iguales al momento 
anterior del enriquecimiento deprecado. 
Esto en el ámbito estatal aisla de cierto modo la pretensión de la idea de daño, pues 
en ausencia de este último, cuando el Estado se ve enriquecido a costas del 
empobrecimiento de alguien podrá pedírsele restituir el valor correlativo, mas nunca se 
le demandará en una indemnización, tal como es expuesto en la tesis negativa de la 
acción de in rem verso. 
Ahora bien, en la actio in rem verso, como mecanísmo autónomo para reclamar el 
daño sufrido con ocasión al enriquecimiento sin causa del Estado, se han logrado 
distintos estadios de desarrollo; así, el primero permite contemplar esta acción como una 
expresión de la responsabilidad estatal, desde la cual se trabaja su pretensión no en el 
ámbito de la restitución (como lo es en la acción de enriquecimiento sin causa) sino 
desde la reparación, de tal forma que esta teoría permite que no solo se cobre el 
desmedro económico causado, sino que va más allá al pretender la indemnización de 
los daños antijurídicos que alegue haber sufrido por el actuar del Estado. 
De esta forma, de la pretensión nace otra diferencia al momento de hablar de estas 
dos teorías, pues de la intención resarcitoria e indemnizatoria de que trata la actio in rem 
verso se desprende el medio de control que por excelencia desarrolla la responsabilidad 
estatal, siendo este la reparación directa y que según el estatuto procesal administrativo 
en su artículo 86: “La persona interesada podrá reclamar directamente la reparación del 
daño cuando la causa sea un hecho, omisión una operación administrativa o la 
ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de trabajos públicos o por 
cualquier otra cosa” (Sarmiento, s.f., p. 1), de forma tal que en este aparte el hecho del 
cual se endilga el daño es el enriquecimiento sin causa reprochable al Estado. 
La otra gran diferencia entre los dos mecanísmos planteados se da en virtud al tipo 
de pretensión, en consecuencia, cuando se está en presencia de los presupuestos de la 
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actio in rem verso, es decir, se predica la responsabilidad del Estado con ocasión a un 
hecho, omisión o extralimitación, el medio de control aplicable es la reparación directa, 
contradiciendo directamente la idea expuesta por otros tantos a quienes resulta contrario 
a la finalidad de este medio de control, pues no consideran la existencia de un daño 
antijurídico cuando la pretensión es meramente retributiva. 
 
El punto siguiente desarrolla ambos extremos y lo que puede ser considerado como 
el intermedio entre las teorías contrastadas, modulando su alcance al tomar como base 
“el deber de proteger la buena fe del contratista que fue inducido o motivado por la 
administración a la ejecución de la actividad en esas circunstancias” (Consejo de Estado, 
2012, parte V numeral 10), amén del desconocimiento de las disposiciónes 
contractuales, los deberes de selección objetiva y solemnidad propios de la contratación 










CAPÍTULO III. LÍNEA JURISPRUDENCIAL DEL CONSEJO DE ESTADO SOBRE LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ENRIQUIECIMIENTO SIN 
CAUSA EN MATERIA DE HECHOS CUMPLIDOS 
Desde la perspectiva jurisprudencial se debe iniciar la disertación con el análisis 
dinámico que en cabeza del Consejo de Estado ha tenido el enriquecimiento sin justa 
causa como título de imputación de responsabilidad patrimonial del Estado colombiano 
por hechos cumplidos. 
Previo a abordar el grueso del presente capítulo se deberá decir que no todas las 
sentencias que ha emitido el Tribunal de Cierre en lo Administrativo son de importancia 
frente al tema que ocupa este estudio, en tal sentido se realizará una selección de las 
que deben ser mencionadas, además, para enteder su desarrollo dinámico, a 
continuación se realizará una breve definición de la tipología en las sentencias conforme 
son estudiadas por López (2006): 
Así, el primer tipo de sentencia al que se hace referencia es aquella fundadora de 
línea, la cual obedece a una ambición doctrinal, generalmente hace recuentos históricos 
y comparados de los principios y reglas que se relacionan con el tema de estudio; las 
siguientes a tener en cuenta son las  sentencias hito, también conocidas como 
consolidadoras de  línea, son aquellas que inspiradas en la fundadora tratan de definir 
subreglas aplicables al tema en general y al caso concreto, se trata de llegar a balances, 
optimizaciones o maximizaciones de los principios y derechos contrapuestos, algunas 
de ellas se identifican por ser unificadoras de criterio; finalmente y de importancia por su 
actualidad, aparece la sentencia dominante, también conocida como leading case, la 
cual contiene la vigencia del tema en desarrollo y que puede ser calificada como una 
hito en calidad de “consolidadora, modificadora o reconceptualizadora de línea”; sin 
perjuicio de las tres clases anteriores, se expresa un cuarto tipo, las sentencias no 
importantes, muchas de las cuales se omiten en el presente estudio y solo algunas 
serán mencionadas, pues en sus líneas confirman temas previamente analizados.  
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Ahora bien, para entrar en materia, como fue objeto del planteamiento del problema, 
se dirá nuevamente que el desarrollo constitucional de la responsabilidad del Estado y 
la posterior expedición de la Ley de contratación (ley 80 de 1993), genera una tensión 
entre el principio de legalidad en la contratación estatal con respecto a los de equidad y 
no enriquecimiento sin causa. 
Frente al tema, el Consejo de Estado ha desarrollado una tesis positiva y una 
negativa, aterrizando recientemente en el punto medio, el cual fue objeto de unificación 
jurisprudencial, posturas que en adelante se explican.  
Tesis Positiva 
Su temática e idea central constituye los anales del estudio de enriquecimiento sin 
causa por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, tomando génesis en la 
Sentencia del 3 de julio de 1990, C.P. Dr. Carlos Betancur Jaramillo, a la cual se le dará 
el carácter de fundadora de línea y sobre el tema objeto de estudio consideró: 
Cuando se debía celebrar un contrato adicional y no se celebra, pero a pesar de 
ello se lleva a cabo la obra plenamente. En esos casos la entidad propietaria 
podría aducir la tesis de que hay enriquecimiento sin causa, esto sin quebrantar 
los principios que rigen los conflictos contractuales. Así quedó expresado en la 
demanda en su hecho 12°. Sin embargo, durante el proceso se dieron cuestiones 
que deben considerarse, po ejemplo, sin lugar a dudas el municipio no cumplió 
con su importante obligación de mejorar el terreno para que fuera apto para la 
construcción,  en su lugar, el contratista, como tercero aceptado por el municipio 
y de acuerdo a los términos establecidos; cumplió con dicha obligación; no 
obstante aún la entidad no ha pagado su valor.  
Este tipo de situaciones no deben ignorarse, puesto que implicaría otorgar una 
recompensa a la incompetencia de la persona que no cunmplió con su 
responsablidad, además dar pie al enriquecimiento injusto. También, es pertinente 
tener en cuenta que en dos ocasiones el municipio avaló la cuenta presentada por 
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el demandante. Vale la pena señalar que la Sala asegura que formalmente la 
fiscalía podría tener razón, en lo que respecta a la competencia para contratar de 
los subalternos del alcalde del municipio que ordenaron el mejoramiento del 
terreno, empero no puede desconocerse que en su actuar ellos podrían 
comprometer a la entidad demandada, dado que eran prácticamente la 
representación del alcalde en ese contrato. (Sentencia del 3 de julio, 1990, p. 1) 
 
Luego, pasarían algunas sentencias como la 5876 (Sentencia del 3 de julio de 1992) 
y 6788 (Sentencia del 24 de Septiembre de 1992), decisiones conformadores que 
partiendo de los mismos principios y sosteniendo igual línea argumentativa, se 
mantuvieron en la existencia del enriquiecimiento sin causa como fuente de 
resonsabilidad del Estado, con ocasión de los hechos cumplidos en materia de 
contratación estatal. 
 Quizá la importancia jurisprudencial al respecto en el año 1992 no se fija tanto en la 
confirmación del precedente sino en una idea que modificó este y mediante la 
providencia del 10 de septiembre, correspondiente al expediente 6822, la alta 
Corporación el Consejo de Estado justificó la aplicación del enriquecimiento sin causa a 
la obligación que tenía la administración pública del conocimiento de la normatividad 
contractual, junto con el ingrediente de la confianza legítima. Veamos: 
Para el Consejo de Estado la prueba que se presenta, en todo su universo, es 
suficiente para demostrar que la empresa demandante ejecutó unos trabajos que 
aumentaron y valorizaron el patrimonio del Instituto de Crédito Territorial (actual 
INURBE), que al no ser pagados, conllevaron a un enriquecimiento injusto, lo cual 
permite ordenar la obligación de satisfacer en la resolución del presente fallo. 
Siempre y cuando se honre la ley y el derecho, pues tal como se ha expuesto, no 
es conveniente acolitarlas acciones de la administración que se opone a pagar sin  
revisar si su actitud es permisiva o no, además si su conducta es inspiradora de 
confianza, y si es alguna señal inequívoca de asentimiento. 
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Por otra parte, si bien es cierto, se adjudicó correctamente el contrato a la empresa 
demandada, pero antes de que este se firmara y entregara formalmente, se 
permitió que el actor usara los terrenos y desarrollar arreglos y mejoras 
trascendentales. La pregunta que surge es la siguiente: ¿Por qué la administración 
procedió de esta forma?, se supone que fue con la intención de acabar lo más 
pronto posible las obras. Pero lo cierto es que por pretender lograr esto a toda 
costa, se pasaron por alto la normatividad, la cual solo se tuvo en cuenta después 
de consumados los actos; es decir, cuando el contratista ya había ejecutado la 
tarea encargada. En consecuencia, “si el a - quem no deniega las pretensiones de 
la demanda, es porque en el caso sub - exámine se vivencia el 
ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA […] verdad jurídica que le permite rendirle culto 
más al DERECHO que a la ley”. (Sentencia del 10 de septiembre, 1992, p. 37). 
 
Si bien la sentencia en mención mantuvo la idea restitutiva del enriquecimiento sin 
causa como resultado de la responsabilidad del Estado en materia de hechos cumplidos, 
dejó en el escenario jurídico nacional la idea de fijar fronteras a dicha práctica e imponer 
un orden correspondiente a la relación contractual con el Estado y sus obligaciones. 
Pasarían algunos años sin actividad de importancia en el tema por parte de la 
magistratura hasta que en la Sentencia del 11 de julio de 1996, la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, igualmente aplicó el 
enriquecimiento sin causa en materia de obras adicionales ejecutadas sin que se hubiere 
celebrado un contrato adicional que respaldara las mismas, y recontó el desarrollo que 
en el ámbito administrativo se había hecho del principio de buena fe, así: 
Considerando el acervo probatorio, para el Consejo de Estado es indudable que 
la administración dio el visto bueno a la ejecución de las obras que ejecutó el 
contratista, y que luego de que estas fueron añadidas al patrimonio no está 
permitido que se rehúse a pagarlas, en tanto que la negligencia en la que se 
incurrió, posibilitó que no se firmara de forma oportuna un contrato adicional, para 
darle un manto de legalidad a los actos en cuestión. Adicionalmente, la sala 
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considera que claramente la materia que se está estudiando no debe examinarse 
teniendo en cuenta la acción in rem verso, pues resulta palmario que ella surge 
del mismo proceso de negociación de las partes involucradas, en la cual era 
imprescindible la construcción de estas obras adicionales.  
Asimismo, en los casos similares al presente, donde se requiere 
indispensablemente de obras adicionales al contrato principal, al contratista le 
asiste el derecho de que se mantenga la ecuación financiera de la relación jurídica 
en todo momento, y por supuesto pagarle las obras que se hagan. Este principio 
hunde sus raíces no solo en la ley sino también en el derecho, específicamente 
en el valor supremo de la justicia. Es importante señalar que nadie estaba 
conforme con que la administración enviara una carta a la gerente de 
Beneficencia, donde decía que las obras “eran de indispensable ejecución para 
poder desarrollar y llevar a buen término el contrato principal…, pero que a la 
postre expida un acto administrativo, resolviendo negar el reconocimiento y pago 
de las mismas. (Sentencia del 11 de julio, 1996, p. 71) 
 
Continúa la Sala en relación con el principio de la buena fe, diciendo que no patrocina 
ni acepta las razones expuestas por el apoderado de la firma demandada, y afirma: “Por 
el contrario quien desconoció solamente el principio de la buena fe en la ejecución de 
este fue el Contratista” (Sentencia del 11 de julio de 1996, p. 71). Y no son aceptables, 
debido al análisis de la conducta de los seres humanos, que en muchas ocasiones es 
más importante que la propia ley,  hechos como los que se han descrito merecen repudio, 
pues pareciera que en las lógicas del negocio la administración, cuando se niega a pagar 
por las obras construidas, busca sacar provecho patrimonial de esto, ocasionando un 
desmedro patrimonial que debe ser corregido. Es allí donde opera plenamente el quid 
del enriquecimiento sin justa causa. Por tanto, la administración debe actuar de buena fe 
al celebrar contratos, durante la ejecución y después de ello, siempre apegados a la 
relación negocial y la cuestión jurídica. 
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Resulta trasendental mencionar que la buena fe tiene como implicación un 
comportamiento, que se trata de ver en el porvenir el comportamiento que los actos 
previos hacían pronosticar. Así se expone en  la Sentencia de 22 de abril de 1967, donde 
se dice que la buena fe debe primar en el tráfico jurídico en general y en la formalidad y 
seriedad del procedimiento administrativo, además la buena fe impone que la doctrina 
de los actos propios obligan al demandante a aceptar las consecuencias que se derivan 
de sus actos que comete voluntariamente, por tanto cuando exista declaración de 
voluntad, no se puede desconocer el efecto jurídico de sus actos. 
En concordancia con lo expuesto hasta el momento por el órgano de cierre de lo 
contencioso administrativo, se profirió la Sentencia 10030 de 4 de julio de 1997, la cual 
mantuvo lo considerado hasta el momento y agregó un entramado interesante en el 
ámbito de la principialística constitucional, además que, en su análisis del caso, plasmó 
que la acción procedente en materia de hechos cumplidos era la de reparación directa. 
Al respecto se tiene que el enriquecimiento sin causa como un principio general, pese a 
que se encuentre en un código de aplicación estricta (Art. 1 y 22 del Código de 
Comercio), no debe malinterpretarse y deducir que esto merma su  generalidad o de dale 
menor valía en su campo de acción; pues no sería lógicoargumentar que en el comercio 
se prohíbe el enriquecimiento injusto, pero que esa prohibición no aplica para otros 
campos de tipo civil o administrativo. (Sentencia del 11 de julio, 1996, p. 71) 
Por otro lado, cuando en el artículo 95 de la Constitución Política de Colombia se 
establece que el respeto de los derechos ajenos es deber de toda persona, la 
interpretación de este principio abarca la responsabilidad patrimonial del Estado frente a 
la acción u omisión de autoridades públicas, como establece el artículo 90 de la Carta 
Magna. Consecuentemente, en el cargo que se está estudiando (prohibición de 
enriquecimiento injusto), cuyo transgresor es una persona jurídica de derecho pública, 
hace que el daño antijurídico de naturaleza patrimonial que supone la víctima sea 
resarcido por el Estado. Vale la pena indicar que todo el ordenamiento jurídico-político 
colombiano está destinado a preservar la justicia, la convivencia, la paz y la libertad como 
objetivo final; lo cual se logra con el amplio respeto de la propiedad privada y los derechos 
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que se hayan adquirido con justo título, que es el tema que nos convoca. “Existe pues, 
todo un complejo normativo integrado por principios y por preceptos constitucionales de 
los cuales, emerge –como uno de sus fundamentos- una regla jurídica de justicia natural: 
la prohibición para enriquecerse injustamente a expensas de otro”. (Sentencia del 4 de 
julio, 1997, Literal C) 
Quizá lo más importante que marcó esta providencia fue cuando realizó el estudio de 
los elementos del enriquecimiento sin causa, permitiendo evidenciar a grosso modo que 
los mismos se han articulado de menos a más en la aplicación de la tesis positiva frente 
al enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad del Estado. En esta ocasión 
se dijo: 
a.- Enriquecimiento de la parte beneficiada. - Para la Sala las pruebas 
enumeradas son suficientes para dar por demostrado que la CAJA DE VIVIENDA 
POPULAR obtuvo un incremento patrimonial reflejado en la realización de unos 
trabajos de excavación, limpieza, cargue, transporte de tierras, descapote y 
nivelación en las calles de la Urbanización Arborizadora Baja del barrio Ciudad 
Bolívar, en Santafé de Bogotá, D.C. por parte de la sociedad PAVIMENTOS 
AMÉRICA LTDA, los cuales se ejecutaron una vez el gerente de la CAJA 
comunicó la adjudicación de dicho contrato y autorizó la iniciación de los trabajos. 
b. - Correlativo empobrecimiento de la parte afectada. - En oposición al 
enriquecimiento patrimonial de la entidad pública demandada, la firma 
PAVIMENTOS AMERICA LTDA sufrió una disminución o empobrecimiento 
económico al no percibir la suma de dinero que le correspondía por el valor de las 
obras descritas anteriormente, que se realizaron de manera eficaz y cumplida en 
virtud de los compromisos adquiridos con la CAJA. 
c. - Relación de causalidad. - De otra parte, también se estructura el nexo de 
causalidad entre el beneficio económico de la CAJA DE VIVIENDA POPULAR y 
la merma patrimonial de la sociedad PAVIMENTOS AMERICA LTDA. 
En efecto, el enriquecimiento de la entidad oficial se presentó como consecuencia 
y en contraste con la disminución sufrida en el patrimonio económico de la firma 
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actora por la no cancelación de las sumas de dinero correspondientes al valor de 
los trabajos ejecutados 
e. - Ausencia de causa. - Del acervo probatorio se establece plenamente que la 
CAJA DE VIVIENDA POPULAR aceptó de manera expresa la existencia de la 
obligación con la firma demandante derivada de la ejecución de las obras 
anteriormente descritas. Sin embargo, la entidad por medio de su Junta Directiva, 
no encontró instrumento jurídico para darle trámite al pago y así subsanar la falta 
de perfeccionamiento del contrato ya ejecutado. 
Subsidiariedad de la acción. – En primer lugar, se excluyen las acciones de 
nulidad y de restablecimiento del derecho, consagradas respectivamente en los 
artículos 84 y 85 del Código Contencioso Administrativo, porque requieren de la 
existencia del respectivo acto administrativo cuya ilegalidad se pretenda de 
manera principal y en el presente caso no se está en presencia de ninguno. 
En segundo lugar, tampoco se puede hablar del ejercicio de la acción relativa a 
controversias contractuales - artículo 87 del mismo código - porque la obligación 
de reparar en este caso no tiene su origen en ningún contrato como fuente de 
obligaciones, ya que éste no llegó a celebrarse, sino en el hecho de haberse 
ejecutado unas obras por la firma PAVIMENTOS AMERICA LTDA a instancias y 
por instrucciones de la CAJA DE VIVIENDA POPULAR. (Sentencia del 4 de julio 
de 1997) 
 
Siguiendo la línea planteada por el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
en sentencia de 29 de enero de 1998 se reiteró: 
Frente a las situaciones de hecho que suelen ocurrir antes de suscribir los 
contratos y que son determinantes de daños al particular, […] se configura la 
responsabilidad del Estado y hay lugar al reconocimiento de los daños y perjuicios 
en aplicación de la teoría del enriquecimiento sin causa, donde desde luego ocupa 
un lugar preponderante la confianza que en la parte se haya suscitado, dentro de 
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la etapa previa al perfeccionamiento del negocio jurídico. (Tesauro, s.f., numeral 
7.2) 
Durante algunos años el desarrollo del Consejo de Estado se centraría en ratificar la 
posición que se explicó sin generar variaciones considerables, esto puede ser 
evidenciado en la Sentencia del 30 de Noviembre de 2000; dicho periodo se mantuvo 
en relativa calma, pero esta tesis nuevamente entraría en la palestra con la Sentencia 
dictada el 29 de agosto de 2007 en el expediente 15.469 con ponencia de Mauricio 
Fajardo Gómez, donde, con fundamento en el principio de la buena fe y la equivalencia 
de las prestaciones mutuas, admitió el reconocimiento del enriquecimiento sin causa en 
caso de obras adicionales solicitadas por la entidad demandada y no pagadas por 
ausencia de un contrato estatal, siempre y cuando dicha omisión se hubiere generado 
exclusivamente por el obrar de la Administración Pública. 
En este sentido, la alta corporación expuso que so pretexto de la ausencia de 
formalización de los trabajos adicionales por causas atribuibles a la Administración, no 
debe quedar vulnerado el principio de bona fidesy, tampoco se debe dar el detrimento 
económico del contratista; cuyo comportamiento fue el de colaborar de buena fe y 
entregar una obra que satisficiera las peticiones del contratante. Esto no significa que se 
esté tolerando la práctica sistemática de ejecutar obras sin que se hayan cumplido los 
requisitos legales que establece la ley, empero esta regla no es absoluta, en tanto que 
cada caso en particular debe examinarse en su contexto para mirar la consecuencia que 
esta omisión puede ocasionar para el contratista que actúa en buena fe. Vale la pena 
decir que en este caso las obras adicionales eran imprescindibles para el desarrollo del 
contrato, así lo dice: 
Eran obras esenciales e inherentes a la infraestructura misma que fue construida, 
es decir, son de su naturaleza, toda vez que para acometer la obra principal 
resultaba indispensable realizarlas de manera previa o concomitante o de lo 
contrario resultaría imposible cumplir con la ejecución de la obra contratada. 
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En este caso concreto, es necesario que se reconozca el pago de las obras 
ejecutadas honrando el principio de bona fides y la equivalencia de las 
prestaciones mutuas que orientan la contratación, que deben orientar la relación 
contractual, debido a que en este caso especial la no firma previa del contrato no 
puede ser un pretexto para que la administración no pague. (Sentencia del 29 de 
agosto, 2007) 
 
Luego de que el Consejo de Estado hubiere planteado una tesis negativa respecto a 
la responsabilidad del Estado por hechos cumplidos, la Corporación profirió una 
sentencia por medio de la cual retomó la posición anterior, a través de está se pronunció 
acerca de la procedencia de la compensación a favor del particular que hubiere sufrido 
un detrimento patrimonial por la prestación de un servicio, la entrega de bienes o la 
ejecución de obras a favor del Estado, sin la mediación de un vínculo contractual, así 
como de la autonomía de la actio in rem verso para perseguir dicha pretensión, tal como 
pasa a exponerse: 
Como se pudo observar, en este tema en particular han sido muchas las posisiones 
fijadas por la Sala. En virtud de la tesis positiva, la Sala tomando como base el principio 
del enriquecimiento sin causa reconoció la reparación integral del daño causado por la 
Administración, cuando la empresa demandante ya había desarrollado trabajos sin que 
se hubiere suscrito previamente un contrato por parte de la administración.  
A pesar de ello, la Sala en la Sentencia 14669 de 2007 cambió su planteamiento y 
estableció su criterio alrededor del principio de enriquecimiento sin causa, aseverando 
que su naturaleza es fundamentalmente compensatoria y no con objeto de 
indemnización; pues no se busca la reparación de un daño sino de devolver el equilibrio 
del patrimonio que se vio perjudicado con el acto, lo importante es que sea en la misma 
cuantía en que se afectó el patrimonio del demandante, o lo que aumentó el patriminio 
del demandado (enriquecimiento). Por tanto, no habrá desenbolso de otra naturaleza 
como utilidades o intereses de capital, pues desnaturalizaría el principio de 
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enriquecimiento sin causa al desbordar las pretenciones con que fue creado 
jurídicamente.Teniendo en cuenta lo anterior, se pude inferir que en los casos que 
tengan las características del que se está estudiando, cuando la acción que es llevada 
a cabo es la de in rem verso, el demandante no será receptor de rentas ni ingresos de 
capital que hubiera obtenido en forma tardía (en caso de que así sea) (Sentencia 15662, 
2009). 
Asimismo, en Sentencia calendada el 22 de julio de 2009, expediente 35026, el 
máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo retomó y reiteró la tesis positiva, 
pronunciamiento de suma importancia a través del cual expuso que la sala regresa a la 
línea jurisprudencial de acuerdo con la cual el enriquecimiento sin causa es causal de 
obligaciones, por lo que se abre la posibilidad de que en algunas situaciones la 
responsabilidad estatal sea demandada por parte de particulares o recíprocamente, con 
el fin de reparar la estabilidad del patrimonio que sufrió afectaciones a causa de un 
traslado patrimonial sin justificación. 
Si se examina este aspecto minuciosamente, se infiere que todo persona natural debe 
respetar las leyes fijadas en el ordenamiento jurídico colombiano, asimismo, las 
entidades contratantes están en la obligación de honrar los contratos y cumplir con la 
normatividad y lo expuesto en los preceptos jurídicos. Sin embargo, hay que dejar en 
claro que la Sala considera que la administración pública debe ser más cuidadosa con el 
respeto a la ley que los particulares, por tanto no es conveniente analizar con la misma 
lupa a particulares y entidades contratantes. “Lo anterior, por cuanto, si bien el particular 
debe someterse a los preceptos de naturaleza obligatoria –que no admiten convención 
en contrario” (Sentencia 35026, 2009, sección tercera), dejando claro que el principal 
receptor de protección siempre será el particular, por encima de la protección 
constitucional que se ofrezca a la entidad pública.  
En efecto, a pesar de que el particular debe cumplir con sus deberes y apegarse 
siempre a la ley y las normas de contratación estatal, no es posible conferir un disvalor 
a la conducta del sujeto de derecho en el ámbito privado que, motivado por un acto previo 
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de la administración, lo conduce a llevar a cabo una obra sin que se haya firmado un 
contrato. El juez, en estos casos, se ve en la obligación de ponderar el comportamiento 
del sujeto de derecho público (administración) frente al particular, pues en muchas 
ocasiones, es por culpa de la administración que el sujeto de derecho privado motiva al 
sujeto de derecho a que preste un servicio sin previa firma de contrato, lo que provoca, 
prima facie, un enriquecimiento injusto. 
En consecuencia, si bien podría afirmarse que el particular en estos eventos 
cohonestó la situación irregular en materia de contratación pública, la cual generó de 
paso el empobrecimiento en el que se sitúa, no puede desconocerse que el primer 
obligado a acatar las disposiciones contractuales de selección objetiva, y de 
perfeccionamiento contractual, es el propio Estado, motivo por el cual si éste a través de 
sus representantes impele el interés del particular a  realizar o ejecutar una determinada 
prestación, sin que exista contrato de por medio, se impone, correlativamente, la 
obligación de recomponer el traslado abusivo e injustificado que se produjo, 
patrimonialmente hablando, de un sujeto a otro. (Sentencia 35026, 2009, sección tercera) 
Finalmente, es relevante citar la sentencia adiada el 26 de mayo de 2010, expediente 
29402, por medio de la cual se presentan las siguientes conclusiones respecto de la 
tesis positiva del enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad estatal, “[la 
tesis positiva] se encuentra fundada en el reconocimiento económico al particular que 
hubiere sufrido un menoscabo de su patrimonio como consecuencia de la ejecución de 
prestaciones en favor de la Administración” (Valencia & Ortiz, 2004, p. 311), pese a lo 
anterior, la administración se opone a pagar el valor correspondiente por los trabajos 
realizados, esta es la causa principal del enriquecimiento patrimonial injusto. 
Paralelamente se identificó la responsabilidad del Estado por los perjuicios generados 
a un sujeto por hechos perpetrados antes de oficiar el contrato con base en el principio 
de la confianza legítima que recae en el Estado por parte del agraviado, y en otros 
eventos condenó al pago teniendo en cuenta el precepto de la buena fe fijado en la 




La presente posición tiene su fuente en la Sentencia 1999-01968 de 2006, expediente 
No. 25662, en la que se planteó la improcedencia de la aplicación de la teoría del 
enriquecimiento sin causa en situaciones en las cuales se ejecutan prestaciones sin 
soporte contractual. Además se planteó la premisa de que las normas contractuales eran 
de estricto cumplimiento para los particulares como para la Administración, dando 
aplicación a la presunción general del conocimiento de la ley. 
Sobre el punto, el Consejo de Estado sostuvo que la teoría del enriquecimiento sin 
causa no se erige como una obligación per se, dado que debía analizarse el trasfondo 
de la realidad ocurrida; si no se hace esto podrían darse situaciones fácticas 
desconociendo normativa contractual vigente, y esto generaría que seguidamente se 
haga el reconocimiento económico invocando la actio de in rem verso. 
Adicionalmente, otra de las razones que manifestó la Sala para no aplicar la teoría del 
enriquecimiento sin causa se basó en la naturaleza subsidiaria de la actio de in rem 
verso, en temas donde se llevaron a cabo prestaciones no concertadas en el contrato. 
Además, la Sala aseveró que en este caso el ordenamiento jurídico garantizaba a los 
funcionarios prestadores de servicios de la Administración los deberes inherentes a la 
prestación, y en consecuencia el desequilibrio patrimonial acaecido se podría solucionar 
por una vía diferente al enriquecimiento sin causa. También agregó un punto 
fundamental: “En estos eventos, en los cuales se ejecutan prestaciones no pactadas en 
el contrato, el particular obró con pleno conocimiento de estar actuando sin protección 
del ordenamiento jurídico, conducta que no le permitía luego, alegar su propia culpa” 
(Ruiz, 2016, p. 48). 
Posteriormente, la sentencia expedida el 7 de junio de 2007, expediente 14669 
(Sentencia 14669 de 2007), se refirió al contenido y alcance de la tesis negativa, 




(i) La Sala reiteró el carácter subsidiario de la acción de in rem verso y advirtió 
que, para solucionar los problemas que se susciten cuando se ejecutan 
prestaciones sin existir previamente un contrato, o cuando no se satisfacen los 
requisitos para hincar su ejecución, existen otras figuras jurídicas que resultan 
procedentes al efecto. 
(ii) Advirtió sobre la necesidad de que concurran todos los elementos y 
condiciones que configuran la teoría del enriquecimiento sin causa para que sea 
aplicable, puesto que no basta con demostrar únicamente la existencia de un 
enriquecimiento correlativo a un empobrecimiento, puesto que la aplicación 
generalizada de la teoría ha comportado la omisión de requisitos especialmente 
relevantes, cuales son que “el desequilibrio patrimonial no tenga una causa 
jurídica”; que “mediante la pretensión no se eluda o soslaye una norma imperativa” 
y que “el actor no haya actuado en su propio interés ni haya incurrido en culpa o 
negligencia”. 
(iii) Señaló que en situaciones de incumplimiento de las obligaciones legales a 
cargo del Estado durante la etapa de formación del contrato estatal, debía 
acudirse a las figuras propias de la responsabilidad precontractual para que, frente 
a la prueba del daño alegado y de la imputación del mismo al Estado, por la 
violación de lo dispuesto en la ley contractual y de los principios orientadores de 
dichas relaciones, entre ellos el de buena fe, se declarara la responsabilidad y se 
obtuviera la consecuente condena con indemnización plena de todos los 
perjuicios. 
(iv) De igual manera destacó la culpa exclusiva del particular quien 
negligentemente ejecuta prestaciones sin contrato, obrando por su cuenta y a 
sabiendas de que no hay siquiera una relación precontractual, evento en el cual 
está eludiendo claramente la aplicación de las normas que rigen la formación, 
existencia y ejecución de los contratos estatales y, por lo tanto, el daño que 
soporta proviene exclusivamente de su propia actuación. 
v) Precisó aquellos eventos en que la situación es generada por la concurrencia 
de acciones u omisiones provenientes tanto del ente público como del particular, 
115 
 
como cuando el contrato no es ejecutable por la falta de alguno de los requisitos 
pero el particular ejecuta prestaciones con el beneplácito de la Administración, en 
la confianza de que prontamente todo se regularizará.  
En este caso el daño proviene de la intervención concurrente de la entidad y del 
particular; de la primera porque desatiende la obligación legal de abstenerse de la 
ejecución hasta que se cumplan los requisitos legales correspondientes, y del 
particular porque, al estar igualmente sometido a dichas normas imperativas, no 
debe iniciar la ejecución de un contrato que está suspendido legalmente y por 
ende, no configura la responsabilidad exclusiva de la entidad pública frente a los 
daños derivados del no pago de las prestaciones ejecutadas. (Como se citó en 
Ruiz, 2016, pp. 48-50) 
 
Lo expuesto no fue aislado ni constituyó excepciones a la línea jurisprudencial que se 
ha discutido, por el contrario, se afincó con la Sentencia 15079 del 30 de julio del 2008 
C.P. Ramiro Saavedra Becerra, en donde retomó la improcedencia de la teoría del 
enriquecimiento sin causa en presencia de controversias contractuales, explicó los 
presupuestos de dicha teoría y concluyó su inconducencia cuando el daño no es 
imputable a la entidad demandada,  lo cual explicó advirtiendo que tal como lo ha 
expuesto en repetidas ocasiones la jurisprudencia colombiana, invocar la teoría del 
enriquecimiento sin causa obliga a la concurrencia de todas las condiciones que la 
constituyen, por tanto no es suficiente que se demuestre que solo la existencia  de un 
enriquecimiento correlativo a un empobrecimiento patrimonial del Estado. 
Igualmente, el Consejo de Estado consideró que la aplicación de la teoría del 
enriquecimiento injusto para resolver situaciones como las que se están estudiando, ha 
conllevado a que no se tengan en cuenta requisitos de alta trascendencia, tales como 
los siguiente:  
El desequilibrio patrimonial no tenga una causa jurídica; que mediante la 
pretensión no se eluda o soslaye una norma imperativa y que el actor no haya 
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actuado en su propio interés ni haya incurrido en culpa o negligencia. En este caso 
existe intervención concurrente de la entidad y del particular en la producción de 
los daños que se alegan; de la primera porque desatiende la obligación legal de 
abstenerse de la ejecución hasta que se cumplan los requisitos legales 
correspondientes, y del particular porque, al estar igualmente sometido a dichas 
normas imperativas, no debe iniciar la ejecución de un contrato que está 
suspendido legalmente, pues la circunstancia de que la entidad no hubiese 
cumplido con la obligación de adelantar los trámites administrativos necesarios 
para que el contrato celebrado sea ejecutable, no lo habilita para iniciar su 
ejecución y por ende, no configura la responsabilidad exclusiva de la entidad 
pública frente a los daños derivados del no pago de las prestaciones ejecutadas. 
(Sentencia del 29 de agosto de 2007, numeral 7.4) 
Es pertinente mencionar que en el campo de la responsabilidad contractual se debe 
hacer el análisis del objeto y de las condiciones del cumplimiento del contrato, con el 
objeto de establecer si la obligación que el demandante solicita está contenida en el 
texto del contrato; dicho ejercicio no resulta procedente para acceder a las pretensiones 
formuladas, toda vez que como se indicó, el alegado contrato no se perfeccionó y por 
ende no produjo efectos.  
La situación analizada se debe resolver mediante el análisis de los elementos que 
determinan la responsabilidad patrimonial del Estado, sin perder de vista que en este 
caso tanto la entidad como el particular omitieron el cumplimiento de lo dispuesto en la 
ley para lograr el perfeccionamiento del contrato y para que fuese ejecutable.  
Para deducir la responsabilidad que se demanda debe demostrarse i) el daño, 
consistente en la privación del pago del valor de lo ejecutado y ii) que el mismo es 
imputable a la entidad demandada, porque se produjo por su acción u omisión. Esta 
verificación también comprende el análisis del comportamiento del que se considera 
damnificado, con miras a definir si su comportamiento tuvo incidencia o no en la 
producción del daño, toda vez que dicha concurrencia podría definir, según su grado de 
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influencia, la disminución del valor correspondiente a la indemnización, conforme lo 
prevé el Código Civil. 
Se precisa igualmente, que si se comprueba la existencia de los elementos que 
determinan la responsabilidad del Estado, debe declararse e imponerse la condena al 
pago de la indemnización de los perjuicios, en el entendido de que la fuente de esta 
obligación no es el contrato, pues como el mismo no se perfeccionó, no genera las 
obligaciones en él contenidas. (Sentencia 15079, 2008, Artículo 2.357) 
Con lo anterior, solo queda pendiente el entendimiento de la teoría intermedia en 
donde se condensan algunas posiciones de las tesis antes expuestas, para convertirse 
en raciocinios eclécticos, razón por la cual es forzoso reiterar las últimas posiciones 
expuestas por el Consejo de Estado al querer replantear la tesis positiva luego de las 
anteriores posiciones restrictivas. 
Posición de Balance o Teoría Intermedia 
Una vez expuestos los avances y distintos puntos frente a las tesis positiva y negativa 
del enriquecimiento sin causa en materia de hechos cumplidos que con el paso del 
tiempo se acuñaron para Colombia, es el momento de citar las sentencias que han hecho 
el balance entre ambas posiciones y que a hoy se constituyen en la idea de mayor 
usanza. 
Así, en sentencia 15662 del 29 de enero de 2009, la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, C.P Myriam Guerrero de Escobar, hizo un recuento histórico del tema haciendo 
énfasis sobre los siguientes puntos: (i) la existencia y autonomía de la actio in rem verso 
para obtener la compensación por el enriquecimiento sin causa derivado de los hechos 
cumplidos en materia contractual, (ii) el carácter compensatorio que se deriva de la 
pretensión de enriquecimiento sin causa, por lo cual no hay lugar a reclamar la reparación 




Siguiendo el mismo derrotero, meses más tarde en Sentencia 35026 del 22 de julio 
de 2009, el Dr. Enrique Gil Botero expuso eruditamente los distintos puntos sobre los 
cuales había sido analizado el tema objeto de estudio y, tras analizar pros y contras de 
ambas teorías, apoyado en el proveído que le hace antecedente, expuso:  
Todo particular debe respetar las normas –de orden público– consagradas por el 
ordenamiento jurídico, y que tanto aquél como las entidades contratantes deben 
velar por el cumplimiento de los preceptos jurídicos; no obstante, debe insistirse, 
es respecto de la administración pública que se hace más exigente el principio de 
legalidad, razón por la que, en cada caso concreto habrá de analizarse de manera 
independiente y autónoma la conducta asumida por el particular y por la entidad 
contratante. 
 
Adicionalmente se indicó que el medio idóneo para invocar el enriquecimiento sin 
causa es la actio in rem verso, la cual tiene un carácter subsidiario, excepcional y 
de rango compensatorio, a diferencia de las acciones de reparación directa y 
contractual. (Sentencia 35026, 2009, p. 1) 
 
En vista de las diversas controversias surgidas en el seno de la Sección Tercera del 
Consejo de Estado sobre el tema objeto de estudio, la alta Corporación emitió la 
sentencia de unificación de fecha 19 de noviembre de 2012, expediente No. 24897, C.P. 
Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, a través de la cual expuso que para este efecto, 
por regla general el enriquecimiento sin causa,  y en consecuencia la actio de in rem 
verso, que en el derecho colombiano es un principio general, tal como lo aseguró la Corte 
Suprema de Justicia  basándose en el artículo 8º de la Ley 153 de 1887, y expuesto 
expresamente en el Art. 831  del Código de Comercio, no pueden ser esgrimidos para 
solicitar el pago de obras o servicios prestados sin la previa firma de un contrato estatal 
(Sentencia del 19 de noviembre de 2012). 
No obstante lo anterior, señaló las hipótesis en las que resultaría procedente aplicar 
la teoría del enriquecimiento sin causa para obtener la compensación por los servicios 
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prestados u obras ejecutadas sin que medie contrato alguno, las cuales tienen carácter 
excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva (Sentencia del 
19 de noviembre, 2012): 
a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue 
exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular 
afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium 
constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el 
suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un 
contrato estatal o con prescindencia del mismo. 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, 
suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una 
amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este 
que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad 
personal,  urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y 
manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y 
adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de 
los correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente 
acreditadas en el proceso contencioso administrativo, verificando en todo caso 
que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido 
realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las 
circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación. 
c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia 
manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la 
ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato 
escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no 
esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 




Frente a la acción procedente para reclamar este tipo de pretensiones, la citada 
providencia indicó que debía acudirse al medio de control de reparación directa por que 
“mediante esta se puede demandar la reparación del daño y esto es precisamente lo que 
padece quien se ve empobrecido si quien correlativamente se enriquece sin una causa 
que lo justifica” (Brewer & Santofimio, 2013, p. 38). 
En concordancia con lo anterior, se dejó sentado que el reconocimiento judicial del 
enriquecimiento injusto y de la actio de in rem verso, en estos casos atípicos se debe 
materializar con la salvedad de que este es en esencia de naturaleza compensatoria, por 
tanto si prospera la acción del demandante, solo podrá acceder a la cuantía del 
enriquecimiento. 
Es de suma importancia resaltar que en la sentencia de unificación se limitó los casos 
en los cuales era procedente la compensación en materia de enriquecimiento sin causa, 
atendiendo el desarrollo de la buena fe, indicando que para estos efectos era aplicable 
la buena fe objetiva, consistente en que en las fases negociales lo relevante no es la 
creencia o el convencimiento del sujeto de estar actuando conforme a derecho, sino su 
efectivo y real comportamiento ajustado al ordenamiento y a los postulados de la lealtad 
y la corrección. 
Adicionalmente, se debe tener en cuenta que  la buena fe objetiva que se debe 
plasmar en el contrato se origina en unos fundamentos jurídicos que no son 
estrictamente positivos, sino que se inspira además en los preceptos que se desprenden 
del régimen jurídico superior, puesto que buscan el interés general por encima del 
particular y todos los valores democráticos que garanticen una calidad de vida para sus 
asociados, tales como la iniciativa privada, la participación de la sociedad, la paz y la 
justicia; de tal forma que se logre la seguridad jurídica  de forma general.  
Bajo ese entendido, esta sentencia en un desarrollo formalista, defendiendo el 
contractualismo y atacando la prevalencia del derecho sustancial sobre la forma, dijo que 
el creer estar actuando de acuerdo a lo establecido en el ordenamiento jurídico no debilita 
los mandatos imperativos de la legislación con el fin de encontrar una justificación para 
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su omisión; y menos aun cuando esta ley determina que un error en los referente al 
derecho es considerado una presunción de mala fe, la cual no permite prueba de lo 
contrario. (Sentencia del 19 de noviembre de 2012) 
Asimismo, en la providencia de unificación se consideró: 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39  y  41 de la Ley 80 de 1993, los 
contratos estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la 
solemnidad del escrito, excepción hecha de ciertos eventos de urgencia manifiesta 
en que el contrato se torna consensual ante la imposibilidad de cumplir con la 
exigencia de  la solemnidad del escrito (Ley 80 de 1993 artículo 41 inciso 4º). En 
los demás casos de urgencia manifiesta, que no queden comprendidos en ésta 
hipótesis, la solemnidad del escrito se sujeta a la regla general expuesta. 
(Tesauro, s.f., párr. 3) 
Sin perjuicio de las consideraciones respecto a la unificación que ocupó las cuartillas 
antecesoras y en una apuesta un poco más liberal, en Sentencia 1999-00161 de 2013, 
consejero ponente Enrique Gil Botero, generó una alternativa amplia y flexible respecto 
de la procedencia de reparación de perjuicios por la aplicación de hechos cumplidos, 
abriendo nuevamente el compás de discusión en un tema que se creyó zanjado y 
respecto del enriquecimiento sin causa consideró que su procedencia no se debía 
solamente a los casos descritos. 
Exponiendo que dicha posición tiene como propósito hacer que la teoría del 
enriquecimiento sin causa trascienda hacia un escenario más justo, donde no se 
responsabilice solo a aquel que provoque el desplazamiento económico sin justificación. 
Además, en caso de presentarse liberalidad, engaño o dolo por parte de la persona, este 
asumirá el perjuicio; no obstante, si es la entidad pública la que provoca el hecho y a su 
vez recibirá beneficio (en mayor medida cuando promete legalizar el desplazamiento en 
el futuro) debe cancelar el costo del trabajo que recibe. 
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En sentencia más reciente, la Sala Plena de la Sección Tercera señaló que la 
posibilidad de ordenar la compensación por enriquecimiento sin causa se circunscribe, 
entre otros, a los siguientes tres supuestos, con los cuales el ponente del caso sub iudice 
está parcialmente de acuerdo –ver salvamento parcial de voto a dicha providencia-, 
porque considera que además de esos casos existen otros igualmente evidentes. 
(Sentencia 1999-00161, 2013, párr. 7) 
Con el paso de los años la teoría intermedia que tomó fuerza mediante la unificación 
jurisprudencial ya referenciada ha sido afincada en sus aspectos tanto procesales como 
sustanciales en las siguientes sentencias: 28.570 del tres (03) de marzo de 2014 
(Sentencia del 3 de marzo de 2014), 36.840 del 30 de noviembre de 2016 (Sentencia 
2005-00196/36840 de 2016) y 35.555 del ocho (08) de julio de 2016 C.P. Ramiro Pazos 
Guerrero (Sentencia del 8 de julio de 2016). 
De igual manera, para reafirmar la teoría contenida en la ratio decidendi de unificación, 
sentencias como la 45.448 del 14 de septiembre de 2016 (Sentencia 45448 de 2016) y 
la 29.869 del 27 de enero de 2016 (Sentencia 29869 de 2016), confirman las causales 
de procedencia, enfocando esta última su fuerza argumentativa respecto de la actio de 
in rem verso en la prestación del servicio de salud para evitar una amenaza o una lesión 
inminente e irreversible, la urgencia y necesidad de prestación de este servicio, la 
imposibilidad de planificar y adelantar procesos de contratación en la premura para 
prestar correctamente un servicio, cumpliendo con esto lo que se ha constituido una regla 
de interpretación, para lo cual explicó en cuanto a la prestación de servicios de salud sin 
cumplir con los requisitos legales fijados en el régimen de contratación estatal, la 
excepción b) definida en la sentencia de unificación puede entenderse como una acción 
para proteger el derecho fundamental a la salud. El consejero menciona que para la 
Corte Constitucional “El derecho a la salud es, autónomamente, un derecho fundamental 
y en esa medida, la garantía de protección debe partir de las políticas estatales, de 
conformidad con la disponibilidad de los recursos destinados a su cobertura” (Sentencia 
T-760, 2016, numeral 3.2.1.4). 
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Asimismo, la Corte establece que reconocer la salud como derecho fundamental bajo 
el contexto constitucional de Colombia concuerda con la protección de este derecho a 
nivel internacional, razón por la cual el Estado y todos los particulares encargados de 
prestar estos servicios deben hacerlo bajo los principios de continuidad e integralidad. Y 
es en ese sentido que dicha entidad acepta la excepción de que la prestación de servicios 
de salud se haga sin cumplir los requisitos legales establecidos en el régimen de 
contratación estatal, siempre y cuando este servicio vaya dirigido a evitar lesiones o 
amenazas apremiantes y definitivas al derecho a la salud. De igual forma la Corte hace 
la salvedad de que es necesario que la urgencia presentada anule la posibilidad de que 
la entidad pública y su contratista puedan realizar el debido proceso de contratación. De 
este modo se evidencia que la Corte no trata de justificar el olvido o la negligencia de las 
partes, sino de que estas tengan un amparo ante contingencias; y además se manifiesta 
la relevancia del principio de planeación bajo el cual las acciones referidas a los contratos 
del Estado no deben llevarse a cabo de forma improvisada (Sentencia T-760, 2016). 
Ahora bien, aunque el legislador no ha tipificado la planeación de manera directa en 
el texto de la Ley 80 de 1993, su presencia como uno de los principios rectores del 
contrato estatal es inevitable y se infiere de los artículos 209, 339 y 341 constitucionales; 
de los numerales 6,7 y 11 a 14 del artículo 25, del numeral 3 del artículo 26, de los 
numerales 1 y 2 del artículo 30, todos de la Ley 80 de 1993; y del artículo 2º del Decreto 
01 de 1984, según los cuales para el manejo de los asuntos públicos y el cumplimiento 
de los fines estatales, con el fin de hacer uso eficiente de los recursos y desempeño 
adecuado de las funciones, debe existir un estricto orden para la adopción de las 
decisiones que efectivamente deban materializarse a favor de los intereses comunales. 
(Sentencia 29869, 2016, p. 2) 
Visto lo anterior, en el presente capítulo se desarrolló la comprensión del tema objeto 
de estudio, el cual se encuentra fuertemente influenciado por la línea jurisprudencial 
emitida por el Consejo de Estado sobre la materia, conllevando de forma obligatoria a 
usar en el acápite final los elementos que han brindado algunos salvamentos de voto en 
las líneas jurisprudenciales descritas y de la mano de los principios en choque, con la 
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finalidad de plantear una tesis propia que no limite la aplicación del principio de no 
enriquecimiento sin causa y permita dar un mejor desarrollo constitucional a los principios 
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CAPÍTULO VI. TENSIÓN DE PRINCIPIOS EN MATERIA DE HECHOS CUMPLIDOS 
Para finalizar, se realiza un recuento de los principios de buena fe, igualdad y equidad 
frente a los de legalidad y transparencia que se ponderarán para así generar una tesis 
propia respecto a la responsabilidad del Estado en asuntos de hechos cumplidos. 
Buena fe, igualdad y equidad 
A continuación se desarrolla brevemente los principios que han sido significativos al 
momento de defender y plantear por doctrinantes y jurisconsultos la responsabilidad del 
Estado en materia de hechos cumplidos, y los cuales se armonizan con los desarrollados 
en el primer capítulo que hacen referencia al Estado proteccionista y la calidad social de 
este. 
Buena fe 
De una manera general vale mencionar la buena fe como un principio rector del 
derecho y de la corriente constitucionalista colombiana, donde el ser humano realiza sus 
actuaciones conforme unas reglas de la moral socialmente establecidas, pudiendo decir 
además, retomando al Consejo de Estado en Sentencia del 29 de agosto de 2007, que 
el principio de la Buena Fe representa la base del relacionamiento jurídico, el cual obliga 
a los particulares a practicar algunos comportamientos y normas de convivencia, tanto 
en el ejercicio de sus derechos como en el cumplimiento de sus obligaciones.  
Por otra parte, la buena fe se define como la conducta social que se manifiesta en la 
lealtad en los tratos, la honestidad y la diligencia en el proceder; lo cual implica que las 
personas no defrauden la confianza que otros depositan en él, como tampoco abusar de 
ella; y honrar la palabra y preservar compostura en las formas jurídicas. Por supuesto, 
cualquier acción perpetrada por las partes que vaya en contravía de lo mencionado 




cuestionamiento la confianza depositada por la parte, lo cual se considera el fundamento 
del tráfico jurídico (Sentencia del 29 de agosto, 2007). 
En términos similares, la Corte Constitucional de Colombia en Sentencia C-1194 de 
2008, dijo que la jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de buena 
fe es el que oblica tanto a autoridades públicas como a particulares a comportarse bajo 
unos parámetros de honestidad, lealtad, y en general de acuerdo a las características de 
un ser humano correcto. En consecuencia, este principio supone relaciones de 
reciprocidad con relevancia en lo jurídico, y además tiene que ver con que la palabra 
dada goza de credibilidad, seguridad y confianza. 
Esta buena fe, doctrinaria y jurisprudencialmente ha sido vista desde dos 
concepciones, la primera que se conoce como buena fe subjetiva y que está enfocada 
en la parte interior de la persona y su creencia de estar actuando sin error alguno; y la 
segunda, la buena fe objetiva, que se predica del cumplimiento de los acuerdos 
realizados. 
La buena fe subjetiva, ha sido considerada como “un estado de ignorancia y error” 
que denota un estado de conciencia, un convencimiento […] y una íntima 
convicción […] de que una situación irregular es regular y de que no se está 
lesionando ningún derecho ajeno.(Neme, 2009, pp. 48-49) 
Con respecto a la buena fe objetiva, Neme (2009) citando otros autores, señala que 
debe ser entendida como “principio jurídico que introduce en el contenido de las 
obligaciones deberes coherentes con un modelo de comportamiento objetivo” (Cardilli, 
2004 citado por Neme, 2009, p. 49), el del “bonus vir”, que presupone que las personas 
actúan cumpliendo los deberes que emanan de su condición de miembros de un conjunto 
social y que sus actuaciones corresponden con lo que es aprobado por ese colectivo.  
Es claro, luego del analisis que se hizo en el capítulo anterior a la Sentencia de 
Unificación del 19 de noviembre de 2012, expediente No. 24897, C.P. Dr. Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa, que para el Consejo de Estado la responsabilidad estatal por la 




un contrato estatal debe ser analizada bajo los derroteros de la buena fe objetiva, pues 
para el órgano de cierre de nada sirve que el administrado tenga el íntimo 
convencimiento de su correcta actuación, dado que de dicha creencia no nacen 
obligaciones, sino que la misma es propia de situaciones posesorias más cercanas al 
derecho civil que a la responsabilidad estatal, y por lo tanto, para el órgano de cierre la 
buena fe subjetiva resulta ajena a las diferentes fases negociales, pues en ellas lo 
importante no es el convencimiento del particular, sino su concreta y verdadera conducta 
de acuerdo al ordenamiento jurídico y a los preceptos de la fidelidad y la cordura, lo que 
se consittuye como la aplicación acertada de la buena fe objetiva. 
Igualdad 
La igualdad en el entendido legal y constitucional hace referencia a que las cargas 
impuestas a los particulares son iguales para todos, razón por la cual desde el Estado 
se debe predicar trato indistinto a los particulares y garantizar idénticos derechos y 
oportunidades. Al respecto la Corte Constitucional  en sentencia T-8669 de 1993 dijo: 
“La igualdad de oportunidades en un mundo caracterizado por diferencias de todo tipo, 
se garantiza mediante la misma protección y trato de las autoridades, sin que haya lugar 
a discriminación” (Sentencia T-187, 1993, p. 1 ). 
Sin embargo, la igualdad en el trato es solo una de las manifestaciones del derecho a 
la igualdad que supone dar el mismo trato a iguales, lo que siempre se ha conocido como 
igualdad formal. Pero más allá de la protección del derecho a la igualdad, que no puede 
tener resistencia en un Estado que se pregona democrático, el tema se torna 
controversial en el momento que se trata de ofrecer una igualdad material en cuanto a 
compensación a un particular que carece de un vínculo contractual con el Estado, y que 
al margen de las normas que regulan la contratación estatal se ha aventurado a prestar 





El Consejo de Estado ha reconocido la aplicación de la teoría del enriquecimiento sin 
causa para obtener la compensación por los servicios prestados u obras ejecutadas sin 
que medie contrato alguno, pero ha dado un gigantesco retroceso sobre el tema, en la 
multicitada sentencia de unificación del año 2012, al restringir su aplicación a los tres 
casos puntuales que fueron explicitados en el capítulo anterior, y al deja por fuera de 
cobertura la infinidad de eventos diferentes al constreñimiento de la entidad pública, 
amenazas al derecho a la salud y situaciones que configuran una urgencia manifiesta; lo 
que resulta desconocedor de la igualdad material que debiera ser objeto de análisis en 
cada caso concreto, sin estandarizar la teoría del enriquecimiento sin causa, pues de 
esta forma, quedarían las decisiones de los jueces en el plano de la igualdad formal y no 
material. 
Equidad 
Entendible como aquella cualidad o exigencia en la cual a cada quien le será dado lo 
que le corresponda, y trae en su interior una carga con relación a la concepción de 
justicia, pues la imparcialidad se vuelve necesaria al momento de repartir cargas en 
determinada relación. 
Dicha definición se articula a modo complementario con la construcción realizada de 
responsabilidad estatal, generando un principio de no enriquecimiento sin causa de la 
Administración, tal como lo expuso el Consejo de Estado en Sentencia del 28 de octubre 
de 1976:  
[…] Porque las autoridades de la República no están instituidas para proteger a la 
gran mayoría de las personas residentes en Colombia sino a todas ellas. No quiere 
decir esto que no  pudiere causarse daño al interés privado cuando se hace 
necesario en bien del interés público, pero cuando esto ocurre, debe, en términos 
generales el Estado como administrador de los bienes sociales de la nación, 




causa de la comunidad a costa de un empobrecimiento injusto del particular. (p. 
2) 
Legalidad y transparencia 
De entrada cabe resaltar que los principios en comento hacen parte del desarrollo 
legal de la contratación estatal en Colombia, plasmados esencialmente en la Ley 80, por 
lo que inicialmente se sitúan del lado de la tesis negativa frente a la responsabilidad 
estatal en materia de hechos cumplidos. 
Legalidad 
Este principio puede ser definido como la prevalencia de la ley sobre cualquier tipo de 
actividad o función del Estado y sus agentes, en tal sentido, cualquier actuación emanada 
de una autoridad deberá estar en el marco legal. 
Así:  
El principio de legalidad tiene dos proyecciones, frente a los gobernantes y a los 
gobernados, los primeros porque su actuación está circunscrita a un régimen legal 
con una vertiente formal (respecto a la norma en sentido estricto) y una teleológica 
(entendida como el cumplimiento de la norma en el ejercicio de la función 
administrativa para la consolidación de los propósitos finales del Estado). Con la 
primera vertiente, quien ejerce funciones administrativas se mueve en los 
extremos de la norma jurídica, sea de carácter reglado o discrecional, y con la 
segunda se busca la satisfacción de los intereses generales y el bien común. 
(Amazo, 2007, p. 189) 
Desarrollando este principio, la contratación estatal en Colombia tiene una 
reglamentación fuerte, buscando con ello que cualquier actuación del Estado y de los 
particulares en materia negocial, esté amparada, protegida y sobre todo controlada por 




contratación que no se ciña a los postulados que la regulan, pueda estar viciada de 
ilegalidad. 
Es tan fuerte la reglamentación de la contratación estatal que en materia de hechos 
cumplidos no se cuestiona si quiera la inexistencia del contrato estatal -que siempre 
presupone la solemnidad de constar por escrito- y por ende es que en estos eventos la 
responsabilidad del Estado se debe analizar desde el punto de vista extracontractual; y 
entonces la discusión no puede darse desde la perspectiva del cumplimiento o no de las 
normas de la contratación estatal, sino de cara al canon superior del artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia, partiendo de una clara distinción entre la ilegalidad y 
la ilicitud, pues no todo lo ilegal es ilícito, aunque por supuesto todo lo ilícito supone 
ilegalidad, y para la teoría del enriquecimiento sin causa lo que excluye de 
responsabilidad es la ilicitud más no la ilegalidad. 
Transparencia 
Acerca del principio de transparencia el Consejo de Estado ha indicado: 
[Que] debe edificarse sobre las bases de i) la igualdad respecto de todos los 
interesados; ii) la objetividad, neutralidad y claridad de la reglas o condiciones 
impuestas para la presentación de las ofertas; iii) la garantía del derecho de 
contradicción; iv) la publicidad de las actuaciones de la administración; v) la 
motivación expresa, precisa y detallada del informe de evaluación, del acto de 
adjudicación o de la declaratoria de desierta; vi) la escogencia objetiva del 
contratista idóneo que ofrezca la oferta más favorable para los intereses de la 
administración". Con el objetivo de limitar la discrecionalidad del administrador 
público, se impone el cumplimiento de requisitos y procedimientos que garantizan 
la selección de la mejor propuesta para satisfacer el objeto del contrato a suscribir. 
En este orden de ideas, la suscripción del contrato debe estar precedida, de 
acuerdo con la letra del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 de un proceso de licitación 




[…] Es en desarrollo del principio de transparencia que se impone la obligación de 
realizar los procesos de licitación, concurso o contratación directa "sin tener en 
consideración favores o factores de afecto o de interés”. (Sentencia del 31 de 
enero de, 2011, pp. 7-9) 
Como se puede observar en la misma descripción que hace el Consejo de Estado la 
transparencia no es un fin en sí misma, sino que busca garantizar la imparcialidad del 
Estado a la hora de contratar y por ende, cuando se decide recibir el servicio, la entrega 
del bien o la realización de la obra de un particular específico, escogido directamente, se 
entiende lesionado este principio y ello es una cortapisa grande a la teoría del 
enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad estatal en materia de hechos 
cumplidos, pues la imparcialidad del Estado debe regir todas sus actuaciones, no solo 
aquellas relacionadas con la contratación estatal. 
No obstante: 
La legalidad y observancia de los procedimientos contractuales, obedece a la 
necesidad de que la ley, señale unos principios y pautas, encaminadas a 
garantizar la transparencia y selección objetiva, en la escogencia de los 
contratistas del Estado, por lo tanto, son las entidades públicas y los servidores 
(Art. 2 ley 80 de 1993) los obligados a respetar, de manera irrestricta, los medios 
para el perfeccionamiento de los contratos. (Sentencia del 7 de junio, 2007, párr. 
34). 
Ponderación de principios 
Una vez enunciados y descritos de manera etérea los grupos de principios que se 
contraponen al momento de analizar la posibilidad o no de aplicación de la teoría del 
enriquecimiento sin causa en materia de hechos cumplidos, y que por su contenido 
vienen ya matriculados necesariamente en uno de los dos extremos correspondientes, 
se procederá a su integración bajo un análisis que deje de lado el positivismo legalista y 




la Constitución Política de Colombia, para llegar a la conclusión de que es válida la 
aplicación del Enriquecimiento Sin Causa como título de imputación de responsabilidad 
patrimonial del Estado en materia de hechos cumplidos, a la luz del modelo de Estado 
Social de Derecho previsto en la Constitución Política de 1991. 
Vale decir que en cuestión de principios se deben anteponer aquellos contemplados 
en el régimen constitucional y sus interpretaciones, por encima de los que tomen su 
vertiente principal en la ley, de esta manera los principios de legalidad y transparencia, 
propios de las leyes y decretos que rigen la contratación estatal, deberán ser aplicados 
de manera armónica con los de buena fe, igualdad y equidad, que provienen 
directamente de la Constitución y su desarrollo por la Corte Constitucional respetando la 
correspondiente jerarquía constitucional.  
Así, entrando en materia se dirá que de ninguna manera las interpretaciones hechas 
respecto de los principios constitucionalmente reconocidos resultan totalmente válidas, 
cuando a estos pretende dárseles algún tipo de alcance que se traduzca en una 
regresión de los logros y conquistas jurídicas, aun cuando tal interpretación provenga del 
órgano de cierre de lo contencioso administrativo y el tema a tratar sea el de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, cuya decisión corresponde por asignación de 
competencias precisamente a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
Sin tener ánimo o pretensión de jerarquizar los principios que ya se han venido 
mencionando, para llegar a una conclusión que coincida con la tesis que se defiende es 
imposible desconocer que bajo el modelo de Estado Social de Derecho colombiano el 
principio de mayor importancia para el desarrollo temático que se ha planteado es el de 
equidad, pues bajo el modelo vigente el Estado es responsable patrimonial y 
extracontractualmente por enriquecimiento sin causa, precisamente en desarrollo del 
principio de equidad y justicia retributiva (Sentencia C-333,1996), pues esta figura es sin 
duda, “fuente de la obligación de compensar, con un objetivo muy concreto, a saber, la 
efectiva materialización del principio de equidad” (Sentencia del 19 de de noviembre, 




obligación estatal de garantizar los derechos de los individuos y de retribuirlos 
justamente, y de una válida y eficaz responsabilidad estatal. 
No se quiere decir con lo anterior que de forma automática siempre hay 
responsabilidad del Estado en materia de hechos cumplidos, pues la equidad no puede 
ser considerada de manera singular y aislada, por el contrario, debe relacionarse siempre 
con la buena fe y la igualdad como principios constitucionales, triada que guarda 
identidad con la teleología de la actio in rem verso, y más en materia de hechos 
cumplidos; pues lejos de dejar a los administrados en condiciones ventajosas pretende 
simplemente que de una manera sensata, al peculio del empobrecido retorne el capital 
necesario para mantener el orden legal constitucional sin incurrir en injusticia alguna, 
necesitándose también que el actuar de este haya sido de buena fe. 
Debe también decirse que los principios que rigen la contratación estatal y con 
carácter especial los de legalidad y publicidad que se han mencionado en este capítulo, 
son por supuesto de obligatorio cumplimiento, pero su control no puede trasladarse al 
particular, en tanto que la responsabilidad nace y subyace en la administración pública, 
mientras que el particular actúa bajo un interés propio y también legítimo, el cual es el de  
obtener una utilidad en ejercicio de su actividad económica. 
En aclaración de voto a la sentencia proferida por el Consejo de Estado el 30 de enero 
de 2013, radicación interna 19045, el Consejero Enrique Gil Botero consideró sobre el 
tema que si bien es obligación de los particulares cumplir la normatividad de orden 
público dispuesta en el ordenamiento jurídico, no es responsabilidad de ellos garantizar 
la legalidad de los procesos, puesto que la encargada de velar por la correcta ejecución 
de los contratos estatales es la entidad pública. 
No se pretende desconocer la obligación de los particulares de respetar y acatar el 
ordenamiento jurídico, pero resulta inadmisible que recaigan en ellos las consecuencias 
de la omisión en el ejercicio del autocontrol por parte de la administración a la hora de 
adquirir bienes, recibir obras o servicios de forma irregular, pues si incluso la nulidad 




evitar el enriquecimiento de una de las partes del contrato y el correlativo 
empobrecimiento de la otra, por aplicación del derecho a la igualdad material, en 
tratándose de hechos cumplidos,  es válida la aplicación de la misma figura del 
enriquecimiento sin causa, con el fin de evitar lesionar los derechos del particular cuando 
obró de buena fe, dejándolo al final en condiciones iguales a las del momento antes a 
saciar las necesidades del Estado y que no le fueron reconocidas ni fueron objeto de 
contrato alguno. 
Sobre las restituciones mutuas en materia de nulidad absoluta de contratos estatales, 
el Consejo de Estado ha expresado entre otros, en Sentencia del 18 de marzo de 2010 
lo siguiente: 
La nulidad absoluta del contrato hace desaparecer del mundo jurídico la relación 
que nació viciada -o la cláusula pactada cuando el vicio de nulidad absoluta recae 
solamente sobre alguna de ellas-, para que las cosas vuelvan al estado en que se 
encontraban antes de la expedición del acto o contrato anulado; cada una de las 
partes está en el deber de devolver a la otra aquello que ha recibido como 
prestación durante la vigencia del acto contractual”.(Sentencia 1994-007, 
2010, párr. 20) (Subraya y negrilla no hacen parte del texto original) 
La buena fe es uno de los ejes centrales para resolver la dilemática relacionada con 
la aplicación de la figura del enriquecimiento sin causa en materia de hechos cumplidos, 
puesto que como ya se dijo en el capítulo anterior el Consejo de Estado en la Sentencia 
de Unificación del año 2012 aplica la buena fe objetiva a la hora de definir si hay lugar o 
no a reconocer la compensación a favor del particular en eventos de enriquecimiento sin 
causa por hechos cumplidos. 
En este punto, resolviendo la tensión de principios, es necesario recordar que la buena 
fe consagrada en el artículo 83 de la Carta Política, se presume en todo tipo de actuación 
que los particulares adelantan ante las autoridades públicas, sin hacer ninguna distinción 
entre buena fe objetiva o subjetiva, por lo cual, ambas deben gozar de la misma 




hacer tal distinción, como lo explica Conto Díaz del Castillo en su salvamento de voto, al 
decir: 
Cabe acá enfatizar, que la distinción entre buena fe objetiva y buena fe subjetiva 
resulta, desde el punto de vista conceptual, problemática y discutible, en el sentido 
de que quien obra de buena fe lo hace, precisamente con la absoluta conciencia 
de haberse comportado leal y honradamente (buena fe subjetiva) al paso que con 
el total convencimiento de haber respetado la legalidad (buena fe objetiva). 
Puestas de esta manera las cosas siempre habría un resquicio de subjetividad 
imposible de descartar tanto en uno como en otro caso; de lo contrario, la figura 
prevista en el artículo 83 superior sería inoperante en un sinnúmero de supuestos 
respecto de los cuales siempre tendría que operar el principio contrario, esto es la 
presunción de mala fe. (Sentencia del 19 de de noviembre, 2012, p. 61). 
Conclusiones. 
Corolario de lo anterior, es posible concluir, haciendo una interpretación armónica de 
los principios enunciados y de cara a la responsabilidad del Estado derivada de los 
hechos cumplidos, lo siguiente: 
1. El enriquecimiento sin causa es reconocido por la Constitución y la jurisprudencia 
tanto del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional como un hecho 
generador de responsabilidad estatal, concretamente en la obligación de 
compensar en aplicación del artículo 90 superior y del principio de equidad. 
 
2. Los principios que rigen la contratación estatal son de obligatorio cumplimiento, 
pero su acatamiento debe ser controlado por las entidades públicas y sus 
funcionarios, sin que sea posible, bajo el modelo de Estado Social de Derecho, 
trasladar al particular las cargas de su inobservancia, específicamente con una 
sanción que le impida ser compensado por los hechos cumplidos de buena fe, 




para los hechos cumplidos en aplicación del principio de igualdad en sentido 
material. 
 
3. La buena fe, ya sea objetiva o subjetiva, habrá de presumirse de las actuaciones 
de los particulares que prestan servicios, entregan bienes o hacen obras a favor 
del Estado, sin la mediación de un contrato estatal, correspondiendo a quien 
alegue la mala fe desvirtuar aquella presunción. 
 
4. Pese a que los particulares o contratistas del Estado tienen la obligación de 
observar el ordenamiento jurídico, no tienen bajo su poder la garantizar la legalidad 
de los procesos adelantados por las entidades públicas, por tanto, no puede recaer 
en aquellos la omisión en el ejercicio del autocontrol que la Administración debe 
adelantar a la hora de contratar, máxime si se tiene en cuenta que si incluso la 
nulidad absoluta del contrato conlleva las restituciones mutuas, como no puede 
general tal consecuencia el enriquecimiento sin causa. 
 
5. La tesis vigente al interior del Consejo de Estado reconoce la figura del 
enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad estatal. Sin embargo, 
su condicionamiento a la demostración de la buena fe objetiva, lo cual es 
desconocedor de la presunción establecida en el artículo 83 superior y la 
circunscripción a los casos de urgencia manifiesta, temas de urgencias en salud y 
constreñimiento al particular por parte de la administración, desnaturaliza el propio 
principio de enriquecimiento sin causa así como la posibilidad de compensación a 
favor del contratista de buena fe. 
 
6. La circunscripción que hizo la sentencia de unificación del Consejo de Estado del 
año 2012 a tres casos específicos en los que tendría aplicación y validez la figura 
del enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad del Estado, pese a 




de las decisiones judiciales, al encasillar al Juez en un campo de acción que le 
impide el estudio de elementos lógicos y fácticos distintos, que a su vez le permitan 
valorar las condiciones concretas para lograr la tutela efectiva del derecho 
sustancial, cuando la realidad ha de demostrar que existirán casos distintos a los 
señalados por el órgano de cierre, en los que también se configura un 
enriquecimiento sin causa en favor del Estado y en perjuicio de un particular. 
 
7. Compartiendo los argumentos presentados en el salvamento de voto formulado 
por la consejera Díaz del Castillo a la multicitada sentencia de unificación, el hecho 
de ejemplarizar o enlistas los posibles casos en que puede presentarse la figura 
del enriquecimiento sin causa como fuente de responsabilidad estatal, impide la 
aplicación clara y armoniosa del principio de equidad, restándole fuerza y 
operatividad. En resumen, el mismo sustento legal que posibilita el principio de 
enriquecimiento sin causa habría permitido a los tribunales contencioso 
administrativos aumentar su comprensión de los casos y simultáneamente tomar 
determinaciones no mecánicas ni automáticas sin lugar a reflexiones; sino con un 
íntegro y minucioso conocimiento de la situación fáctica y jurídica de cada situación 
concreta. 
 
8. El principio de legalidad y transparencia en materia de contratación estatal es de 
suma importancia para la institucionalidad del País así como la defensa del 
patrimonio público, sin embargo, en tratándose de la responsabilidad del Estado 
por hechos cumplidos y al encontrarse configurados los elementos del 
enriquecimiento sin causa, debe darse plena aplicabilidad tanto a la presunción de 
buena fe consagrada constitucionalmente, así como a los principios de igualdad y 
equidad para la resolución de tales conflictos, sin que sea admisible enlistar o 
limitar los casos en que opera dicha figura. Además, debe tenerse en cuenta que 
para resolver estos asuntos, el Juez debe analizar la situación planteada en cada 




a realizar cuando se trata de un contratista recurrente del Estado no puede ser el 
mismo que se haga de aquel particular desprovisto que prestó un servicio o bien a 
la Administración.    
 
9. Desde esa óptica, es necesario que el juez de lo contencioso administrativo en 
cada caso particular estudie la situación en la que está el particular frente a la 
entidad pública desde lo fáctico y lo jurídico, todo con el propósito de identificar a 
través de la ponderación (aplicando el principio de proporcionalidad) si el primero 
es merecedor del reconocimiento compensatorio aunque haya habido 
desconocimiento del orden jurídico del contrato. Esto dado a que el rebalanceo de 
los traslados de patrimonio sin justificación es presupuesto por la teoría del 
enriquecimiento sin causa ante la inexistencia de otro medio legal para  requerirlo. 
 
10. El juez en estos casos deberá hacer una ponderación de derechos y darles el 
tratamiento de casos difíciles, tal como lo refería Dworkin citado por Bonorino 
(2011), para resolverlos como un “Juez Hércules” que aplique verdadera justicia 
material, aun cuando en ese proceso tenga que apartarse de la postura mayoritaria 
y vigente al interior del órgano de cierre, mientras esta cambia y reconoce en 
verdad la importancia del enriquecimiento sin causa como fuente de 
responsabilidad estatal en materia de hechos cumplidos, a la luz del modelo de 
Estado Social de Derecho que emana de la Carta Política de 1991 y en aplicación 
plena del principio de equidad.   
 
Debe recordarse que el “Juez Hércules", según Dworkin citado por Bonorino 
(2011): 
 
Es capaz de tener en cuenta todos los materiales relevantes y todas las cuestiones 
posibles que se podrían suscitar en un sistema jurídico, como el único capaz de 
determinar la existencia de una única respuesta correcta en un caso difícil. Como 




el que deberían dirigir sus actos los jueces mortales. En ese sentido, los jueces de 
carne y hueso deben considerar que la respuesta correcta será aquella que resulte 
apoyada con los mejores fundamentos, teniendo en cuenta los argumentos 
formulados y el conocimiento limitado del ordenamiento jurídico que un ser humano 
puede tener. (p. 58) 
 
11. Por último, tramitar la reclamación de un enriquecimiento sin causa a través de la 
reparación directa y no de la actio in rem verso es desconocedor de la autonomía 
de esta última, la cual, por virtud del principio de equidad está llamada a restablecer 
un equilibrio a manera de compensación, mientras que la tradicional acción de 
reparación directa, ahora medio de control de reparación directa, tiene un fin 
eminentemente indemnizatorio. Aunque ambas partan de la existencia de un daño, 
no comparten los mismos elementos que determinan su procedencia, pues 
mientras la prosperidad de una reparación directa depende de la existencia de un 
hecho, un daño antijurídico y un nexo de causalidad entre aquellos, la actio in rem 
verso requiere de un traslado patrimonial que enriquece a una parte y empobrece 
correlativamente a la otra sin que medie causa justificada, por lo que el análisis del 
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Anexo 1. Matriz de análisis categorial 
 
PROYECTO:  EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA COMO TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO COLOMBIANO POR HECHOS CUMPLIDOS A LA LUZ DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE 1991 
OBJETIVO DE LA MATRIZ: ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 
FECHA: 5 de julio de 2005 
ELABORADOR DE LA MATRIZ: Diana Carolina Méndez Bernal y Carlos Fernando Mosquera Melo 
MATRIZ DE ANÁLISIS DE SENTENCIAS 
Categorías Estado Social de 
Derecho 





Estado por hechos 
cumplidos 
Corte Constitucional 
Sentencia SU-747 de 
Como bien ha señalado 
esta Corporación, el 




1998, M.P. Dr. Dr. 
EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ 
Estado de Derecho 
Liberal y el Estado 
Social de Derecho se 
diferencian en la relación 
que construyen entre el 
Estado y los asociados: 
así, mientras que el 
primero busca ante todo 
limitar el poder, de tal 
manera que no pueda 
amenazar los derechos 
y libertades de los 
ciudadanos, el segundo 
acoge esa limitación del 
poder, pero también 
precisa que el Estado 
debe cumplir con unos 
fines en la sociedad, lo 
cual implica que 
intervenga en ella. La 
Constitución dentro de 
este último modelo de 
Estado representa un 
cuerpo armónico de 




cómo debe configurarse 
la comunidad social y 
política -, que debe 
encontrar su aplicación 
práctica, y ello produce 
tanto deberes para el 
Estado como para los 
asociados.  
CONSEJO DE 




Consejero Ponente Dr. 
RAMIRO SAAVEDRA 
BECERRA, Sentencia 
de 7 de junio de 2007, 
Exp. No. 52001- 23-31-
000-1995- 07018-01 
(14.669).  
 A diferencia de lo 
dispuesto en el 
Decreto Ley 222 de 
1983, la Ley 80 de 
1993 reguló el 
perfeccionamiento 
del contrato de una 
forma coherente con 
la significación 
gramatical y jurídica 
de este concepto, al 
disponer en su primer 
inciso que: “Los 
contratos del Estado 
se perfeccionan 
cuando se logra 
acuerdo sobre el 




objeto y la 
contraprestación y 
éste se eleve a 
escrito.” En tanto que 
en el inciso segundo 
reguló, en forma 
independiente, las 
condiciones para su 
ejecución, así: “Para 
la ejecución se 
requerirá de la 
aprobación de la 
garantía y de la 




salvo que se trate de 
la contratación con 
recursos de vigencias 
fiscales futuras de 
conformidad con lo 






De conformidad con 
lo dispuesto en la 
precitada norma, la 
existencia y el 
perfeccionamiento 
del contrato estatal 





definidos por el 
legislador como el: 
“acuerdo sobre el 




también que “éste se 
eleve a escrito” 
(elemento formal de 
la esencia del 
contrato). (Sentencia 
14669 del 7 de junio 










Sentencia C-644 de 
2011, M.P. Dr. Jorge 
Iván Palacio. 







fundamento en el 
principio de la 
garantía integral 
del patrimonio de 










perjuicio que sufre 
la víctima en su 







sin tener el deber 
jurídico de 
soportarlo; una 
acción u omisión 
imputable al 





obligaciones a su 
cargo dentro de 
las circunstancias 
de modo, tiempo y 
lugar en que han 
sido fijadas; y una 
relación de 
causalidad, para 















esto es, desde 
una perspectiva 
negativa, que el 
daño sufrido por la 
víctima no se 
derive de un 
fenómeno de 
fuerza mayor o 








Ver al respecto 
Sentencia de 
Septiembre 6 de 1935, 




sin causa, sin 





G. J. No. 1901 y 1902 
Tomo XLII, p. 587-606. 
Sala de Casación Civil 
puede existir 
aquel, a saber: -
Que exista un 
enriquecimiento, 





cual puede ser 
positiva o 
negativa. Esto 
es, no solo en el 
sentido de 
adición de algo, 
sino también en 
el de evitar el 
menoscabo de 
un patrimonio. -
Que haya un 
empobrecimient
o correlativo, lo 
cual significa 
que la ventaja 








sea que a 
expensas de 




aclarar que la 
ventaja del 
enriquecido 
puede derivar de 
la desventaja del 
empobrecido, o 
a la inversa, la 
desventaja de 
éste derivar de 
la ventaja de 
aquél. Lo común 
es que el cambio 



















que Produce el 
desplazamiento 
de un patrimonio 
a otro debe 
relacionar 
inmediatamente 
a los sujetos 
activo y pasivo 
de la pretensión 
de 
enriquecimiento, 




a exigir que la 
circunstancia 
que origina la 
ganancia y la 
pérdida sea una 
y sea la misma. - 
Para que el 
empobrecimient







sea injusto, se 
requiere que el 
desequilibrio 










de 1935, p. 474) 
 
 
Consejo de Estado, 
Sala Plena de la 
Sección Tercera, 
Sentencia de 
Unificación de fecha 
19 de noviembre de 
2012, con ponencia del 
Dr. Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa, 




actor: Manuel Ricardo 
Pérez Posada, 
Demandado: 
Municipio de Melgar. 
    La Sala Plena de la 
Sección Tercera 
admitió la hipótesis en 
las que resultaría 
procedente la actio de 
in rem verso sin que 
medie contrato alguno, 
las cuales Tienen el 
carácter excepcional y 
por consiguiente de 
interpretación y 
aplicación restrictiva, y 
de ninguna manera 
con la pretensión de 
encuadrar dentro de 
estos casos 
excepcionales, o al 




dentro de la regla 




mencionó. Esos casos 
fueron definidos en la 
sentencia de 
unificación, de manera 
excepcional y por 
razones de interés 
público o general, 
encontrando los 
siguientes: 
a) Cuando se acredite 
de manera fehaciente 
y evidente en el 
proceso, que fue 
exclusivamente la 
entidad pública, sin 
participación y sin 
culpa del particular 
afectado, la que en 
virtud de su 
supremacía, de su 
autoridad o de su 
imperium constriñó o 
impuso al respectivo 
particular la ejecución 




suministro de bienes o 
servicios en su 
beneficio, por fuera del 
marco de un contrato 
estatal o con 
prescindencia del 
mismo. b) En los que 




obras con el fin de 
prestar un servicio 
para evitar una 
amenaza o una lesión 
inminente e 
irreversible al derecho 
a la salud, derecho 
este que es 
fundamental por 
conexidad con los 
derechos a la vida y a 
la integridad personal, 
urgencia y necesidad 




de manera objetiva y 
manifiesta como 
consecuencia de la 
imposibilidad absoluta 
de planificar y 
adelantar un proceso 
de selección de 
contratistas, así como 






acreditadas en el 
proceso contencioso 
administrativo, sin que 
el juzgador pierda de 
vista el derrotero 
general que se ha 
señalado en el 
numeral 12.1 de la 
presente providencia, 
es decir, verificando en 




decisión de la 
administración frente a 
estas circunstancias 
haya sido realmente 
urgente, útil, necesaria 
y la más 
razonablemente 
ajustada a las 
circunstancias que la 
llevaron a tomar tal 
determinación. 
c) En los que 
debiéndose 
legalmente declarar 
una situación de 
urgencia manifiesta, la 
administración omite 
tal declaratoria y 
procede a solicitar la 
ejecución de obras, 
prestación de servicios 
y suministro de bienes, 
sin contrato escrito 
alguno, en los casos en 





legislador no esté 
excepcionada 
conforme a lo 
dispuesto en el artículo 
41 inciso 4º de la Ley 
80 de 1993. (Sentencia 
del 19 de noviembre de 
2012, p. 45) 
Consejo de Estado, 
Sección Tercera, 
Subsección C, 
Sentencia de 30 de 
enero de 2013, 
magistrado ponente 
Dr. Enrique Gil Botero, 
dentro del proceso 




Municipio de Arauca. 
    Cuando la 
administración 
sugiere, invita, 
provoca y en general 
es la causa eficiente 
de una erogación del 
contratista, a favor de 
la entidad, asume la 
obligación de pagar el 
valor de los trabajos, 
bienes o servicios, que 
con su participación se 
ejecutaron. Esta 
posición busca 





causa a un justo 
medio, que haga 
responsable sólo a 




injustificado de un 
patrimonio a otro. Si 
existe pura liberalidad, 
incluso engaño o dolo 
del particular, 
entonces éste debe 
asumir el perjuicio; 
pero si la entidad 
pública es quien incita, 
provoca y en general 
se dispone a recibir un 
beneficio -con mayor 
razón cuando se 
compromete a 
legalizar en el 
inmediato futuro la 
situación-, debe pagar 





1999-00161, 2013, p. 
1) 
CONSEJO DE 




Consejero Ponente Dr. 
RAMIRO SAAVEDRA 
BECERRA, Sentencia 
de 7 de junio de 2007, 
Exp. No. 52001- 23-31-
000-1995- 07018-01 
(14.669). 
    El no enriquecimiento 
sin causa es un 
principio general del 
derecho cuya 
aplicación en nuestro 
ordenamiento se ha 
realizado por vía 
jurisprudencial, a partir 
de la interpretación del 






causa” parte de la 
concepción de justicia 
como el fundamento de 
las relaciones 
reguladas por el 
Derecho, noción bajo 




un traslado del 
patrimonio de un sujeto 
al de otro, sin que 
exista una causa 
eficiente y jurídica que 
lo sustente. Aunque el 
artículo 831 del Código 
de Comercio lo regula 
al señalar que “nadie 
podrá enriquecerse sin 
justa causa a expensas 
de otro” y de lo previsto 
en el numeral 1 del 
artículo 95 de la 
Constitución, se ha 
aplicado en 
consideración a que se 
trata de un principio, 
más que de una 
disposición legal que 
rige las relaciones 
entre las personas, en 
el entendido de que su 
vigencia no está 





normativa puesto que 
ello restringiría su 
aplicación. Es así 
como la construcción 
de dicha teoría, se ha 
producido mediante la 
definición de sus 
elementos, realizada 
especialmente por la 
Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema 
de Justicia en 
numerosas sentencias.  
[…] En cuanto al 
elemento alusivo a la 
ausencia de causa 
jurídica, cabe precisar 
que supone “que no 
haya otra fuente de la 
obligación como un 
contrato o un hecho 
ilícito y que no exista 
otra acción por la que 






necesario advertir que 
no se aplica la teoría 
cuando el 
empobrecimiento tiene 
por causa el hecho 
exclusivo del sujeto 
que lo padece, pues en 
estos casos debe 
soportar las 
consecuencias de sus 
acciones u omisiones, 
como lo impone la 
máxima según la cual a 
nadie le es dable 
alegar su culpa en 
beneficio propio. La 
Sala resalta 
finalmente, que la 
teoría del 
enriquecimiento no 
puede utilizarse para 
regular situaciones 






o para solucionar 
eventos determinados 
por la ineficiente 
gestión administrativa. 
De allí que su 
aplicación no conduzca 
a la indemnización del 
daño, sino a la 
correspondiente 




sufrido por el 
demandante hasta la 





2007, pp. 3-23) 
 
 
